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PRESENTACIÓN! 


Este libro pretende recuperar la memoria para entender el pre- 
sente. Muchos libros de historia se han fijado un objetivo simi- 
lar. En este caso, sin embargo, recuperar la memoria de los 
acontecimientos que, desde nuestro punto de vista, han sido 
decisivos para los trabajadores mexicanos, adquiere una impor- 
tancia especial, debido a que en las últimas décadas perdieron 
importancia en el debate nacional. El interés se desplazó a 
otros asuntos: el cambio político, el protagonismo de otros su- 
jetos sociales o las mudanzas que ha sufrido la sociedad, enfo- 
cadas desde otros ángulos. 


En cambio, problemas como la evolución del sindicalismo, 
las políticas laborales, el salario y el empleo, las distintas y no- 
vedosas formas de contratación, y la legislación del trabajo, re- 
cibieron una atención cada vez menor. Ello se explica por va- 
rias razones: de un lado, las tendencias dominantes que han 
conducido la globalización impusieron un pensamiento basado 
en la competencia, la productividad y la superioridad del mer- 
cado. La calidad de vida y el mejoramiento material de los tra- 
bajadores se consideraron residuales, es decir que se obten- 
drían como resultado de una mayor integración de las socieda- 
des al mercado mundial. De esta manera, no tenía caso refle- 
xionar o analizar los problemas laborales, pues éstos se solucio- 
narían a largo plazo como producto del avance de la globaliza- 
ción. 

Por otro lado, las sociedades conocieron nuevos problemas o 
se agudizaron otros más antiguos. En el caso de México, la vio- 
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lencia, la falta de soluciones reales a la pobreza y al estanca- 
miento económico, el saqueo de los recursos naturales y las 
afectaciones a las comunidades dieron lugar a una reflexión 
que dejó a un lado los temas del trabajo. A ello se sumó la falta 
de vigor del protagonismo de los sindicatos, la mayoría de los 
cuales se convirtieron en membretes cuya actuación es desco- 
nocida por los trabajadores. Hay incluso la percepción de que 
más bien actúan en contra de sus intereses. Así, desde la resis- 
tencia al capitalismo global y sus efectos adversos, parecía no 
tener mucho sentido recurrir a la organización sindical o plan- 
tearse demandas como aumentos salariales, nuevas políticas o 
leyes protectoras de los trabajadores. 


De esta manera, los contados sindicatos independientes y re- 
presentativos, los núcleos de activistas sindicales y los estudio- 
sos del tema en la academia fueron cada vez menos escuchados. 
Los temas laborales simplemente dejaron de importar. 


Las cosas, sin embargo, empezaron a cambiar desde hace 
unos años, a causa de la crisis mundial de 2008, la llamada 
Gran Recesión, que afectó a los países capitalistas desarrollados 
y a buena parte del resto de las sociedades del mundo. Al tra- 
tarse de explicar las fallas del sistema, temas como la desigual- 
dad y la pobreza se relacionaron con los salarios, la desocupa- 
ción y los empleos precarios. De la misma manera, se empezó a 
discutir si la situación de los sindicatos estaría relacionada con 
un deterioro del equilibrio en las relaciones obrero-patronales 
y, por lo tanto, con los problemas del desarrollo económico. 

Poner los ojos otra vez en la problemática laboral ha traído 
un renovado interés en el debate sobre la globalización y el fu- 
turo del capitalismo. 

Este regreso a los problemas del trabajo no sólo surgió de la 
preocupación intelectual de quienes trataron de explicarse la 


crisis mundial y sus efectos. Provino también del malestar so- 
cial que se produjo como resultado de esa crisis y que se ha ma- 
nifestado en un conjunto de acontecimientos políticos inéditos 
y, para muchos, extraños y novedosos. 


Las elecciones presidenciales en los Estados Unidos, el surgi- 
miento y la fuerza relativa que han adquirido movimientos ul- 
tranacionalistas en Europa (Inglaterra, Francia, Polonia y Hun- 
gría) y en otras partes del mundo (como Filipinas), el protago- 
nismo de nuevas tendencias de izquierda (en España) y otros 
cambios políticos difíciles de clasificar (como el nacionalismo 
catalán o los chalecos amarillos en Francia) son una muestra 
del descontento con la globalización y la falta de alternativas 
intelectuales y políticas. 


Todos estos fenómenos tienen en común su excepcionalidad, 
su origen ideológico diverso, sus formas de manifestación va- 
riadas, sus objetivos políticos mezclados y difíciles de formular 
de acuerdo con los parámetros clásicos. Aunque hay similitu- 
des, parecen más bien una suma de actores y fenómenos singu- 
lares que sólo tienen en común su descontento con la globali- 
zación capitalista y su repudio al sistema político dominante. 


De esta manera, la incertidumbre se ha apropiado de la si- 
tuación mundial. Muchos aseguran que estamos ante el fin de 
una etapa y el principio de otra, pero las opiniones sobre qué 
termina y qué puede comenzar no están en absoluto claras. 


Así pues, para tratar de entender cómo llegamos hasta aquí, 
cómo comprender este momento de transición y qué solucio- 
nes o propuestas pueden resultar viables para un futuro mejor 
para la humanidad, el tema del trabajo es de gran utilidad. 


Discutir el papel de los sindicatos, las políticas salariales, la 
situación del empleo y, en general, la calidad de vida de los tra- 
bajadores y sus condiciones laborales en las empresas y en los 
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mercados de trabajo es indispensable, de nueva cuenta, para 
pensar el presente e imaginar el futuro. 


La historia que vamos a contar en este libro pretende, como 
parte de otras expresiones a nivel mundial, recuperar la memo- 
ria de las luchas, organizaciones, hechos, personajes, tendencias 
y problemas relacionados con el trabajo en México durante po- 
co más de 100 años, con el objetivo de entender mejor las dis- 
yuntivas del presente. 


Una aclaración conceptual: el término trabajadores se refie- 
re, en su significado más elemental, a las personas que tienen 
que realizar una tarea para obtener una remuneración para el 
mantenimiento de ellos mismos y sus familias. Bajo esta defini- 
ción se incluye todo tipo de trabajadores: formales e informa- 
les, asalariados y por cuenta propia, de la ciudad y del campo. 
Sin embargo, en este libro, cuando hablamos de trabajadores 
nos referimos casi siempre a trabajadores asalariados subordi- 
nados a un patrón. En algunos casos, hablaremos de obreros o 
clase obrera con el mismo significado, aunque normalmente se 
entiende a estos últimos como los trabajadores industriales. 


Dichos conceptos, trabajadores asalariados y, en particular, 
obreros fabriles, deben ser entendidos como integrantes de un 
sistema capitalista que hoy impera en todo el mundo. Por lo 
tanto, cuando hablemos del movimiento obrero, nos referire- 
mos a las expresiones de descontento y rebeldía contra el siste- 
ma capitalista en sus diversas formas. Como veremos, éstas 
fueron desde la insurrección armada hasta la gestión sindical 
pacífica; desde ideologías que buscaron derrumbar el sistema 
hasta aquellas que se propusieron lograr mejoras relativamente 
sin transformaciones radicales. Desde luego, los movimientos 
sociales no se agotan en la lucha sindical. Los trabajadores tam- 
poco se han limitado a expresar su descontento por medio de 
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los sindicatos. Sin embargo, por lo menos en el caso de México, 
las organizaciones sindicales han sido el principal vehículo de 
expresión del descontento de los trabajadores frente a su pa- 
trón o empleador. Éstas son las historias que deseamos contar. 
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INTRODUCCIÓN 
Una visión global 


La historia de los movimientos de los trabajadores abarca va- 
rios siglos. Hay quienes han intentado rastrear estas expresio- 
nes de descontento de los trabajadores aun antes del surgi- 
miento del capitalismo. Sin embargo, es sobre todo desde me- 
diados del siglo xix, particularmente en Europa, cuando el mo- 
vimiento obrero mundial adquiere un perfil más definido: los 
sindicatos se distinguen claramente de otras formas de organi- 
zación previas; sus causas y demandas se enfocan hacia sus 
condiciones de trabajo, la jornada laboral y los salarios; sus for- 
mas de expresión revelan una mayor autonomía frente a los pa- 
trones y otros segmentos de la sociedad. 

De esta manera, durante la segunda parte de esa centuria el 
movimiento obrero logrará niveles de organización superiores 
y un pensamiento original bajo la influencia de intelectuales y 
corrientes diversas, principalmente el anarquismo y el socialis- 
mo marxista. 

El arribo del siglo xx conocerá la existencia de un movimien- 
to obrero plenamente identificado por sus formas de organiza- 
ción, sus demandas y sus perfiles ideológicos. 

Su irrupción en la historia, a partir de entonces, fue tan vigo- 
rosa que podemos afirmar que el siglo xx fue el siglo de los tra- 
bajadores. 

Lo fue porque en la mayor parte de esta centuria la clase 
obrera adquirió un protagonismo central en la vida política y 
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social de muchos países, sobre todo en los más avanzados. Pero 
también porque la configuración de los Estados nacionales fue 
modelándose en relación con los temas laborales. 


Por ello, la historia mundial, y aun la historia nacional de 
muchos países, no podrían entenderse sin tomar en cuenta al 
movimiento obrero y su influencia decisiva en las transforma- 
ciones políticas, económicas y culturales de los últimos 100 
años. 


Recordemos que el siglo conoce muy tempranamente un 
acontecimiento fundamental: en 1917, una insurrección obrera 
ocurre en Rusia e inaugura un régimen que, a nombre de los 
trabajadores y, más particularmente, de la clase obrera, se pro- 
pondrá construir una sociedad y un Estado nuevos. 


La Revolución rusa definirá en buena medida el curso del si- 
glo xx por varias razones: en principio por el surgimiento de 
una nueva potencia económica y militar que cambiará el equili- 
brio entre las naciones de Europa y con ello el resultado de la 
Gran Guerra; luego, durante la conflagración contra el Eje, será 
una fuerza fundamental para derrotar al nazifascismo. Un nue- 
vo orden mundial surgió desde entonces y estuvo vigente hasta 
1991, cuando se derrumbó la Unión Soviética, es decir, más de 
45 años.' 


Pero, en segundo lugar, la Revolución rusa cambiará el perfil 
político e ideológico del mundo. Su influencia se manifestará 
en el impulso que adquirieron el comunismo y la socialdemo- 
cracia como doctrinas que, con todas sus diferencias, habían 
surgido de un cuerpo teórico y doctrinario común: el marxis- 
mo y la lucha por el socialismo.? Ello implicaba, entre otras co- 
sas pero de manera central, el papel de la clase trabajadora? en 
la transformación del capitalismo y en la construcción de una 
nueva sociedad. La influencia ideológica de la Revolución rusa 
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acicateó el sindicalismo, la creación de organizaciones políticas 
y el surgimiento de diversos movimientos sociales que de una 
manera u otra se reclamaban de los trabajadores o del proleta- 
riado. Conquistó también importantes sectores de las élites po- 
líticas e intelectuales en muchas partes del mundo.* 


La participación decisiva de los trabajadores y, en particular, 
de los obreros en los acontecimientos de la Revolución de 1917 
no ha sido cuestionada. Más complejo, en cambio, ha sido dis- 
cutir el papel que jugaron en los años posteriores, bajo el poder 
soviético. Sin embargo, es indudable que la Unión de Repúbli- 
cas Socialistas Soviéticas realizó un enorme esfuerzo para su 
industrialización. En este plano, la clase obrera tuvo también, 
oprimida o no, como clase gobernante o no, un papel funda- 
mental. 


En los países capitalistas, los trabajadores, sus organizacio- 
nes, partidos políticos y programas también adquieren una 
fuerza y una influencia fundamental. Pero será, sobre todo, a 
partir de la crisis de 1929, cuando el capitalismo sufrirá cam- 
bios importantes, reconociendo el papel protagónico de los tra- 
bajadores y la necesidad de incorporarlos activamente en la re- 
construcción de la economía y del Estado. Aunque este proceso 
es interrumpido en Europa por el fascismo y la segunda Guerra 
Mundial, al cabo de ella surgirá el llamado Estado de bienestar 
que, en esencia, se propondrá construir un régimen protector 
de los trabajadores bajo políticas comerciales, financieras y, so- 
bre todo, sociales. El pleno empleo será el objetivo expreso de 
las políticas macroeconómicas y se crearán instituciones como 
la seguridad social. A nivel de Estado, los sindicatos, base social 
de los partidos laboristas o socialdemócratas, se convertirán en 
protagonistas centrales en la escena política. 
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De esta manera, a mediados del siglo xx una parte del mundo 
reclamaba estar gobernada por Estados obreros, mientras la 
otra, bajo las condiciones del mercado, se organizó para prote- 
ger a los trabajadores. Tanto el socialismo como el capitalismo 
pusieron los temas del trabajo y de los trabajadores en un lugar 
central. En ambos casos se propusieron fomentar el empleo in- 
dustrial, pues la industrialización fue el paradigma económico 
de buena parte del mundo durante el siglo xx. 


Aunque en otras partes del mundo, como en México, el es- 
fuerzo industrializador fue más limitado, a partir de la tercera 
o cuarta década del siglo el objetivo fue el mismo: la industria 
como eje o locomotora del desarrollo. Para el logro de este ob- 
jetivo, un Estado social protector de los trabajadores era la 
contraparte necesaria. En estas condiciones, los trabajadores, 
en particular la clase obrera y sus organizaciones sindicales, ad- 
quirieron un protagonismo sin parangón con el siglo xix, y una 


enorme influencia. 


Otro asunto es si los trabajadores en todas estas sociedades 
lograron niveles de vida dignos y aceptables o si este protago- 
nismo se dio bajo formas de gobierno antidemocráticas o dic- 
tatoriales. Tampoco se pretende olvidar la importancia de otras 
clases y de su papel en la historia del siglo: los campesinos y 
otros productores rurales, los propietarios y empresarios, y, en 
fin, las élites políticas y burocráticas. 


Sin embargo, casi al final de la centuria otra historia se ini- 
cia. El gobierno de Margaret Thatcher en Inglaterra marcará el 
inicio de una transformación del capitalismo y del mundo. En 
primer lugar, cambian los paradigmas: el pleno empleo y la po- 
lítica social serán desplazados para dar lugar a otras priorida- 
des que permitan liberar y desregular los mercados. La compe- 
tencia por atraer los flujos de capital monetario se convierte en 
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el nuevo objetivo, aún más importante que la industrialización. 
En segundo lugar, se destruyen o “ajustan” las instituciones pú- 
blicas para acomodarlas a los dictados del mercado, dando lu- 
gar a una profunda transformación del Estado. Finalmente, se 
abre paso a una expansión capitalista que cambiará las estruc- 
turas de la sociedad. En los países desarrollados se fomenta la 
descolocación o reubicación? de empresas hacia otras naciones 
donde la fuerza de trabajo es más barata, mientras que en los 
países menos desarrollados se imponen fuertes medidas de 
ajuste que incluyen un control de los salarios. Hacia finales del 
siglo xx y principios del xxi proliferan diversas formas de con- 
tratación precarias en los mercados de trabajo de todo el mun- 


do. 


El derrumbe de los regímenes llamados comunistas o del so- 
cialismo real, que culmina con la desaparición de la URSS en 
1991, abrirá esta zona del mundo a los mercados y provocará 
otro cambio igualmente profundo: una derrota intelectual e 
ideológica de la clase obrera que se interpretará como la nece- 
saria e incontestable supremacía del capitalismo sobre la “qui- 
mera” socialista, y del libre mercado sobre las políticas sociales 
del Estado de bienestar, es decir, el fracaso del intervencionis- 
mo estatal para proteger a las clases subalternas, particular- 
mente a los trabajadores. 

Los cambios ocurridos en el capitalismo en el último tramo 
del siglo xx y la derrota ideológica del laborismo socialdemó- 
crata y de la dictadura del proletariado inauguran una nueva 
etapa en la historia mundial. 

Podemos entonces arriesgar, de acuerdo con los cambios 
aquí relatados sucintamente, una periodización general del 
movimiento obrero en el siglo xx que se prolonga hasta co- 


mienzos del xx1.? Encontramos una primera etapa de expansión 
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creativa que arranca desde el siglo xix: tiene uno de sus momen- 
tos decisivos en la Revolución de 1917 en Rusia y abarca hasta 
la víspera de la segunda Guerra Mundial. Es la etapa de las con- 
quistas de los derechos fundamentales de los trabajadores: de 
organización, de asociación, de huelga, de contratación colecti- 
va. Pero es también el momento más dramático de las luchas de 
los trabajadores organizados en sindicatos y partidos políticos, 
y el periodo en que éstos adquieren una mayor radicalidad po- 
lítica e ideológica. 

El marxismo y el anarquismo son las corrientes ideológicas 
más importantes del movimiento obrero en la última mitad del 
siglo xix y principios del xx. No proponen solamente un progra- 
ma político sino toda una filosofía y una concepción nueva del 
mundo, la sociedad y la cultura. 

En las primeras décadas del siglo xx, y en buena medida por 
los acontecimientos en Rusia, el anarquismo prácticamente 
pierde la pelea ideológica frente al marxismo que, sin embargo, 
se divide en dos grandes tendencias: la socialdemócrata o re- 
formista, y la revolucionaria o clasista. Ambas jugarán un papel 
importante en las historias nacionales del siglo xx. Sin embargo, 
la revolución sólo triunfará en Rusia, mientras que en Alema- 
nia e Italia el movimiento obrero sufre una derrota que abre 
paso al surgimiento del fascismo. En el resto de los países el re- 
formismo se afianza como la estrategia más adecuada de las or- 
ganizaciones obreras para lograr algunos beneficios y transfor- 
mar, así sea gradualmente, al capitalismo. 


Durante esta primera etapa, de expansión creativa del movi- 
miento obrero, surge el primer Estado socialista en la historia, 
paradigma de la utopía de los trabajadores, pero también se 
conquistan derechos y se expande y consolida el sindicalismo 
en muchos países del mundo, sobre todo en los más desarrolla- 
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dos. El socialismo será una corriente de pensamiento respeta- 
da, temida e indudablemente influyente en todo el mundo. 


Después de la Gran Guerra, la reconstrucción de Europa y 
las experiencias de la gran crisis de 1929, se crearon las condi- 
ciones de la segunda etapa, la que podríamos llamar de madurez 
y cogobierno. Arranca en la posguerra y se prolonga hasta finales 
de los años setenta. Son los momentos de consolidación del Es- 
tado de bienestar de un lado, y de un desarrollo menos traumá- 
tico y más estable en la Unión Soviética y el llamado bloque so- 
cialista. En estos años, los trabajadores conocen sus mejores 
tiempos, los salarios más altos, los mejores índices de ocupa- 
ción, los mayores niveles de protección institucional. La Gue- 
rra Fría entre las dos superpotencias no se redujo a una compe- 
tencia armamentista, se convirtió también en una lucha por al- 
canzar el mayor avance tecnológico, por los índices de creci- 
miento industrial más elevados e incluso los mejores niveles de 
bienestar de sus trabajadores. Coincide con la llamada Edad de 
Oro del siglo xx.” 


En estas condiciones, los trabajadores, a través de sus orga- 
nizaciones sindicales y de los partidos socialdemócratas, a ve- 
ces con el apoyo de los partidos comunistas, ganarán elecciones 
y gobernarán en diversos países, sobre todo en Europa. Pero 
aun ahí donde no triunfan en las urnas, la fuerza de sus organi- 
zaciones sindicales los convierte en un interlocutor obligado 
para definir las políticas públicas. En los Estados Unidos, el 
país más resistente a este proceso, el ideal, el sueño americano, 
será convertir a los obreros industriales en la clase media que 
vuelva a esa nación “opulenta” en una sociedad más igualitaria. 
De una u otra forma, directa o indirectamente, el peso de los 
trabajadores será decisivo en el gobierno y en el rumbo de las 
sociedades capitalistas más desarrolladas. 
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La tercera etapa del movimiento sería finalmente la etapa de 
la derrota y el repliegue. Se ubica en el último tramo del siglo, 
particularmente desde el primer gobierno de Margaret Tha- 
tcher en Inglaterra, la caída del muro de Berlín y la desapari- 
ción de la Unión Soviética. El viraje neoliberal golpeará el nivel 
de vida y las condiciones de trabajo de la clase obrera en una 
magnitud desconocida hasta entonces. 


Aunque el proceso conocerá distintos grados de intensidad, 
se puede afirmar que, en las economías capitalistas, 


ha tenido lugar una transformación a gran escala (debido al tránsito a los mercados de trabajo flexibles). En 
estos nuevos mercados de trabajo [...] gran parte de la fuerza de trabajo carece en la actualidad incluso de la 
seguridad económica que daba el trabajo asalariado. Su mundo es el del trabajo a tiempo parcial, los contra- 
tos temporales y el empleo por cuenta propia [...] La erosión de los niveles de vida de los trabajadores, debi- 
do a una inseguridad laboral cada vez mayor, es la respuesta a una organización social del trabajo que está en 
una situación de flujo casi continuo, con incesantes mutaciones bajo el impacto de la innovación tecnológica 
y de la competencia de un mercado desregulado [...] La empresa ha [...] abandonado muchas de las responsa- 
bilidades que hacían que el mundo del trabajo resultara humanamente tolerable en el pasado: algunas de ellas 
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no están lejos de ser instituciones virtuales. 


Junto con este proceso, las organizaciones sindicales se re- 
pliegan, los índices de sindicalización se reducen y, en general, 
pierden influencia en la definición de las políticas públicas. Los 
partidos comunistas prácticamente desaparecen mientras que 
la socialdemocracia se debate en defender lo que se pueda del 
viejo Estado de bienestar y adaptarse a las nuevas condiciones, 
haciendo suyo el programa neoliberal. 


Lo más grave, sin embargo, fue la derrota ideológica. En las 
últimas décadas del siglo xx y hasta los primeros años del xx1, los 
trabajadores y las izquierdas parecían asumir el papel de fuer- 
zas conservadoras mientras la derecha se apropiaba de la idea 
del cambio. Se confirmaba, así, la hegemonía del pensamiento 
“único” de la derecha neoliberal, poniendo a la izquierda y al 
movimiento obrero en una crisis de identidad y de programa. 
Esta situación, como veremos más adelante, empezó a cambiar 
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después de la Gran Recesión del capitalismo mundial ocurrida 
en 2008. 


Para el caso de México, podemos encontrar una periodiza- 
ción de la historia del movimiento obrero? dividida en cuatro 
fases: 1) anarcosindicalismo y caudillismo revolucionario 
(1917-1933); 2) nacionalismo revolucionario y caudillismo cha- 
rro (1934-1957); 3) desarrollo estabilizador y corporativismo 
charro (1957-1967), y 4) crisis y reestructuración, sindicalismo 
independiente y sindicalismo oficial (1968-1990). Nuestra pro- 
puesta tiene algunas coincidencias con este enfoque, pero la di- 
ferencia más importante reside en que en este trabajo nos pro- 
ponemos explorar el protagonismo de los trabajadores en la 
transformación de la sociedad y el Estado como una expresión 
del desarrollo del capitalismo a nivel mundial. Para los autores 
citados, en cambio, su intención consiste más bien en entender 
la lógica interna de la evolución del movimiento obrero en 
“torno a un conflicto ya sea con los empleadores, el Estado o 
con otros contingentes de trabajadores”.'” 


De acuerdo con lo anterior, la historia del movimiento obre- 
ro mexicano estará basada en las tres fases explicadas anterior- 
mente: expansión creativa, madurez y cogobierno, y derrota y re- 
pliegue. Ello supone averiguar, en el caso de México, el papel 
que las organizaciones de los trabajadores han jugado en el 
cambio social y político del país. Asimismo, buscaremos anali- 
zar la evolución de sus propias organizaciones y de sus progra- 
mas y reivindicaciones. Al final, haremos unas cuantas anota- 
ciones sobre algunos fenómenos nuevos observados en la se- 
gunda década del siglo xxi, ligados a las transformaciones del 
capitalismo y al surgimiento de las nuevas oposiciones sociales 
y políticas al modelo imperante, subrayando sus repercusiones 
en el mundo laboral. 


20 


PRIMERA PARTE 


DEL SURGIMIENTO DEL 
SINDICALISMO A LA CON- 
QUISTA DE LA SEGURIDAD 

SOCIAL: 1907-1940 
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1. 1907: LOS OBREROS Y LA REVOLUCIÓN 


Losaños de 1906 y 1907 pueden marcarse como el momento en 
que se produce el salto de los trabajadores mexicanos a la esce- 
na de la historia nacional. Desde el siglo xrx habían logrado or- 
ganizarse y llevar a cabo diversas acciones de lucha;' como en 
otras partes del mundo, sus primeras agrupaciones fueron las 
sociedades mutualistas.? Pero en las postrimerías del siglo xix y 
los albores del xx, la voluntad más tenaz para construir un sin- 
dicato estuvo a cargo de los trabajadores ferrocarrileros. Sus 
esfuerzos culminaron en 1902 con la constitución de la Gran 
Liga de Empleados del Ferrocarril. Más tarde, en 1906, organi- 
zaron una huelga calificada por la prensa como una de las más 
importantes registradas en el país, y en junio de 1907 surgía la 
Alianza de Ferrocarrileros Mexicanos, que protagonizaría en 
mayo de 1908 una serie de acciones “paralizando el tráfico en- 
tre México y Saltillo”.* 


Sin duda, el recuento de luchas y enfrentamientos de esos 
años, los primeros del siglo xx, muestra que los trabajadores 
mexicanos formaban parte de los contingentes sociales que tra- 
taron de resistir la modernización capitalista y la dictadura de 
Porfirio Díaz. Pero fueron los acontecimientos de Cananea, en 
1906, y Río Blanco, en 1907 —sobre todo este último—, los que 
deben verse con mayor detenimiento, ya que tuvieron una di- 
mensión distinta al rebasar el conflicto gremial y proyectarse 
sobre la historia nacional. 
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El movimiento obrero mexicano fue casi en su totalidad un 
producto del siglo xx. Durante la segunda mitad del xix, cuando 
en Europa y los Estados Unidos se estaba formulando y po- 
niendo en práctica todo tipo de teorías anarquistas, socialistas 
y comunistas, los trabajadores mexicanos se mantuvieron muy 
alejados de estas nuevas ideas. Ello, entre otras cosas, porque 
en estos años “México era un país aislado del resto del mundo y 
desgarrado por contiendas internas y externas”.* 


La política laboral del porfiriato estaba basada en la doctrina 
liberal, según la cual entre el trabajo y el capital no debería en- 
trometerse el Estado. Ello se traducía en la legitimidad de los 
patrones para tomar decisiones unilaterales, rechazando cual- 
quier pacto bilateral entre empresarios y obreros; en la obliga- 
ción de los trabajadores de acatar las resoluciones del gobierno; 
en el reconocimiento de derechos individuales de los trabaja- 
dores, pero no de los colectivos, y en el desconocimiento del 
derecho de huelga y, por lo tanto, de la organización de los tra- 
bajadores. Hay que recordar, además, que la Constitución de 
1857, lejos de reconocer los derechos de los trabajadores, era 
prohibitiva de cualquier intento encaminado al mejoramiento 
de su condición laboral. 


Los conflictos obrero-patronales durante el porfiriato estu- 
vieron ligados al impacto de la modernización industrial. Ade- 
más de la decisión de mantener incólume el poder patronal pa- 
ra fijar las condiciones de trabajo, la tendencia a concentrar la 
producción en establecimientos de mayor tamaño, la localiza- 
ción de las actividades en determinados puntos del país y el de- 
sarrollo de centros urbanos favorecieron el surgimiento de 
nuevas formas de asociación que trascendieron las viejas tradi- 
ciones gremialistas y mutualistas.? 
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Esta evolución se reflejó en las huelgas de Cananea y Río 
Blanco, que se realizaron con pocos meses de diferencia. En 
ambos movimientos tuvieron un papel destacado los círculos 
obreros del Partido Liberal Mexicano (pLm).* 


En el caso de la huelga minera, a principios de 1906, el ma- 
gonista Lázaro Gutiérrez organizaba el Club Liberal de Cana- 
nea y unos cuantos meses después, el último día de mayo, se 
iniciaba un paro de labores. La demanda principal fue sobre la 
diferencia de salarios y jornadas de trabajo entre trabajadores 
mexicanos y estadunidenses.” Desatado el movimiento el 1% de 
junio, la marcha de protesta obrera fue agredida por un capataz 
de los Estados Unidos, George Metcalf, que manejaba el depar- 
tamento de maderería de la mina. La provocación desató la 
violencia obrera, y Metcalf y su hermano murieron en el en- 
frentamiento. Inmediatamente después, desde el palacio muni- 
cipal se desató un tiroteo y asesinaron a varios obreros. Los 
trabajadores y sus familias contestaron el fuego con rifles y pis- 
tolas que tomaron de las “casas de empeño”. Después de una 
hora de combates y decenas de muertos, los partidarios de la 
empresa se parapetaron en las oficinas de la compañía y en sus 
casas, particularmente en la de Greene, gerente de la minera. Al 
otro día, el gobernador del estado de Sonora cruzó la frontera 
para dirigirse a Naco, Arizona, donde reclutó un grupo de más 
de 200 rangers, con los que regresó el 2 de junio a México para 
liquidar la revuelta. Los obreros organizaron una nueva mani- 
festación que intentó negociar con las autoridades, pero la vio- 
lencia estalló de nuevo. Ante la superioridad militar de los in- 
vasores y el gobierno, los obreros fueron dispersados. En los si- 
guientes días los principales dirigentes, entre ellos Diéguez y 
Baca Calderón, también magonistas, fueron aprehendidos. An- 
te estos hechos los obreros regresaron al trabajo. 
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Tanto en los Estados Unidos como en la capital mexicana el 
escándalo político fue notable. La solicitud de un gobernador 
mexicano para invadir su propio país con tropas extranjeras y 
la respuesta de los militares estadunidenses, que aceptaron rá- 
pidamente la misión sin que aparentemente fueran avaladas 
por el gobierno de Washington, constituyeron un hecho que, 
por decir lo menos, no “tenía precedente”. Sin embargo, el con- 
trol de la prensa y del congreso mexicano permitieron ocultar 
los acontecimientos e impedir cualquier castigo al gobernador 
Izábal, a pesar de que se le había acusado de “traidor a la patria”. 


En otra región de la geografía mexicana, en el estado de Ve- 
racruz, la resistencia de los trabajadores de Río Blanco a acatar 
las órdenes del gobierno tuvo, como es conocido, un final trá- 
gico: la represión del gobierno fue extremadamente cruel y el 
saldo fue de un gran número de obreros muertos, incluso un 
par de dirigentes asesinados por la espalda. 


El movimiento de los trabajadores de la industria textil se 
había iniciado en protesta por las condiciones de trabajo que 
imperaban en la fábrica de Río Blanco desde su fundación en 
octubre de 1892 y que se habían vuelto intolerables: jornadas 
de trabajo de 14 horas, multas por fallas en los equipos que 
eran atribuidas a los trabajadores, malos tratos por parte de los 
capataces y la existencia de tiendas de raya.* 


En abril de 1906, alentado por un núcleo obrero del rim de 
Ricardo Flores Magón, se formaba el Gran Círculo de Obreros 
Libres de Río Blanco. Pronto, la organización se extendió a 
otras empresas de la región: Nogales, Santa Rosa, Cerritos, Co- 
colapan y El Yute; más tarde, a las fábricas textiles de Puebla y 
Tlaxcala, Oaxaca, Jalisco, Querétaro, Hidalgo y el Estado de 
México. 
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Según el pacto establecido entre el Gran Círculo de Obreros 
Libres (de la industria textil) y el p.m, ambas organizaciones se 
propusieron “luchar por todos los medios contra los oprobios 
del capitalismo y la dictadura de Porfirio Díaz”. 


En junio de 1906 se organizó una manifestación y, casi al 
mismo tiempo, salía a la luz el primer número del periódico Re- 
volución Social, hechos que fueron respondidos de inmediato 
con órdenes de aprehensión contra los principales dirigentes 
obreros. A pesar de ello, en octubre una primera huelga estalla- 
ba en Santa Rosa, la cual duró más de 20 días. A ese movimien- 
to siguió otro paro de labores en diciembre de ese mismo año 
en la ciudad de Puebla, en solidaridad con sus compañeros ve- 
racruzanos. A mediados del mes las huelgas se habían generali- 
zado en todas las fábricas textiles de la región. 


Los representantes obreros decidieron entonces solicitar el 
arbitraje del presidente Díaz, con el objetivo de resolver el con- 
flicto antes de que terminara el año. Sin embargo, los empresa- 
rios también se habían organizado para enfrentar la huelga y a 
fines de diciembre se reunieron en el Centro Industrial Mexi- 
cano de la capital del país y anunciaron “el cierre de todas las 
fábricas que existían en la República”? 


Ante la gravedad del conflicto,'” Porfirio Díaz decidió recibir 
una comisión de los trabajadores dos días después de anuncia- 
do el cierre patronal de la empresas y accedió a intervenir co- 
mo árbitro entre las partes. 

El viernes 4 de enero el presidente dio a conocer su fallo: 
conminaba a trabajadores y empresarios a reanudar labores el 
lunes siguiente, 7 de enero. La decisión presidencial no sólo no 
resolvía las principales demandas obreras, sino que, además, 
restringía severamente los derechos de los trabajadores en ma- 
teria de petición, expresión y huelga. El “arbitraje” de don Por- 
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firio encontró el rechazo de los trabajadores; sus representan- 
tes se reunieron en asamblea en la ciudad de Orizaba el domin- 
go 6 y decidieron estallar de nueva cuenta la huelga.'' 


El lunes 7, en lugar de entrar a laborar, los trabajadores sa- 
quearon y quemaron la tienda de raya de la empresa en Río 
Blanco. Luego, la revuelta se extendió a las fábricas contiguas 
hasta que los soldados le hicieron frente, iniciándose “la más 
intensa cacería de obreros”, hasta que se sofocó totalmente al 
movimiento. El 9 de enero serían fusilados los dirigentes Rafael 
Moreno, Manuel Juárez y Zeferino Navarro. 


Los acontecimientos de 1906 y 1907 no sólo acentuaron el 
desprestigio del gobierno y alentaron los deseos de insurrec- 
ción que finalmente se iniciaron en 1910. También abrieron la 
puerta para que la cuestión obrera y la participación de los tra- 
bajadores ya no pudieran ser soslayadas. A partir de entonces, 
los trabajadores entraban a la disputa por la nación. 


Pocos años después, el estallido revolucionario llevaría al re- 
conocimiento de los derechos obreros, que quedarían plasma- 
dos en la Constitución de 1917. En 10 años, gracias a una revo- 
lución, el escenario de la lucha de los trabajadores cambió radi- 
calmente. En un periodo relativamente corto, si lo medimos 
bajo los parámetros de otros países de América Latina, los tra- 
bajadores mexicanos ganaron los derechos y conquistas que se 
les habían negado violentamente en 1907 y, además, lograron 
algo que ni siquiera estaba planteado originalmente: su partici- 
pación en el poder político del país. 

Sin embargo, esa revolución, que cambiaría radicalmente la 
vida de los trabajadores y sus organizaciones, no se inició con 
una insurrección obrera, sino con un movimiento armado en- 
cabezado por propietarios rurales y campesinos. 
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A pesar de ello, la participación obrera tuvo desde el princi- 
pio objetivos claramente definidos. Dicen que los campesinos 
hicieron una revolución para no cambiar. No se podría decir lo 
mismo de los obreros. Ellos se habían rebelado en 1907 bajo un 
programa de lucha establecido en las demandas de Río Blanco 
y en el programa del rim: la reducción de la jornada laboral, el 
salario por día y no a destajo, el derecho a la organización sin- 
dical, a la huelga y a la negociación colectiva y bilateral. Por 
ello, cuando se involucraron —aunque tardíamente— en la lu- 
cha armada, lo hicieron precisamente para cambiar, en primer 
lugar, sus condiciones de trabajo. 
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II. LA CASA DEL OBRERO MUNDIAL Y EL 
PACTO CON CARRANZA 


La insurrección armada de 1910 y los primeros años de la Revo- 
lución no fueron decisivos para el movimiento obrero, aunque 
las organizaciones sindicales y los reclamos a los patrones em- 
pezaron a proliferar. En junio de 1911 se inició una ola de 
huelgas que abarcó todo el país, exigiendo aumento de salarios, 
reducción de la jornada de trabajo y la abolición de algunas 
medidas disciplinarias que los patrones aplicaban en las fábri- 
cas contra los obreros. El movimiento no decayó con el arribo 
de Madero a la presidencia de la República y prosiguió en 
1912. Unos 40 000 obreros estaban en huelga a principios de 
ese año. Diversos enfrentamientos se presentaron en Río Blan- 
co y en la Ciudad de México.' 


La creación del Departamento de Trabajo, por iniciativa del 
presidente Madero en diciembre de ese año, mostraba la preo- 
cupación del nuevo gobierno por atender la agitación obrera 
mediante una intervención directa en los conflictos como me- 
diador, aunque sólo a petición de las partes. Puesto que las 
huelgas en la industria textil se multiplicaron,? el gobierno citó 
a una convención del ramo. Algo empezaba a cambiar, porque 
al menos se reconocía la necesidad de consultar a las represen- 
taciones obreras. De ahí surgió un acuerdo que podría equipa- 
rarse a un contrato laboral, es decir, un instrumento que reco- 
nocía derechos y obligaciones para ambas partes, el trabajo y el 
capital. Se redujo la jornada de trabajo a 10 horas, se fijó un sa- 
lario mínimo y su pago en efectivo, se abolió el sistema de mul- 
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tas y se obligó a los patrones a responder a las quejas de los 
obreros. 


Lo más importante en este periodo, sin embargo, fue la crea- 
ción de la Casa del Obrero Mundial (com) en 1912.* Debido a 
que sus fundadores fueron de origen anarquista y partidarios 
del sindicalismo revolucionario, la com fue al principio sólo un 
espacio de divulgación. Surgió sin estatutos ni declaración de 
principios, y la intención original era la creación de un centro 
de enseñanza para los trabajadores.* En poco tiempo, sin em- 
bargo, se convirtió en un espacio de coordinación de las orga- 
nizaciones obreras existentes? y de un movimiento laboral que, 
surgiendo al calor de los acontecimientos y sin mucha prepara- 
ción, decidía emprender una huelga, iniciar una protesta o fun- 
dar un nuevo sindicato. La casa se convirtió así en la expresión 
más importante del movimiento obrero mexicano hasta 1918. 


A poco menos de un año de su fundación, la com organizó el 
primer primero de mayo en 1913, el cual tuvo lugar bajo el go- 
bierno usurpador de Victoriano Huerta y fue una “impresio- 
nante concentración obrera”.* La respuesta del dictador no se 
hizo esperar, ordenando pocos días después el arresto y la de- 
portación de algunos dirigentes anarquistas de origen español.” 
Un año después, en mayo de 1914, la com sería clausurada. En 
dicho operativo participó una gran cantidad de policías. La bi- 
blioteca fue destruida y el salón de actos destrozado. El local se 
cerró con clausura judicial y todas las actividades fueron inte- 
rrumpidas.* 

Después de la caída de Huerta y ya con los constitucionalis- 
tas en la capital del país, la com volvió a abrir sus puertas en 
agosto. A pesar del malestar de Carranza, una parte del consti- 
tucionalismo procuró acercarse a la organización obrera y 
otorgarle distintos apoyos.” Se iniciaba así una alianza que 
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fructificaría en febrero de 1915, cuando la com firmó el pacto 
con el constitucionalismo.'” Aunque con algunas divisiones y 
rupturas internas, particularmente del Sindicato Mexicano de 
Electricistas (sme) y de grupos de ferrocarrileros y petroleros, la 
com se sumó al pacto decididamente: organizó los batallones 
rojos y luchó con las armas en la mano del lado de Carranza y 
Obregón. Entre 7 000 y 10 000 personas, incluyendo esposas e 
hijos de los obreros, abandonaron la Ciudad de México en 
marzo de 1915 para sumarse a la guerra. Aunque los trabajado- 
res urbanos participaron en distintos contingentes y facciones 
armadas, lo cierto es que sólo en el ejército de los constitucio- 
nalistas se incorporaron organizados y convocados por sus 
propias organizaciones gremiales.'' 


El gobierno de la Convención también había intentado acer- 
carse al movimiento obrero. Muchos obreros veían con simpa- 
tía esa vertiente revolucionaria en la que se encontraban perso- 
najes como Soto y Gama y Luis Méndez, quienes habían parti- 
cipado en la com y en las huelgas obreras. En la soberana Con- 
vención de Aguascalientes se debatieron reformas sociales di- 
rectamente relacionadas con la cuestión obrera, como el reco- 
nocimiento legal de los sindicatos y el derecho de huelga. Pero 
esta otra alianza no fructificó. 

La decisión de firmar el pacto con los constitucionalistas pa- 
ra combatir a la Convención produjo un debate muy acalorado 
en su tiempo, pero también ha sido materia de interpretación 
por diversos historiadores, considerando que el Ejército Zapa- 
tista representaba los programas más radicales en materia agra- 
ria y que su alianza con los trabajadores urbanos hubiera cam- 
biado el curso de la revolución.'* Sin embargo, entre 1914 y 
1915 esa posibilidad encontró muchos obstáculos. El p.m se ha- 


bía dividido entre los que mantuvieron su oposición a Madero 
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y quienes lo apoyaron y luego se pasaron al bando constitucio- 
nalista. El zapatismo, más allá de sus ideólogos, pertenecía a 
otro México, el rural-indígena, muy alejado de los problemas 
obreros. Los constitucionalistas, por su parte, ofrecían algo más 
que ideas: sacaron a relucir apoyos materiales y monetarios, y 
propuestas legislativas y de gobierno que se empezaban a dis- 
cutir en diversas entidades del país. Así, los constitucionalistas 
ofrecieron una negociación política en la cual había ganancias 
tangibles para el movimiento obrero, mientras los convencio- 
nistas proclamaban un conjunto de ideales que no terminaban 
por expresarse claramente en leyes e instituciones. También 
contó la ideología: la doctrina del sindicalismo revolucionario 
que sostenía la dirección obrera, la cual alentó el pacto, repu- 
diaba la acción política, pero aceptaba entablar alianzas políti- 
cas con el objetivo de construir una fuerza sindical capaz de 
enfrentar a los capitalistas. Esta ambigúedad dio paso al prag- 
matismo, apoyando al bando más fuerte. Pero también era con- 
gruente con una visión que fijaba toda su atención en la contra- 
dicción entre el trabajo y el capital y no aceptaba que la lucha 
por la tierra de las comunidades indígenas y campesinas fuera 
parte de un cambio revolucionario. Más bien, como lo repitie- 
ron en ese momento los ideólogos de la com, las fuerzas zapatis- 
tas representaban el atraso y no el futuro de la sociedad y del 
mundo. Los ideólogos anarquistas no comprendieron la reali- 
dad del país, pues los zapatistas encarnaron un movimiento re- 
volucionario que, sin embargo, no lograron expresar claramen- 
te. 


El pacto de 1915 dejó, como precedentes, dos líneas de ac- 
ción que caracterizarían la conducta del movimiento obrero en 
el futuro: la primera, una política de alianzas que se tradujo en 
una subordinación a la facción política que se hizo del poder. 
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Con ello renunciaron también a encabezar la disputa por la 
conducción del Estado y la sociedad. 


La segunda fue el pragmatismo. Aprovecharon las circuns- 
tancias para que el constitucionalismo sirviera para sus fines 
inmediatos: el reconocimiento de las organizaciones obreras y 
el compromiso de una legislación laboral avanzada. Hay que 
aceptar, sin embargo, que gracias a ese pragmatismo el movi- 
miento sindical mexicano logró ser reconocido como una parte 
indispensable del nuevo Estado mexicano. 


Pero también hay que tomar en cuenta que las alianzas y los 
pactos entre el movimiento obrero y la facción constituciona- 
lista permitieron a esta última adueñarse de las banderas prole- 
tarias y ostentarse como sus legítimos representantes. 


Durante todo ese año se organizaron filiales de la com en di- 
versas ciudades del país con el apoyo de los jefes de los obrego- 
nistas y sus aliados. De esta manera, la agitación obrera logró 
extenderse y estallaron huelgas que demandaban aumento de 
salarios, reconocimiento de la organización sindical y jornada 
de ocho horas. En muchas ocasiones, los generales revolucio- 
narios apoyaron a los trabajadores. El resultado fue una verda- 
dera “fiebre de sindicalismo” durante 1915.'* 


La actividad continuó a lo largo de 1916. En mayo suspen- 
dieron labores los empleados de los tranvías y los electricistas 
en el Distrito Federal, y en julio estalló una huelga general, cali- 
ficada por los sindicalistas de la época como una “impresionan- 
te demostración de fuerza y disciplina”, que logró la participa- 
ción de más de 80 000 trabajadores. Se suspendieron los servi- 
cios de electricidad, agua potable, tranvías, servicios fúnebres, 
coches y carretelas, así como la venta de pan y tortilla, teléfo- 
nos y muchas fábricas y talleres. 
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Pero en unos cuantos meses la situación había cambiado: los 
estragos de la lucha revolucionaria tenían prácticamente dete- 
nida la actividad productiva, sobre todo en la industria; por 
otro lado, México sufría, ese mismo año, la invasión de fuerzas 
militares estadunidenses en el Puerto de Veracruz. A ello habría 
que sumar la derrota de las fuerzas de Villa, el aislamiento del 
zapatismo en Morelos y la consolidación del constitucionalis- 
mo ya instalado en la capital del país. 


Carranza decidió entonces reprimir las organizaciones 
obreras, sus antiguas aliadas. Para ello, el Primer Jefe no dudó 
en utilizar el ejército, cerrar la com, arrestar a muchos dirigen- 
tes y amenazarlos con la pena capital. La represión obligó a le- 
vantar la huelga un mes después. Y la com “dejó de existir”.'* 


Aunque en la capital la situación se aplacó, en otras partes 
del país los sindicatos y las huelgas siguieron extendiéndose. Lo 
más importante fue que la cuestión obrera ya no podía ser eli- 
minada de las prioridades nacionales. El constitucionalismo, la 
facción triunfante de la Revolución, sabía que su alianza con los 
trabajadores era indispensable para gobernar y que no sólo ten- 
dría que hacer concesiones, sino, además, incorporar las de- 
mandas obreras en la base fundamental de la reorganización de 
la nación: la nueva constitución mexicana. 
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Il. EL CONGRESO CONSTITUYENTE: EL 
ARTÍCULO 123 


Ante el impulso de la movilización obrera, las respuestas de las 
facciones revolucionarias se basaron en una concepción com- 
pletamente diferente a la que prevaleció en el porfiriato. La le- 
gislación del viejo orden estaba destinada a mantener la disci- 
plina de la fuerza de trabajo sin reconocimiento de los dere- 
chos obreros. La nueva, en cambio, se orientaba a protegerla y a 
instaurar un equilibrio más justo en la relación trabajo-capital. 
Esta nueva inspiración respondía a necesidades de orden in- 
terno provocadas por la insurgencia armada y la caída del Esta- 
do porfirista, pero también se basó en las doctrinas del refor- 
mismo social europeo. 


El pm de los Flores Magón había planteado ya desde 1906 la 
necesidad de procurar un mejoramiento de las condiciones de 
trabajo para bien de toda la nación y de un mejor desarrollo de 
la industria, la agricultura y el comercio. Madero, como gober- 
nante, había también hecho algunos esfuerzos para cambiar la 
política laboral. Tanto Carranza como la Convención de 
Aguascalientes ofrecieron mejoras y reconocimiento de dere- 
chos. Todo ello iba en una nueva dirección: poner un límite a la 
explotación capitalista e instaurar una nueva relación entre el 
Estado y los trabajadores.! 


Para diseñar este nuevo modelo y esta nueva política se vol- 
vió la mirada hacia Europa. Así, cuando se reunió el Congreso 
Constituyente, a fines de 1916, la presión obrera ya había he- 
cho reflexionar a muchos diputados sobre la imperiosa necesi- 
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dad de abrir en la nueva constitución un capítulo especial que 
señalara los derechos de los trabajadores. La ausencia de dele- 
gados obreros en el Congreso —sólo había media docena según 
los historiadores— no impidió que el capítulo obrero se con- 
virtiera en uno de los más relevantes. 


Carranza trató de evitar que se legislara en materia de traba- 
jo, pero su propuesta fue desechada y, de inmediato, los consti- 
tuyentes se abocaron a redactar un artículo especial sobre los 
nuevos derechos obreros.” El artículo 123 que resultó de las de- 
liberaciones representó un cambio, efectivamente, revolucio- 
nario en comparación con el viejo orden porfirista. Todo o casi 
todo cambió en el papel. Surgió una nueva concepción sobre 
los derechos de los trabajadores y una nueva doctrina que dio 
sustento a la nueva legislación y a la reorganización del Estado. 


Se reconocieron los derechos más importantes, como la re- 
ducción de la jornada, la contratación colectiva y la organiza- 
ción sindical, pero también otros: 


+ el derecho de los trabajadores a participar de las utili- 
dades de las empresas, 

.  lareglamentación y el pago de las horas extras a la jor- 
nada de trabajo, 

. la obligación de los patrones de proporcionar habita- 
ción a sus trabajadores, 

. la obligación de otorgar un espacio para mercados pú- 
blicos en los pueblos o ciudades que alberguen centros de 
trabajo y 

+ el derecho de huelga y al paro para obreros y patrones. 


La visión de los legisladores se basó en la necesidad de adop- 
tar reformas sociales para la prosperidad general, reconocer la 
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desigualdad como origen de los conflictos sociales y regular las 
relaciones entre el capital y el trabajo mediante la intervención 
del Estado.* De ahí se derivaría el papel tutelar del Estado a fa- 
vor del trabajo, uno de los fundamentos capitales del derecho 
laboral mexicano. 


Esta transformación doctrinaria, jurídica y política no fue, 
sin embargo, producto de la lucha entre el trabajo y el capital, 
sino resultado del proceso revolucionario en que los trabajado- 
res habían tenido un papel secundario. 


Una vez derrotada la dictadura de Huerta, en unos cuantos 
años, “sin esperar a que se reuniera el Congreso Constituyente, 
varios estados [expidieron] disposiciones en materia laboral 
que instituyen el salario mínimo, establecen la jornada de ocho 
horas, prohíben las tiendas de raya y diversas medidas de pro- 
tección al salario”.* 


Estas conquistas fueron apoyadas por los gobiernos y jefes 
militares de las facciones revolucionarias, particularmente del 
constitucionalismo. 


El 123 fue, entonces, resultado de varios factores: las postu- 
ras del zapatismo y de la Convención, que, aunque mal acepta- 
das por un sector de los villistas, representaban una oposición 
armada a los llamados constitucionalistas; igualmente, la in- 
fluencia política de un sindicalismo incipiente y con una repre- 
sentación numéricamente débil, pero que resultó fundamental 
en la redacción final del 123. Sobre todo, lo que contó fue el 
derrumbe político y militar, aunque también ideológico, del 
Estado porfiriano. La nueva legislación fue “un salto cualitativo 
y cuantitativo en la protección de los asalariados”. 


Ya que las concesiones habían sido en el papel, ello planteó el 
problema de conquistarlas en los hechos, abriendo una nueva 
etapa en el movimiento obrero. Llevar el texto del 123 a la rea- 
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lidad de las fábricas se convirtió en el eje de la confrontación 
obrero-patronal. “El enfrentamiento con el capital, con o sin 
mediación del gobierno, [resultó] el camino ineludible para ob- 
tener aumento de salarios, el reconocimiento de los sindicatos, 
la reducción de la jornada, entre otros derechos.” 


Igualmente, se desató un proceso de unidad y confrontación 
entre los trabajadores al desarrollarse distintos proyectos de lu- 
cha y organización sindical. Y, finalmente, se abrió un proceso 
de negociación entre el Estado, los trabajadores y los patrones 
para tratar de establecer un nuevo orden en las relaciones labo- 
rales, proceso que culminaría en la aprobación de la primera 
Ley Federal del Trabajo (rr) en 1931. 


La Constitución de 1917, y en particular el 123, definió no 
sólo una doctrina social sui generis, sino también un fundamen- 
to político para la reorganización del Estado. 


A partir de 1917 las organizaciones obreras mexicanas estu- 
vieron en una situación peculiar, “anómala”, diría Clark, en la 
que tenían las leyes laborales más avanzadas del mundo, aparte 
de Rusia, y únicamente se podrían beneficiar de esta situación 
en la medida en que fueran capaces de ejercer la presión sufi- 
ciente para hacer cumplir estas leyes mediante la fuerza propia 
o las intrigas políticas. Así, la historia del movimiento obrero 
en estos años, por lo menos hasta 1931, fue la de la lucha direc- 
ta y la de las alianzas políticas. En realidad, el movimiento se 
dividió claramente entre estas dos posturas. 


Por su parte y de acuerdo con texto del 123, los estados em- 
pezaron a adoptar leyes laborales. El resultado fue un gran de- 
sorden. 


En algunos estados era obligatorio el arbitraje en los pleitos laborales, mientras que en otros era voluntario; 
en algunos casos se concedía poder ejecutivo a las juntas de conciliación y arbitraje, mientras que en otros se 


les negaba poder de ejecutar sus propias decisiones y se hacía de ellas únicamente órganos administrativos; 
en algunos estados era obligatorio el contrato colectivo, mientras que en otros estados no lo era; en algunos 
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estados no se distinguía entre la naturaleza de los contratos laborales individuales y colectivos, mientras que 


: , As dc 
en otros el contrato colectivo era el convenio entre un sindicato y un patrón. 


Por otro lado, una vez acordada la nueva constitución, se 
abrió la disputa por el poder. Aunque, como sabemos, los le- 
vantamientos militares no desaparecieron, también es cierto 
que las facciones entendieron que era la hora de hacer política 
a través del control de las organizaciones populares, incluyen- 
do las obreras, y de formar nuevos partidos políticos. 


Así, ese mismo año se organiza el Partido Socialista Obrero, 
que tiene una vida muy corta. Pero al año siguiente, en 1918, se 
lleva a cabo un congreso obrero en la ciudad de Saltillo, finan- 
ciado y organizado por el carrancismo, que buscó darle vida al 
Partido Nacional Cooperatista en vista de las próximas eleccio- 
nes presidenciales. Esto último fracasó, pero el fruto no desea- 
do por los organizadores fue la formación de la Confederación 
Regional Obrera Mexicana (crom) y del Partido Laborista Mexi- 
cano en 1919, con la intención de apoyar a Obregón en la con- 
tienda electoral. Entre sus principales contingentes estuvieron 
los mineros, los electricistas y los tranviarios. 


Otras expresiones políticas y sindicales surgirían poco des- 
pués. En lo que toca más directamente al mundo laboral, im- 
porta destacar la fundación del Partido Comunista de México 
(pom), así como de la Confederación General de Trabajadores 
(car) en 1921, y de la Confederación Nacional Católica del Tra- 
bajo (cncr) en 1922.* 


La cor reunió a los disidentes del carrancismo, y entre los 
gremios más importantes estuvieron los telefonistas, los tran- 
viarios, los petroleros y, sobre todo, los trabajadores de la in- 
dustria textil.” 
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La relación entre la crom y el gobierno se consolidó al poco 
tiempo de su fundación. Fue la organización sindical más po- 
derosa durante casi una década gracias a esa alianza. El tutelaje 
del poder le dio necesariamente un perfil pragmático y oportu- 
nista. No sorprende entonces que esta vertiente del sindicalis- 
mo mexicano careciera de una teoría política propia. Lo mismo 
sucedió con el Partido Laborista. Los altos niveles de corrup- 
ción alcanzados en una etapa tan temprana del sindicalismo 
mexicano; la manipulación de las bases trabajadoras para servir 
a intereses facciosos, en este caso el grupo Acción, y su respal- 
do casi incondicional al gobierno en turno, serían los rasgos 
dominantes de un sindicalismo que se volverían después parte 
de un sistema institucional, cuando se consolidó el partido he- 
gemónico y el Estado pudo controlar los registros de los sindi- 
catos. El corporativismo tardaría algunos años más para con- 
vertirse en uno de los pilares del sistema político mexicano. Pe- 
ro en aquellos años la crom había creado el antecedente inme- 
diato de aquel sistema: el clientelismo político como eje de la 
alianza con el gobierno de Obregón, y luego, con más fuerza, el 
de Calles. Una relación clientelar que sirvió para enfrentar la 
competencia de otras organizaciones sindicales y otros parti- 
dos políticos y que, por lo tanto, la hizo dependiente de los fa- 
vores del caudillo gobernante. 


El pacto entre Obregón y la crom, en noviembre de 1924, te- 
nía como puntos centrales la creación de una Secretaría del 
Trabajo, a cuyo frente estaría un dirigente cromista, y un con- 
junto de apoyos oficiales y oficiosos a favor de la crom y el Par- 
tido Laborista. Aunque se denunció que contenía una cláusula 
adicional mediante la cual se sustituiría el ejército mexicano 
con milicias obreras, esta parte se desmintió como una calum- 
nia destinada a soliviantar al Ejército en contra del sonorense. 
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En estas condiciones, la competencia sindical, bajo la presi- 
dencia de Calles, se dirimió por la fuerza. La car, principalmen- 
te, y la cucr, en menor escala, fueron víctimas de persecuciones, 


asesinatos, represión y del rechazo oficial.* 


Aunque la corrupción y la violencia acompañaron siempre a 
la crom y resultaron más ostensibles en la cúspide de sus años 
gloriosos cuando Morones fue el secretario de Industria, Co- 
mercio y Trabajo con Calles, los resultados de la militancia sin- 
dical cromista no se redujeron a ser la central favorita del po- 
der. El activismo sindical de la crom permitió la firma de con- 
tratos colectivos de trabajo en muchas empresas, con claras 
ventajas para los trabajadores. Con ello, se lograba también el 
registro de los sindicatos. Las huelgas permitieron hacer reali- 
dad la jornada de ocho horas. Uno de los saldos más favorables 
para Morones y la crom fue la realización de la Convención 
Textil Obrero-Patronal en 1925, que dio como resultado la fir- 
ma de un convenio para la rama, contenido en 116 artículos y 
42 normas transitorias. Se reconocieron, entre otras cosas: la 
participación de las organizaciones sindicales en la admisión de 
los trabajadores y la obligación de éstos a afiliarse al sindicato 
encargado de la administración del contrato en la fábrica. A 
cambio de ello, el sindicato se comprometía a ejercer labores de 
vigilancia para aumentar la disciplina laboral en las empresas.? 

Por su parte, la cor estuvo dominada desde el principio por 
una corriente de inspiración anarcosindicalista cuyo origen se 
ha encontrado en los Industrial Workers of the World (1ww) de 
los Estados Unidos. A pesar de algunas batallas heroicas, la cor 
pronto declinó. “A partir de la derrota de De la Huerta, la Con- 
federación [se volvió] muy dócil y conservadora.” 

A pesar de que los núcleos más importantes de la car fueron 


los trabajadores textiles, uno de los sectores de la clase obrera 
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con mayor tradición de lucha y de mayor importancia numéri- 
ca y económica, la cor no pudo consolidarse como la otra op- 


ción frente al oportunismo de la crom. 


Las razones de este fracaso deberán profundizarse, pero los 
estudios con que se cuenta arrojan por lo menos dos: la inefica- 
cia de la acción directa, entendida como la realización de huel- 
gas y tomas de fábricas que provocaron la represión y el des- 
gaste de la central, y la poca disciplina y cohesión entre sus dis- 
tintos sindicatos. 


La CGT declaró una serie de huelgas poco oportunas y mal aconsejadas acompañada de mucha violencia [...] 
Después de cada desastre huelguístico la CGT perdía muchos de sus propios miembros [...] [Además, la CGT 
ha sido] un conglomerado sumamente flexible de sindicatos sin disciplina alguna y ha carecido casi total- 


: si a 
mente de una dirección efectiva. 


Además, aunque la car no se declaró delahuertista en 1923, la 
verdad es que varias organizaciones vinculadas a ella se inmis- 
cuyeron en la revuelta, mientras que la crom declaró abierta y 


activamente su respaldo a Obregón. 


Por su parte, la tendencia sindical católica tuvo una vida bre- 
ve. En abril de 1922 se realizó su congreso nacional, pero cua- 
tro años más tarde, cuando se produce la ruptura entre la Igle- 
sia y el Estado, los sindicatos de esta tendencia religiosa fueron 
reprimidos por una acción conjunta entre el gobierno y la crom, 
y sus líderes y simpatizantes pasaron a la clandestinidad. La 
cncr dejó de funcionar, y aunque algunos sindicatos sobrevivie- 
ron durante varios años en diversos sectores, no desempeñaron 
ningún papel relevante en el movimiento obrero.'” 

Casi al final de la década, cuando terminó el periodo callista, 
y luego con el asesinato de Obregón y la administración de 
Portes Gil, la crom entró en crisis y se escindió. "Todo ello alentó 
el surgimiento de otras alternativas sindicales, la Confedera- 
ción Sindical Unitaria de México (csum) y la crom democrática. 
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Estas organizaciones, en un momento de aguda confrontación 
con el poder, trataron de construir una alternativa distinta no 
sólo desde el plano sindical. Representaron también la posibili- 
dad de que en México surgiera un proyecto doctrinario real: un 
pensamiento obrero propio, lo que Revueltas llamaría, muchos 
años después, la cabeza del proletariado. 


En 1928 los comunistas emprendieron la formación de una 
nueva organización nacional que atraería muchas organizacio- 
nes que estaban fuera de la crom o que se habían escindido de 
ella. Y aunque al final la idea no prosperó del todo, surgió una 
nueva central sindical: la csum. 


El PCM y los sindicatos independientes consideraron muy necesario coordinar todas aquellas organizacio- 
nes sindicales que actuaban autónomamente y, después de una preparación de seis meses, con grandes míti- 
nes en los centros principales donde había fuerzas independientes, se convocó al congreso constituyente de 
la CSUM. Éste se realizó el 26 de enero de 1929 en el Distrito Federal, con la participación de la dirección de 
la Liga Nacional Campesina, el Bloque Obrero Campesino y todos los sindicatos independientes que exis- 


tían. 


Según Campa, la csum reunió a más de 100 000 trabajadores, 
aunque admite que “la csum tenía una política izquierdista res- 
pecto a la organización de las huelgas: los obreros simplemente 
se posesionaban de las fábricas [...] los dirigentes no calculamos 
las consecuencias”.'* 


Anarquistas, católicos y comunistas corrieron con distinta 
suerte, pero lo cierto es que ninguna de las tres corrientes se 
fortaleció al punto de convertirse en una alternativa al sindica- 
lismo reformista de la crom. De las tres, sin embargo, la que per- 
duró más y se constituyó como una fuerza ideológica perma- 
nente fue la tendencia comunista.'* 

Posteriormente, ya en plena crisis, en 1932 saldría de la crom 
uno de sus dirigentes más importantes, Vicente Lombardo To- 
ledano. Éste, a diferencia de las otras tendencias, había roto con 
la crom afirmando que “la colaboración del movimiento obrero 
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y campesino con el gobierno que luchaba contra el feudalismo 
[...] era correcta”.'* Sin embargo, decía Lombardo, esa colabo- 
ración se había vuelto entreguismo, sacrificando la indepen- 
dencia del movimiento obrero respecto del gobierno. En 1933 
formaría la crom depurada, que incluía entre sus líneas progra- 
máticas la “no aceptación de puestos públicos por los dirigentes 
y militantes sindicales” para subrayar la importancia de conser- 
var su autonomía. El programa también incluía la democracia 
sindical, la educación política y demandas como seguridad so- 
cial, reforma agraria, nacionalización del petróleo, etcétera. 


Finalmente, en 1933 se creó la Confederación General de 
Obreros y Campesinos de México con la unión de los sindica- 
tos provenientes de la car, la csum y, desde luego, la crom depura- 
da. La doctrina de esta nueva central se basó, según Lombardo, 
en “tres principios: la lucha de clases, la democracia sindical y 
la independencia del movimiento obrero respecto al estado”.'” 
Un hecho notable es que dentro de este último precepto se in- 
cluía el apoliticismo del movimiento obrero, quizá como una 
reacción a los excesos de la crom y como una muestra de repu- 
dio a los gobiernos revolucionarios de esos años. A partir de 
entonces, Vicente Lombardo Toledano se convertiría en el re- 
presentante más consecuente del reformismo obrero. 


44 


IV. LA PRIMERA LEY FEDERAL DEL TRABA- 
JO 


La piáspora cromista y la reorganización del movimiento obrero 
en nuevas organizaciones coincidieron con un episodio de gran 
trascendencia: la crisis económica mundial de 1929. 


Según un estudio reciente, 


en 1932 el PIB era 24% menor que su punto más alto de 1926. Durante el mismo periodo la producción ma- 
nufacturera cayó casi 9% y la producción agrícola cayó 14.8% [...] El panorama de la desocupación en México 
se agravó con la deportación, entre 1930 y 1933, de más de 310 mil mexicanos que vivían en Estados Unidos, 


que representaban casi 6% de la fuerza de trabajo empleada en 1930.* 


Sin duda, la crisis de 1929 afectó severamente el salario real 
de los trabajadores y debilitó sus organizaciones sindicales. 


Sus repercusiones en México agudizaron la lucha entre el 
capital y el trabajo, y apresuraron al gobierno a dar un paso 
más en la reglamentación del derecho laboral y sentar las bases 
de una gobernabilidad todavía frágil. 


Casi inmediatamente después del Congreso Constituyente 
de 1917, los patrones habían denunciado el texto del 123 como 
contrario a sus intereses e imposible de acatar. Sin embargo, 
frente a la movilización obrera y el desorden legal producido 
por la existencia de diversas legislaciones estatales, la presión 
patronal se enfocó en la necesidad de adoptar una ley de carác- 
ter federal. El gobierno había respondido positivamente a esa 
petición. Una muestra de ello fue la creación de la Junta Federal 
de Conciliación y Arbitraje en 1927 y la decisión de reservar 
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para ella las ramas de mayor relevancia y conflictividad: la mi- 
nera, la petrolera y la textil. 


Los esfuerzos legislativos para tratar de poner orden en ma- 
teria laboral comenzaron en 1926. El Congreso discutió una 
ley reglamentaria para su aplicación en el Distrito Federal que 
limitaba el derecho de huelga, pero la iniciativa no prosperó. Al 
año siguiente se hizo sentir con mayor fuerza la presión de dis- 
tintos bloques de diputados y de organizaciones patronales y la 
crom para federalizar la legislación laboral, pero este intento 


tampoco fue exitoso. 


Cuando el Congreso inició sus sesiones en 1928, apenas ha- 
bían pasado unas semanas del asesinato de Obregón y en di- 
ciembre se designaría a Portes Gil como presidente de la Repú- 
blica. A fines de ese mismo año se llamó a una convención 
obrero-patronal en la que el gobierno presentó formalmente 
un proyecto de ley.? Desde ese momento y hasta 1931 el tema 
de la legislación laboral tuvo un lugar muy importante en el de- 
bate político nacional, y fue causa de señalamientos, definicio- 
nes y realineaciones en el movimiento obrero, ya de por sí muy 
agitado. 

A mediados de 1929 se aprobaron las modificaciones consti- 
tucionales de los artículos 73 y 123, que le dieron facultades al 
Congreso de la Unión en materia laboral. Ello, por cierto, fue 
aprovechado por un grupo de diputados perteneciente al blo- 
que revolucionario obregonista, que logró dejar a la rama textil 
fuera de la jurisdicción federal tras negociar con el presidente. 
Ello permitiría a los sindicatos cercanos a este grupo ejercer 
una mayor presión hacia las autoridades locales y así mantener 
su hegemonía. 


A fines de ese mismo año, por fin, el presidente Portes Gil 
mandó el proyecto de Ley Federal del Trabajo a la Cámara de 
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Diputados, mismo que fue aprobado en lo general el 25 de sep- 
tiembre de 1929. Sin embargo, las cosas se descompusieron rá- 
pidamente. La crisis mundial pegaba con toda su crudeza al 
país y los empresarios endurecían su posición. Por otro lado, la 
dispersión del movimiento obrero y las luchas políticas se in- 
tensificaron ante una presidencia provisional que llegaba a su 
término. El trámite legislativo se detuvo y ya no se discutió en 
lo particular. 


Sin embargo, un año después, a pesar de la inestabilidad po- 
lítica, reflejada en la debilidad del presidente Ortiz Rubio, 
quien tuvo que renunciar antes de la conclusión de su encargo, 
entre octubre de 1930 y agosto de 1931, el Congreso acordaba 
definitivamente la aprobación de lo que sería la primera 1rr. 


El gobierno había aprovechado la dispersión y la relativa de- 
bilidad sindical en un momento en que la crisis económica 
multiplicaba el número de desempleados por el cierre de em- 
presas y la reducción de jornadas y salarios. Pero también pudo 
actuar con mayor contundencia gracias a un nuevo instrumen- 
to del que carecía antes, el Partido Nacional Revolucionario 
(pur), fundado en 1929, que había unificado a la clase política en 
torno a un proyecto: la intervención del Estado, la reconstruc- 
ción nacional y la conciliación de clases. 


La ley confirmó “el carácter tutelar que en nuestro país tiene 
el Derecho Social”. En este sentido reglamentó las partes sus- 
tanciales del 123 relacionadas con la jornada de trabajo, los días 
de descanso, el trabajo de menores y de mujeres, el trabajo ex- 
traordinario, indemnizaciones, medidas de higiene y seguridad, 
despidos, derecho de asociación sindical, huelgas y paros, así 
como la regulación de conflictos y la contratación colectiva. 

Pero la aprobación de la ley también tuvo como resultado la 
“formalización de las bases autoritarias de un modelo de regu- 
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lación laboral que dejó abiertas las puertas para una interven- 
ción gubernamental prácticamente ilimitada en el proceso or- 
ganizativo y reivindicativo de los asalariados, capaz de ade- 
cuarlo a los límites impuestos por el desarrollo capitalista”.* 


Por un lado, el gobierno se arrogaba facultades tan impor- 
tantes como el registro de las organizaciones sindicales* y, por 
otro, la aplicación de la justicia recaería, en todo el país, en las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje. 


La intervención gubernamental en el reconocimiento de las 
organizaciones sindicales, uno de los aspectos sustantivos de la 
nueva ley y quizá el más importante desde el punto de vista po- 
lítico, fue rechazada por cromistas, lombardistas y comunistas 
desde que se presentó el proyecto de Portes Gil de 1928. Lom- 
bardo hizo quizá el análisis más pormenorizado del proyecto 
legislativo. Criticó las facultades otorgadas al gobierno para re- 
conocer la personalidad jurídica de los sindicatos y cancelar su 
registro discrecionalmente. El dirigente obrero calificó estas 
disposiciones como “una camisa de fuerza del proletariado”. 
Más crudamente, un dirigente electricista dijo: será “un hacha 
colocada sobre el cuello de los trabajadores”. 


Los comunistas, por su parte, calificaron estas disposiciones 
como de carácter “fascista”, ya que los sindicatos se transforma- 
rían en “órganos de explotación en manos del Estado para de- 
fender los intereses de la burguesía, pues sólo se permitirán los 
sindicatos controlados por el gobierno contrarrevolucionario”. 
Los cromistas se sumaron al rechazo afirmando que esos ar- 
tículos “destruyen las bases en que descansan [...] los sindica- 
tos”. Las principales corrientes sindicales veían el proyecto de 
Portes Gil (votado finalmente en la presidencia de Ortiz Rubio) 
como una amenaza a la libertad sindical y rechazaban tajante- 
mente la intervención del Estado en el registro y reconoci- 
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miento de los sindicatos, así como en el arbitraje de las huel- 


gas.? 


Por otro lado, la polémica en torno a la prohibición a los sin- 
dicatos de ejercer actividades políticas que contenía el proyecto 
original mostró la divergencia de intereses entre los sindicalis- 
tas, de un lado, y el gobierno, del otro. Mientras los primeros 
veían a los sindicatos como motor de la revolución, como un 
instrumento de acción para el cambio gradual del sistema, el 
gobierno buscaba la disciplina en el trabajo y la paz social. 


A pesar de estos desacuerdos, las organizaciones obreras y el 
gobierno coincidían en la necesidad de fortalecer la contrata- 
ción colectiva, punto en el que los patrones diferían porque, se- 
gún ellos, restringía la libertad patronal y, además, fortalecía 
“viciosamente” a los sindicatos. 


En lo que toca al derecho de huelga, las opiniones se dividie- 
ron de manera distinta. Los patrones y el gobierno coincidie- 
ron en el arbitraje obligatorio, mientras los comunistas se opu- 
sieron tajantemente. Ello —afirmaron— supondría “negar el 
derecho de huelga, pues el presidente de la Junta representaba 
al gobierno y al régimen capitalista”. Poco después, los cromistas 
se sumarían al punto de vista de los comunistas. Al final, en la 
ley se reconoció la licitud de las huelgas (como lo señalaba el 
artículo 123 constitucional) pero se estableció un conjunto de 
requisitos para declararlas “legalmente existentes”. 

Por otro lado, en el dictamen final se aprobó la cláusula de 
exclusión a petición de los sindicatos y en contra de la opinión 
del ejecutivo.* 

Finalmente, hay que recordar que varios derechos laborales 
que estaban contenidos en el 123 no fueron reglamentados en 
la rr de 1931. Entre ellos cabe señalar la instauración de un sis- 


tema de seguridad social que tendría que esperar hasta 1943; la 
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participación de los trabajadores en las utilidades de las empre- 
sas, que fue resuelta mediante reforma constitucional en 1962, 
y el derecho a la habitación de los trabajadores, que no comen- 
zÓ a tener una aplicación general hasta las reformas de la 1er de 
1972, con la creación del Instituto del Fondo Nacional de la Vi- 
vienda para los Trabajadores (Infonavit). 


Asimismo, la reglamentación del principio constitucional del 
salario mínimo tuvo “dos etapas”. En la primera, que arranca 
con la 1rr de 1931 y llega hasta 1962, los salarios mínimos se es- 
tablecieron por comisiones especiales en cada municipio su- 
bordinadas a las Juntas de Conciliación y Arbitraje, lo que oca- 
sionó “gran diversidad de criterios y competencia desleal entre 
empresarios en perjuicio de los trabajadores”. En la segunda 
etapa, que inició con la reforma constitucional de 1962, se creó 
la Comisión Nacional de Salarios Mínimos (Conasami). 


El intervencionismo estatal, sancionado por la nueva ley, 
contaba ya con un instrumento fundamental, las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje, que desde 1924 habían sido reconoci- 
das por la Suprema Corte como tribunales con plena jurisdic- 
ción para conflictos individuales y colectivos y, además, con 
poder para hacer cumplir sus decisiones. La ley de 1931 ratificó 
a las Juntas como tribunales del trabajo y precisó los aspectos 
procesales. Sin embargo, al entregar la justicia laboral a estos 
tribunales tripartitos se provocaron varios efectos indeseables 
que han marcado las relaciones laborales desde entonces. Pri- 
mero, el enorme rezago en la solución de los conflictos y las 
demandas presentados debido al carácter de los representantes 
obreros y patronales de las Juntas, pues éstos son nombrados 
por asambleas de sus propias organizaciones, reciben una retri- 
bución simbólica y no son ni necesitan ser especialistas en de- 
recho laboral. En 1932, un reportaje de prensa señalaba que 
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“los asuntos marchan con lentitud desesperante [...] A fines de 
ese año, algunas juntas llevaban ya más de un año de retraso en 
los casos calificados no urgentes”. 


El segundo rasgo ha sido la arbitrariedad, debido a que los 
representantes del gobierno son los que generalmente emiten 
los votos decisivos, pero son nombrados y removidos a volun- 
tad del funcionario que los nombra. 

La corrupción, la manipulación y la discrecionalidad se han 
impuesto sobre el interés de armonizar o equilibrar la relación 
entre el trabajo y el capital. Todo ello ha convertido a las Juntas 
en un sistema de administración de justicia que reforzó la de- 
pendencia de los trabajadores al gobierno en turno, y una cul- 
tura laboral según la cual todo es negociable con los funciona- 
rios públicos.* 

En la redacción que finalmente aprobó el Congreso? en sín- 
tesis, se aceptó el fortalecimiento de los instrumentos de acción 
colectiva en manos de los trabajadores, pero al mismo tiempo 
sus organizaciones quedaron sujetas a la voluntad del gobierno 
en lo relacionado con su existencia legal. 


Los patrones no estuvieron de acuerdo con todo aquello que 
robustecía la contratación colectiva, la acción sindical y la esta- 
bilidad en el empleo. Aceptaron el resultado final “muy indig- 
nados” a pesar de que, en el corto plazo, ellos mismos serían los 
principales beneficiarios, pues en los años subsiguientes a la 
aprobación de la ley los tribunales laborales tripartitos y el ar- 
bitraje estatal privilegiaron el interés patronal y dejaron caer el 
costo de la crisis sobre los trabajadores. 

El debate y la aprobación de la Lrr en 1931 constituyen, pues, 
un momento clave en la historia del movimiento obrero mexi- 
cano. Cambiaron definitivamente las reglas del juego y pusie- 
ron a los sindicatos en el filo de la navaja al tener que optar por 
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una ruptura con el Estado a cambio de una mayor autonomía 
sindical, o bien estrechar sus vínculos políticos y, por lo tanto, 
su dependencia del poder público a cambio de mayores conce- 
siones. 


Hay que aclarar, sin embargo, que la intervención guberna- 
mental sobre los sindicatos no se dio de inmediato: “A princi- 
pios de 1933 las organizaciones que habían presentado listas de 
sus miembros al Departamento del Trabajo eran muy pocas”.' 

La Lrr de 1931 sentó las bases legales de ese control, pero no 
sería sino hasta la presidencia de Alemán cuando el gobierno 
haría uso de esas prerrogativas plenamente, con toda la fuerza 
del Estado, para desplazar a líderes incómodos y reconocer a 
sus aliados incondicionales. 
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V. LA FUNDACIÓN DE LA CTM 


Muenrras ocurrían el debate y la aprobación de la Lrr, se recrude- 
cían los intentos del gobierno por controlar el movimiento 
obrero e imponer la paz social en las fábricas. Portes Gil y Or- 
tiz Rubio desataron la violencia contra los comunistas y ejer- 
cieron la táctica del soborno con los cromistas. La csum pasó a la 
clandestinidad, pues desde 1929 “sus organizaciones fueron 
destruidas mediante arrestos de sus miembros y asaltos a los 
locales de reunión, destruyendo todo tipo de propiedades que 
hubiera en ellos”.' 


En cambio, según algunos testimonios, en 1932 Pérez Trevi- 
ño, presidente del flamante pur, ofreció a Pérez Medina, secre- 
tario general de la Federación de Sindicatos Obreros del Distri- 
to Federal, una fuerte suma de dinero a cambio de que estas or- 
ganizaciones, aún formalmente cromistas, se volvieran favora- 
bles al partido oficial y rompieran con esa central y su brazo 
político, el Partido Laborista. Una vez lograda esta separación, 
el gobierno propició la formación de una nueva central, la Cá- 
mara de Trabajo del Distrito Federal, aunque esta organización 
resultó demasiado frágil y su líder poco creíble. Este charrazo 
temprano tuvo poco éxito. 

Por otro lado, también, según otros dichos, se afirmaba que 
Lombardo Toledano, recién salido de la crom, sería el indicado 
para remplazar a Pérez Medina. Lo cierto fue que el dirigente 
poblano decidió avanzar por otro camino y creó la Confedera- 
ción General de Obreros y Campesinos de México (ccocm). La 


53 


novedosa organización multiplicó sus actividades: huelgas, pa- 
ros, manifestaciones, la aplicación de boicot contra las empre- 
sas reacias a tratar con los sindicatos, grandes mítines de masas 
y otras medidas que le permitieron avanzar rápidamente. Se- 
gún Lombardo, ello hizo posible la unidad de acción de todos 
los trabajadores, “independientemente de su afiliación a los or- 
ganismos nacionales existentes”? De esta manera, la ccocm es- 
cribió uno de “los capítulos más brillantes de la historia del 
movimiento obrero mexicano”.* 


En 1933 otro acontecimiento de la mayor importancia fue la 
unificación de los ferrocarrileros en un solo sindicato nacional 
de industria, proceso en el cual la participación de los comunis- 
tas fue muy destacada. La nueva organización agrupaba ahora a 
35 000 trabajadores. 


El año de 1933 fue, sin duda alguna, el momento en que co- 
menzó de manera arrolladora la unificación proletaria en torno 
a un sindicalismo independiente, y la tarea era “rehacer la fuer- 
za del proletariado”,* es decir, una especie de nuevo comienzo 
en el que se tratarían de evitar los errores del pasado cromista 
que la habían llevado a su decadencia, en particular, la colabo- 
ración incondicional con el gobierno. 


La Declaración de Principios de la ccocm señalaba con toda 
claridad: “El proletariado mexicano preconiza como táctica de 
lucha el empleo de las armas del sindicalismo revolucionario 
que consiste en la acción directa de los trabajadores en las dis- 
putas económicas entre el capital y el trabajo, y en la oposición 
constante a toda colaboración para evitar que lo sometan a los 
órganos del Estado”.? 


Durante 1934 el ímpetu de lucha de la ccocm creció al punto 
de organizar exitosamente dos huelgas generales entre febrero 
y julio de ese año. En diciembre celebró su Primer Congreso 
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Ordinario, reuniendo a una representación equivalente a casi 
235 000 trabajadores, obreros y campesinos, lo que la convertía 
en la mayor organización sindical “sin ningún género de du- 
da”? 

Fuera de la ccocm sólo quedaba la muy disminuida crom, una 
fantasmagórica cor y, quizá la tendencia más importante, los 
comunistas. Éstos habían tratado de encabezar la unificación 
proletaria en abril de 1933, cuando la csum convocó a una con- 
ferencia unitaria que resultó en un llamado a un frente único. 
Sin embargo, estas actividades fueron opacadas por la funda- 
ción de la ccocm. Los comunistas, aunque calificaron de refor- 
mista a esta nueva central, trataron de incorporarse a ella, pero 
fueron rechazados bajo el argumento de que se trataba en reali- 
dad de una organización ligada a un partido político. 


A fines de 1934, ya con Lázaro Cárdenas en la presidencia, el 
movimiento obrero contaba con una organización fuerte e in- 
dependiente del gobierno. Con ello se había convertido en “la 
fuerza política y social más importante del país”.” 


Resultaba imposible entonces, para el nuevo presidente, des- 
conocer esta fuerza. En realidad, ya desde su campaña, Cárde- 
nas había dado señales de acercamiento y simpatía por este 
movimiento obrero renovado y belicoso. De manera contun- 
dente, en junio de 1934, poco antes de las elecciones, Cárdenas, 
a través de Luis Rodríguez, declaró que su gobierno “apoyaría 
una reforma a la Ley Federal del Trabajo para suprimir a los 
sindicatos blancos y minoritarios” y la vigencia de la cláusula 
de exclusión en los contratos colectivos de trabajo para que 
« ! ., . . > ”8 

sólo encuentren ocupación los obreros sindicalizados”. 


Estos pronunciamientos sin duda acercaron a los dirigentes 
de la ccocm y, en particular, a Lombardo con Cárdenas. Pero di- 


cho acercamiento no llevó a un convenio escrito o a un pacto 
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explícito. Durante la campaña presidencial, puesto que estas 
corrientes del sindicalismo habían declarado su independencia 
frente a los partidos políticos, su apoyo a la candidatura del ge- 
neral no fue abierto. Sin embargo, mucho tiempo después, 
Lombardo relataría que “contra la opinión del general Calles, 
surgió del ala izquierda del partido del gobierno, el nr, la can- 
didatura de Cárdenas para presidente de la república con el 
apoyo de los miembros de las organizaciones sindicales y cam- 
pesinas”.? 

De cualquier manera, lo cierto es que, tan pronto como este 
último asumió la presidencia, la ccocm empezó a cambiar su 
discurso y proponer un acercamiento con el Ejecutivo, solici- 
tando abrir un diálogo “para que escuche a la Confederación y 
atienda nuestras exigencias”.'” Eso sí, reiteraba Lombardo, sin 
entrar a colaborar con el Estado. En realidad, se preparaba el 
terreno para una alianza entre el movimiento obrero y el go- 
bierno de Lázaro Cárdenas. 


Este acercamiento se haría plena realidad cuando, en junio 
del año siguiente, 1935, se produjo la ruptura con Calles. Unos 
cuantos días después de las declaraciones antiobreras del Jefe 
Máximo que provocaron el enfrentamiento con el presidente, 
las principales fuerzas sindicales, incluyendo a la ccocm, la csum 
y los sindicatos nacionales de industria más importantes recién 
formados (ferrocarrileros, mineros, electricistas y otros gre- 
mios), firmaron un pacto de unidad que dio lugar a la creación 
del Comité de Defensa Proletaria (cxor). 


Este proceso unitario fue posible no sólo por el acercamien- 
to de Lombardo hacia Cárdenas, sino también por la actitud 
del Partido Comunista, que había logrado, previamente, una 
influencia muy importante entre los ferrocarrileros, los petro- 
leros y otros gremios organizados en la csum. Los comunistas 
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habían rectificado su línea política y ahora caracterizaban al 
gobierno cardenista como “nacional reformista”, lo que abrió la 
puerta para entablar una alianza con el régimen. 


El cnn» se concibió a sí mismo como un frente sindical que 
dejaba a salvo la autonomía de cada organización. El objetivo 
sería luchar solidariamente. En el curso de los meses siguientes 
el cnn» se fortalecería con la incorporación, a principios de 
1936, del Sindicato Nacional de Trabajadores Petroleros y de la 
Asociación Nacional de Trabajadores de la Educación.'” 


Las huelgas se multiplicaron a fines de 1935 y principios de 
1936 abarcando las industrias petrolera, minera, del papel, del 
cemento y del vidrio, entre otras. En febrero se dio otro paso 
más en el acercamiento entre el movimiento obrero, más fuerte 
y unificado que antes, y el presidente, con motivo de la huelga 
de Vidriera de Monterrey. Ante las quejas y amenazas patrona- 
les, Cárdenas defendió sin ambigiiedades a los trabajadores e 
incluso la participación de los comunistas en el conflicto. Ade- 
más, definió su política laboral, en la que subrayó la actitud del 
gobierno como árbitro y regulador de la vida social, pero con- 
denando severamente las actitudes patronales al punto de ad- 
vertirles no proseguir con la agitación, pues esto nos puede lle- 
var a una lucha armada”.!'? Cárdenas se dirigió también a los 
trabajadores señalándoles que el gobierno proveería lo necesa- 
rio para crear la Central Única de Trabajadores. 

En estas condiciones, a fines de febrero de 1936 se llevó a ca- 
bo el Congreso Nacional de Unificación Obrera y Campesina, 
convocado por el cup», del que surgiría la Confederación de 
Trabajadores de México (crm). El momento era propicio tanto 
por la actitud del presidente como por la fuerza que había acu- 
mulado el movimiento obrero. El resultado fue por lo tanto 
muy exitoso, pues se logró reunir a representantes de 500 000 
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trabajadores de 2 800 sindicatos, tanto los más pequeños como 
los grandes sindicatos nacionales de industria recién forma- 


dos.'* 


La unidad estaba basada en la lucha reivindicativa: sobre to- 
do, se propuso hacer valer la contratación colectiva y la huelga. 
Para ello, se tomó como base la cláusula de exclusión y una es- 
trategia que buscaba presionar a las Juntas para obtener laudos 
favorables que aseguraran la titularidad de los contratos colec- 
tivos. Es decir, se aceptaban la invitación de Cárdenas y sus 
consecuencias: que el gobierno fuera juez y parte en la unifica- 
ción del movimiento y en la protección del sindicalismo. Se re- 
petía así la historia de la crom, la de un sindicalismo protegido 
por la autoridad. A diferencia de aquél, sin embargo, éste era un 
sindicalismo legítimo, combativo y, hasta ese momento, inde- 
pendiente. 


Ahora bien, los estatutos de la nueva organización, la crm, 
mantuvieron el derecho a la autonomía de las organizaciones 
constituyentes. No se propusieron, en un primer momento, un 
sindicato de sindicatos, sino una coordinación articulada de or- 
ganizaciones en la que el Comité Nacional, la dirección del 
nuevo agrupamiento, tendría facultades acotadas, casi exclusi- 
vamente para tomar decisiones en caso de huelga general o por 
solidaridad. Sin embargo, al mismo tiempo decidieron que, 
gradualmente, se irían construyendo federaciones regionales y 
sindicatos nacionales por rama industrial. 


El último día del congreso, el 24 de febrero, se eligió al comi- 
té nacional. Fue entonces cuando ocurrió un incidente que ha 
sido motivo de gran interés y de diversas aclaraciones y testi- 
monios, incluyendo los de personajes que participaron directa- 
mente en los hechos. Al elegir la dirección nacional de la crm, 


los cargos de secretario general y secretario del trabajo recaye- 


58 


ron sin problemas en Lombardo Toledano y Juan Gutiérrez, di- 
rigente ferrocarrilero. Pero cuando se eligió al secretario de or- 
ganización, a pesar de que la mayoría se había inclinado por 
Miguel Ángel Velasco, proveniente de la csum y reconocido mi- 
litante comunista, al final quedó en el cargo Fidel Velázquez, 
dirigente obrero del Distrito Federal. 


No hay duda de que este cambio fue resultado de las presio- 
nes de un grupo importante de dirigentes de la caocm, pero 
también se pudo llevar a cabo porque los comunistas y Lom- 
bardo aceptaron sacrificar la candidatura de Velasco.'* El inci- 
dente sacó a la luz la existencia de una camarilla sindical con 
una influencia importante en un sector del movimiento repre- 
sentada por Velázquez y su grupo, los cuales habían decidido 
apoyar a Lombardo como parte de una estrategia para asegu- 
rarse puestos en la nueva central. Este grupo, sin propuesta po- 
lítica ni proyecto ideológico, representaba la vertiente pragmá- 
tica que se había formado en el movimiento sindical desde 
1912, cuando la com firmó el pacto con Obregón. Al momento 
de fundar la crm, dicha corriente era minoritaria frente a las que 
representaban el lombardismo y los comunistas, aunque estas 
últimas tenían serias diferencias entre sí, lo cual fue aprovecha- 
do por el grupo velazquista. 

El congreso de 1936 culminó aprobando una resolución en 
la que se reiteraba la independencia de la organización respecto 
del poder público y haciendo un llamado al movimiento cam- 
pesino a la unidad, pero también al presidente Cárdenas para 
que no impidiera esta coalición. El objetivo, afirmaron, era la 
formación de un frente popular antiimperialista para luchar 
por la “emancipación y la verdadera autonomía de la nación 
mexicana”.!* 
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La creación de la crm dio un mayor impulso a la movilización 
de los trabajadores. Las huelgas se incrementaron. Una de las 
más importantes fue la ferrocarrilera, que estalló en mayo de 
ese año y que, aunque fue declarada inexistente, no fue derrota- 
da, pues se replegó ordenadamente y se acompañó de un paro 
nacional de 30 minutos realizado el 18 de junio. Menos de un 
mes después estallaría la huelga de los electricistas, que se pro- 
longaría por 10 días, paralizando la mayoría de las actividades 
económicas de la Ciudad de México y algunas otras regiones 
cercanas. El resultado fue favorable para los trabajadores, pues 
las empresas extranjeras aceptaron casi todo el pliego petito- 
rio.'* En noviembre, el recién constituido sindicato nacional 
petrolero emplazó a huelga por firma de contrato colectivo, 
que se aplicaría en toda la rama. La huelga estallaría en mayo 
de 1937 y se levantaría 12 días después para, en un cambio de 
táctica, presionar a las empresas extranjeras mediante un juicio 
de carácter económico. Como se sabe, el conflicto se resolvería 
en marzo de 1938 con la expropiación petrolera decretada por 
el presidente Cárdenas. 


En este ambiente de movilización y triunfos obreros, en el 
momento en que habían demostrado, como nunca antes, un al- 
to grado de unidad, disciplina y capacidad política, el movi- 
miento obrero cometió lo que puede calificarse como una deci- 
sión crucial que definiría, en buena medida, el futuro del movi- 
miento sindical. Todo empezó en septiembre de 1936 cuando, 
después de la renuncia de Portes Gil a la presidencia del pnr, el 
nuevo dirigente, Silvano Barba, lanzó un “Manifiesto a las cla- 
ses proletarias” llamándolas a la lucha política bajo las siglas del 
partido. La oferta incluía la designación de candidatos a pues- 
tos de elección popular propuestos por los sindicatos y las or- 
ganizaciones campesinas, y el compromiso de que los parla- 
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mentarios promoverían las acciones legislativas necesarias para 
el bienestar de los trabajadores y el fortalecimiento del sindica- 
lismo. En particular, el documento hablaba de promover “las 
reformas a la Ley Federal del Trabajo que contribuyeran a sa- 
tisfacer más ampliamente las aspiraciones de la clase producto- 
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Pero ahí no terminaba el asunto. El manifiesto llamaba tam- 
bién a la formación de un frente único, en el mismo tenor en 
que lo habían hecho las organizaciones obreras pocos meses 
atrás. En octubre la crm aceptó la invitación. El II Consejo Na- 
cional aprobó recomendar a los sindicatos la participación en 
las elecciones, que se celebrarían al año siguiente, “para defen- 
der el programa de la crm” con candidatos propios, y al mismo 
tiempo decidió constituir el Frente Popular Nacional con todos 
los sectores obreros, campesinos y políticos del país, un frente 
ajeno a “los sectarismos de ideología, de partido y de gremio” 
en el que “los asuntos de política electoral estarían fuera del 
programa”. Según Campa 
los principales sindicatos industriales y muchas centrales de los estados se pronunciaron contra la orienta- 
ción que se le daba al consejo, pero al final la votación favoreció por un pequeñísimo margen a Lombardo. 


De inmediato, las delegaciones de muchas agrupaciones, entre ellas los sindicatos ferrocarrileros, electricis- 
tas, petroleros y otros, hicieron constar que no consideraban obligatorio ese acuerdo y que mantenían la 
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norma de no participar en política electoral. 


En noviembre Lombardo invitaba, como secretario general 
de la crm, al pmr y al rem, así como a la Confederación Nacional 
Campesina (cnc), a formar el Frente Popular bajo un programa 
que incluía el apoyo al gobierno de Cárdenas y el cumplimiento 
integral de los artículos 27, 28 y 123 constitucionales, entre 
otras cosas. 

En febrero de 1937 se consolidó la alianza electoral entre la 
crm, la cnc y el pur mediante la cual el pur se comprometía a lan- 
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zar alos candidatos propuestos por estas organizaciones. El rem 
también vio con agrado esta apertura y decidió participar en 
ese “vasto frente electoral”. Sin embargo, su inclusión fue re- 
chazada por los dirigentes del pur, cosa que también fue acatada 
por los comunistas. Esta resignación se hizo patente también 
cuando en abril de 1937, en el marco de su IV Consejo Nacio- 
nal, la crm sufrió la separación de importantes sindicatos debi- 
do a la actuación del grupo de Fidel Velázquez. Bajo la consigna 
de “unidad a toda costa” el rem decidió que lo importante era la 
unidad del movimiento obrero y, por ello, de la crm. Cosa que 
no era tan cierta, pue,s según Valentín Campa, “del lado oposi- 
tor a Velázquez estaban representados 322 000 trabajadores y 
el Sindicato Minero con 50 000 trabajadores [...] Con Fidel y 
Lombardo había el respaldo de unos 300 000, incluyendo el 
Sindicato de Petroleros”.'” Según este dirigente ferrocarrilero, 
la mayoría repudiaba a Velázquez y hubiera respaldado la crea- 
ción de una nueva alternativa sindical. Pero ni Lombardo ni los 
comunistas, por diferentes razones, se atrevieron a la ruptura, 
lo que hubiera significado el aislamiento de la corriente buro- 
crática de don Fidel y compañía. 


Las elecciones para renovar la Cámara de Diputados se cele- 
braron bajo la alianza electoral del pur con las organizaciones 
obreras y campesinas, y aparentemente todos quedaron satisfe- 
chos con los resultados. En diciembre, el presidente Cárdenas, 
alentado por esta experiencia, decidió dar un paso más que re- 
sultaría definitivo: la reorganización del pur para incorporar a 
los sectores obrero, campesino, militar y popular. El mandata- 
rio propuso “que el Partido Nacional Revolucionario se trans- 
forme en un partido de trabajadores en el que el derecho y la 
opinión de las mayorías sean la norma fundamental de su pro- 


pósito”.2 
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Ante este llamado, la crm, abandonando su discurso previo, 
que subrayaba la independencia del movimiento obrero, moti- 
vada por los resultados electorales, aceptó la oferta del presi- 
dente bajo la idea de que la reestructuración del pur era en los 
hechos la construcción del Frente Popular que ellos habían 
propuesto. Así, en enero de 1938 llamó a su consejo extraordi- 
nario para definir la participación de las organizaciones obre- 
ras en el nuevo partido. En esa ocasión Lombardo afirmó, sin 
ningún rubor, que “la iniciativa de Cárdenas de transformar el 
pNrR en un Partido del Pueblo Mexicano es nuestra obra [...] es la 
realización de nuestros propósitos, es el cumplimiento de 
nuestras luchas, es el reconocimiento de la legitimidad de nues- 
tra práctica y de nuestra línea de conducta”. Pero quizás para 
guardar un poco las formas aseguró también que los sectores 
que participarían en el nuevo partido debían conservar plena 
autonomía y que las organizaciones sindicales como tales man- 
tendrían su personalidad íntegra sin perder de vista sus progra- 
mas específicos.” 


Eso último no podía ser verdad. La posición del líder cete- 
mista contradecía toda la teoría sindical previa que el mismo 
Lombardo Toledano había elaborado y que había permitido el 
renacimiento del sindicalismo mexicano con base en tres prin- 
cipios: lucha de clases, democracia sindical e independencia 
frente al gobierno. Principios que no sólo representaron una 
crítica y un deslinde respecto del periodo cromista, que había 
terminado en la corrupción y el oportunismo; también habían 
permitido al sindicalismo convertirse en un factor de cambio 
real en la historia de México. Mezclar la propuesta del Frente 
Popular y las alianzas electorales con el pur y su incorporación 
al partido no fue una confusión, imposible en un dirigente co- 
mo Lombardo, sino un deslumbramiento. El reformismo car- 
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denista le hizo pensar, como a muchos, que el presidente, en 
efecto, gobernaría con los trabajadores y que la obra reforma- 
dora perduraría después de su gobierno. El nuevo partido, el 
Partido de la Revolución Mexicana (»rm), se fundó el 30 de mar- 
zo, apenas unos días después de la nacionalización de la indus- 
tria petrolera, lo que seguramente confirmó a Lombardo la jus- 
teza de sus planteamientos. 


Años más tarde, Lombardo llegó a afirmar que 


la resolución de agrupar a todas las fuerzas políticas del país en un frente popular mexicano [...] no llegó a 
realizarse en la forma propuesta porque fue menester en la semana misma de la expropiación de las empresas 
petroleras unir a las fuerzas determinantes de la vida nacional en un pacto del cual surgió el Partido de la Re- 
volución Mexicana, más que como un partido político permanente como una alianza para evitar un golpe de 
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Estado en contra del gobierno constitucional, y la intervención de fuerzas extrañas en la vida de México. 


Es probable que la incorporación de la crm al prm se hubiera 
concretado aun con la oposición de Lombardo. En primer lu- 
gar, porque muchos dirigentes sindicales estaban dispuestos a 
involucrarse en el proyecto, sobre todo después de las ganan- 
cias políticas que había dejado la elección recién concluida. En 
segundo lugar, porque los comunistas, la única oposición real- 
mente existente, ya habían aceptado —y aceptarían cosas peo- 
res, no por convicción sino obligados por la disciplina de Mos- 
cú—. Finalmente, porque la política sindical de los gobiernos 
revolucionarios, esa mezcla peculiar de retomar las demandas 
obreras, apoyar el régimen sindical en las relaciones obrero-pa- 
tronales y, al mismo tiempo, disponer de un fuerte intervencio- 
nismo para regularlas, había sentado las bases para crear una 
dependencia del movimiento sindical hacia el gobierno en 
turno. El cardenismo no fue la excepción. 


Esta dependencia, ahora sellada con la incorporación del 
movimiento sindical al partido político del gobierno, hipotecó 
definitivamente la autonomía del movimiento obrero. 
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Posteriormente, la transformación del rrm en Partido Revo- 
lucionario Institucional (+r1) llevaría al sindicalismo a una rigi- 
dez extrema en su vida interna. Protegidos por el gobierno y 
por las leyes y las instituciones laborales, los dirigentes sindica- 
les no admitieron ni toleraron ninguna oposición interna. El 
gobierno, a su vez, no aceptaría la competencia política dentro 
del sindicalismo. El movimiento adquirió una naturaleza pro- 
fundamente antidemocrática. 


Sin embargo, sería un error calificar al cardenismo sólo por 
estos fenómenos. Este periodo fue también el momento histó- 
rico en que tuvo lugar una verdadera “revolución contractual”. 
Una muestra de ello fueron los contratos colectivos de trabajo 
que durante esos años se firmaron con las principales empresas 
mineras. “El momento de mayor tensión cuando la cresta de la 
ola radical de la reforma laboral cardenista llegó a su punto 
más alto fue con la huelga de los mineros de la compañía Asar- 
co, a fines de 1937, que pretendía la firma de un contrato colec- 
tivo en todas las instalaciones del monopolio minero.” 


Durante el cardenismo se impulsó la firma de contratos ley 
en todas las grandes ramas de la economía nacional. Sin duda, 
“el contraste entre los contratos colectivos de finales de los 
años treinta con los breves reglamentos del porfiriato o incluso 
con los contratos de los años veinte, representan un salto cuali- 
tativo a favor de los obreros”? 


La prueba es que 


sólo en 1938, de los 9 mil 940 conflictos de trabajo de índole general registrados por la Dirección General de 
Estadística, 8 mil 765 tuvieron por objeto conseguir el reconocimiento sindical, y en la gran mayoría de estos 
casos, tuvieron éxito [...] las cifras históricas de mayores tasas de sindicalización coinciden con el periodo fi- 
nal del régimen cardenista ya que, medida con relación a la PEA, dicha tasa pasó de 5.5% en 1930 a casi 15% 


en 19402 
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VI. LA SEGURIDAD SOCIAL Y EL ESTADO 
DEL BIENESTAR 


Para el flamante rm, las elecciones presidenciales de 1940 no 
resultaron tan exitosas como las intermedias de 1937. La can- 
didatura independiente de Almazán había causado una conmo- 
ción política que puso al descubierto las fracturas sociales y po- 
líticas del país. Para el sindicalismo y la izquierda (incluyendo 
el partido comunista, el lombardismo y el cardenismo) fue un 
momento particularmente desafortunado, ya que se evidenció 
que el bloque de fuerzas populares, el Frente Popular del que 
tanto se había hablado, era repudiado por sectores de la pobla- 
ción, sobre todo por las clases medias urbanas. También, que el 
reformismo cardenista había tenido un costo inevitable que se 
había traducido en el descontento de algunos sectores sociales 
y que ello alentaba a las corrientes más conservadoras del país 
y del régimen político. El movimiento sindical tampoco había 
salido bien parado pues, sin duda, una parte de los trabajadores 
prefirió apoyar a Almazán y no a Ávila Camacho, el candidato 
de sus líderes y supuestos representantes. Todavía es materia de 
discusión si el almazanismo representó una oposición a un ré- 
gimen que parecía demasiado izquierdista a los ojos de una 
parte de la sociedad y la clase política, o simplemente fue una 
reacción a los problemas de carestía y relativa escasez de ali- 
mentos que se presentaron al final del cardenismo.' 

El hecho es que Ávila Camacho, un candidato con un perfil y 
un ideario cargado hacia la derecha en comparación con Cár- 
denas, llegó a la presidencia después de un proceso electoral 
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muy cuestionado con la clara tarea de conciliar. Se propuso ce- 
rrar las heridas políticas y las fracturas sociales. No sólo con los 
partidarios de Almazán, sino también con los anticardenistas, 
los empresarios, los propietarios rurales, los inversionistas ex- 
tranjeros, las potencias imperialistas, las clases medias, los ca- 
tólicos y, en fin, todos aquellos que pudieron haberse sentido 
lastimados por el reformismo cardenista o por la nueva coali- 
ción política encarnada en el rm. Además, el régimen se en- 
frentó de lleno a la nueva coyuntura internacional que significó 
el estallido y la conclusión de la segunda Guerra Mundial. 


Ávila Camacho heredó entonces rupturas y discordias, pero 
también las bases de un nuevo sistema político en un contexto 
mundial radicalmente diferente al de los años anteriores. Por 
todo ello, no es extraño que se haya dicho muchas veces que es- 
te régimen fue de transición. Una transición, como veremos, 
que culminó en la etapa del llamado “milagro mexicano” y que 
tuvo como rasgos principales su estabilidad política, el creci- 
miento económico, un autoritarismo cada vez más severo y 
una desigualdad social persistente que se agravó sobre todo en 
las áreas rurales. 


Las primeras medidas tomadas por Ávila Camacho, ya como 
presidente de la república, fueron dirigidas a estimular a los 
empresarios y atraer la inversión extranjera. Pero ello también 
implicaba tratar de aplacar al sindicalismo y poner en orden las 
relaciones obrero-patronales, es decir, conquistar, como dijo el 
nuevo presidente, la “armonía social”. 


Sin embargo, los intentos de conciliación por parte del go- 
bierno tuvieron un comienzo desafortunado. A menos de un 
año de la toma de posesión de Ávila Camacho, en septiembre 
de 1941, un conflicto menor terminó en una masacre. Un pe- 
queño grupo de trabajadores de la fábrica de materiales de ar- 


67 


mas decidió manifestarse frente a Los Pinos en demanda de 
mejores condiciones de trabajo y fue recibido con una descarga 
de fusilería por parte del ejército. El saldo fue de nueve obreros 
muertos y por lo menos 10 heridos. Aunque la reacción inme- 
diata de las organizaciones obreras consistió en “llamar a un 
gran paro general y a una gran manifestación pública en el en- 
tierro de los asesinados”? la dirección cetemista rectificó casi 
inmediatamente y al final todo quedó en tibias notas de protes- 
ta, considerando que la matanza había sido un hecho aislado y 
no definía la sustancia de la política laboral del nuevo gobierno. 


En realidad, los esfuerzos de conciliación del movimiento 
obrero con el gobierno de Ávila Camacho fueron persistentes 
por parte de los principales dirigentes sindicales. Tanto Fidel 
Velázquez como Lombardo apoyaron diversas medidas para 
evitar los conflictos laborales. Tal cosa se reflejó principalmen- 
te en los pactos. El primero que propuso la crm, en junio de 
1942, fue el llamado Pacto de Unidad Obrera, que intentaba bá- 
sicamente suspender las pugnas intergremiales y evitar los mo- 
vimientos de huelga. En este último aspecto, los líderes sindica- 
les, en efecto, cumplieron su palabra, ya que en todo el sexenio 
“sólo hicieron estallar una huelga importante, la de la compañía 
telefónica”.* 

A pesar de que la intención de la crm era incluir en este pacto 
a las organizaciones empresariales, éstas respondieron con de- 
mandas inaceptables para el movimiento obrero, como la de 
reformar la 1r para incluir el arbitraje obligatorio en las huel- 
gas, vieja aspiración patronal. Sin embargo, en abril de 1945 la 
Cámara Nacional de la Industria de la Transformación (cnrr) y 
la Confederación de Cámaras Industriales aceptaron firmar un 
pacto obrero-industrial con las organizaciones de los trabaja- 
dores. En realidad, este pacto fue algo más que un acuerdo en- 
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tre patrones y trabajadores para hacer más cordiales las rela- 
ciones laborales. Fue un acuerdo que reflejó la unidad en torno 
a una meta común en ese momento histórico de México: la in- 
dustrialización. Mediante ella, los dirigentes de los trabajado- 
res, el gobierno y la nueva burguesía industrial esperaban que 
“México abandonaría la economía feudal y aseguraría su auto- 
nomía económica y la elevación del nivel material y cultural de 
sus grandes masas”. No sólo eso, la industrialización permitiría 
llevar adelante “la lucha por la libertad, la democracia, la libera- 
ción nacional y la justicia social”.* 

La industrialización de México, en efecto, tuvo un fuerte im- 
pulso durante la guerra gracias a la sustitución de importacio- 
nes y al crecimiento de las exportaciones que motivó el esfuer- 
zo bélico en los Estados Unidos. El número de establecimientos 
industriales y de obreros ocupados creció significativamente. 
Fue producto también del crecimiento del mercado interno e 
hizo surgir un nuevo segmento de industriales que se agrupó 
en la cnrr. Era, a diferencia de la vieja clase industrial, más na- 
cionalista, más vinculada al Estado y al grupo gobernante, y 
más proclive a entenderse con el sindicalismo. 


Por ello, el pacto también sellaba un nuevo bloque de fuerzas 
sociales que se unirían en torno a intereses y estrategias comu- 
nes basadas en el nuevo paradigma industrializador que se vol- 
vía, al mismo tiempo, el gran objetivo del país. 

El cambio de orientación política se reflejó de inmediato en 
las organizaciones obreras, particularmente en la crm. Esta 
transformación coincidió con un hecho inédito y difícil de ex- 
plicar: antes de que concluyera el mandato del presidente Cár- 
denas, Lombardo Toledano anunció su deseo de retirarse como 
secretario general de la crm y propuso como sucesor a Fidel Ve- 


lázquez. 
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Seguramente fue una decisión en la que pesaron los motivos 
personales, pero también los políticos. Lombardo justificó su 
renuncia “para poder asumir el carácter de Presidente de la 
Confederación de Trabajadores de América Latina [...] en un 
momento peligroso para el mundo”.* Otros lo explican por la 
falta de apoyo de Ávila Camacho.* Lo cierto es que, en febrero 
de 1941, en su Segundo Congreso Nacional, la crm eligió un 
nuevo dirigente. A pesar de la oposición de algunas organiza- 
ciones, Velázquez fue elegido para el cargo. 


Fidel se estrenó en el cargo teniendo que enfrentar la intro- 
misión de gobernadores y diversos grupos políticos del rm en 
los asuntos internos de la crm. Algunos de ellos tenían la inten- 
ción de dividir a esa central y alentar la creación de nuevas or- 
ganizaciones obreras. Este objetivo, a lo largo de los años si- 
guientes y a pesar del pacto de junio de 1942, tendría un éxito 
relativo debido a las prácticas antidemocráticas de la dirección 
cetemista, pero también a los apetitos políticos de quienes de- 
seaban dar vuelo a sus aspiraciones personales mediante la 
creación artificial de organizaciones sociales. Semejante tipo de 
maniobras se había dado en el pasado, no eran nuevas. Pero lo 
que resultaba diferente ahora era que este juego político ocu- 
rría dentro del partido gobernante y dentro de una estructura 
de poder centralizada, cuyo vértice era el presidente de la repú- 
blica. Ello tuvo un efecto duradero en el movimiento obrero: 
durante los siguientes años los intentos de fraccionamiento de 
las organizaciones sociales se repetirían constantemente. En 
estas condiciones, el movimiento obrero tuvo que enfrentar al 
poder político no sólo bajo condiciones de dependencia y su- 
bordinación, sino también debilitado por la competencia, mu- 
chas veces inducida desde el poder, entre las distintas centrales 
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sindicales que estaban ávidas de ganarse el apoyo del presiden- 
te en turno. 


La división del movimiento obrero y los ataques contra la 
crm adquirieron incluso matices ideológicos, pues la car y la 
crom desataron una campaña anticomunista contra Lombardo, 
aunque ya no estuviera al frente de la organización obrera. 

A pesar de los problemas internos y externos de la crm, el 
grupo dirigente pudo aferrarse al poder. La continuidad de Ve- 
lázquez fue posible gracias al reparto de cuotas entre las distin- 
tas pandillas burocráticas. A principios de 1943 se decidió que 
Fidel prorrogaría su gestión como secretario general todo el 
tiempo que durasen las hostilidades en Europa. Lombardo apo- 
yó la idea. Todavía entre 1944 y 1945 la crm siguió enfrentando 
conflictos internos. El más serio fue el que encabezó el “Bloque 
Reivindicador”, una oposición organizada contra Fidel y su 
grupo. 

Más allá de estos pleitos internos, debe advertirse que el gru- 
po gobernante no se limitó a auspiciar la industrialización me- 
diante diversas medidas de política económica y un clima labo- 
ral favorable a los empresarios. También, haciendo gala de su 
capacidad de iniciativa, la misma que había demostrado desde 
el Constituyente de 1917, decidió dar un paso de gran trascen- 
dencia en la vida laboral de México mediante la creación de la 
seguridad social. Esta institución, cuyo nacimiento formal se 
realizó en 1943, no sólo recogió una vieja demanda obrera y 
una reiterada promesa de los gobiernos revolucionarios. La se- 
guridad social sería uno de los pilares fundamentales del Méxi- 
co de la posguerra, es decir, del país de la industrialización ace- 
lerada y la estabilidad económica y política que sirvió de ejem- 
plo y llamó la atención del mundo. Con esta institución, Méxi- 
co se puso a la vanguardia de América Latina y a un nivel com- 
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parable con las políticas de las naciones más avanzadas. El Es- 
tado del bienestar a la mexicana tuvo en la creación del Institu- 
to Mexicano del Seguro Social (imss) uno de sus fundamentos 


más sólidos e importantes. 


Los orígenes de la lucha obrera por la seguridad social en 
México se encuentran, como en muchos otros aspectos, en el 
programa del r.m de los Flores Magón de 1906. Ellos demanda- 
ban “la indemnización por accidente y pensión de retiro a 
obreros que hayan agotado sus energías en el trabajo”.” Esta de- 
manda se repitió en diversos programas y pronunciamientos a 
lo largo de los años del conflicto armado. En el Constituyente 
de 1917 se afirmó, con razón: “Es imposible que funcionen las 
leyes del trabajo si a la vez no se establece el seguro de acciden- 
tes”.* Finalmente, el Constituyente reconoció en el 123 la obli- 
gación del patrón a pagar indemnización por accidentes de tra- 
bajo y enfermedades profesionales, así como el “fomento por 
parte del gobierno de cajas de seguros populares, de invalidez, 
de vida, cesación involuntaria, de trabajo, de accidente y otras 
con fines análogos”. Pero facultó, igualmente, a los estados para 
legislar en materia de seguros sociales. 


Según García Cruz, la Constitución mexicana de 1917 es la 
primera en América que se ocupó de los seguros sociales.? Sin 
embargo, el precepto constitucional era deficiente. Primero, 
porque no distinguía claramente entre el seguro privado y el 
seguro social (público), y segundo, porque al descentralizar la 
facultad de poner en práctica este precepto a través de las legis- 
laciones estatales en realidad se dio pie a la confusión y al in- 
cumplimiento de la norma. 


Así, en los años siguientes proliferaron Cajas de Socorro o 
de Crédito Popular que se financiaban mediante aportaciones 
voluntarias de los trabajadores afiliados. Eran organismos con 
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graves limitaciones económicas, sin reglas claras y, muchas ve- 
ces, de corta vida. No formaban parte de un sistema de seguri- 
dad social. El postulado constitucional quedó sólo en el papel 
durante varios años. 


En 1921 Álvaro Obregón elaboró un proyecto de Ley del Se- 
guro Social. En él se condensaban algunas ideas que serían bá- 
sicas para la construcción en el futuro de la institución. Por 
ejemplo, la necesidad de federalizar la legislación laboral, que 
algunas prestaciones se encomendaran a la seguridad social pa- 
ra sacarlas del terreno contractual y de los conflictos obrero- 
patronales, y la imposición a los patrones de una cuota sobre 
salarios pagados para crear una reserva económica. También se 
mencionaron los riesgos que se pagarían: por accidentes de tra- 
bajo, jubilación por vejez y seguros de vida. Sin embargo, el 
proyecto quedó congelado. Fue hasta la campaña presidencial 
de 1927-1928 cuando Obregón volvió sobre el asunto. 


A pesar del asesinato de Obregón, algo logró avanzarse en 
materia de seguridad social. En 1928 la Secretaría de Industria, 
Comercio y Trabajo designó una comisión para redactar un ca- 
pítulo especial sobre seguros sociales, el cual formaría parte de 
la urr. El resultado fue un documento que proponía aumentar y 
precisar los riesgos enunciados en el texto constitucional, seña- 
laba la intención de proteger a todos los trabajadores del cam- 
po y la ciudad, y proponía un régimen de contribución triparti- 
to. La convención obrero-patronal celebrada ese año conoció 
el documento, y a pesar de que los empleadores reconocieron 
como un “progreso” el establecimiento del seguro social para 
proteger a los trabajadores contra los riesgos de vida y de tra- 
bajo, manifestaron también su oposición a lo más importante: 
la contribución patronal al financiamiento de los seguros." 
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En lo que sí se avanzó fue en la reforma constitucional, que 
quedó redactada de la siguiente manera: “Se considera de utili- 
dad pública la expedición de la Ley del Seguro Social y ella 
comprenderá seguros de la invalidez, de vida, de cesación invo- 
luntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes y otras con 
fines análogos”. Con ello se terminaba la confusión creada en 
1917 entre el seguro privado y el público y se abría camino pa- 
ra un régimen federal de seguros sociales, dando así continui- 
dad a las propuestas de Obregón. Sin embargo, esta reforma 


poco avanzó para estructurar y completar los riesgos de que se ocupan los seguros sociales y simplemente se 
agregó la rama de enfermedades, dándose todavía una enumeración defectuosa e incompleta de los riesgos, 
puesto que nada se dice claramente de las ramas de vejez, muerte, accidentes y enfermedades profesionales y 
menos de asignaciones familiares y enseñanza popular que son servicios surgidos con posterioridad, conser- 
vándose indebidamente la mención de Seguro de Vida, que corresponde a la práctica y terminología del se- 


guro privado. , 


Después de la reforma constitucional todavía se siguió pen- 
sando en recurrir a instituciones privadas para sostener la se- 
guridad social. El proyecto de Ley Federal del Trabajo presen- 
tado en 1929 al Congreso de la Unión establecía en el artículo 
368 la posibilidad de que los patrones pudieran sustituir las 
obligaciones de la seguridad social “con el seguro hecho a su 
costa [...] en algunas de las sociedades de seguros debidamente 
autorizadas”.'? La ley de 1931 aprobó, en lo fundamental, estos 
preceptos privatizadores. 


Casi 15 años después del Constituyente, el seguro social no 
nacía, atorado en disputas, dentro del grupo gobernante y con 
los empresarios, en torno a tres temas fundamentales: la ampli- 
tud de los seguros, su financiamiento y la constitución de un 
sistema público, privado o mixto. 


Cárdenas, tanto en su campaña presidencial como a lo largo 
de su gobierno, definió la seguridad social como un sistema que 
cubriría todos los riesgos de trabajo, enfermedad, vejez, mater- 
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nidad y desocupación involuntaria; propuso su financiamiento 
mediante “un sistema razonable en la distribución de las cuo- 
tas” y la creación de un instituto “a cuyo cargo estará la vigilan- 
cia de este importante servicio de utilidad pública”.'* Apenas en 
el tramo final del sexenio se pudo llegar a una redacción satis- 
factoria y fue enviada al Congreso. Pero el proyecto nunca se 
discutió. 

Ávila Camacho decidió una estrategia distinta y en primer 
lugar creó la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (srrs) al 
comienzo de su mandato, encomendándole no sólo la resolu- 
ción de los problemas obrero-patronales, sino también espe- 
cialmente “hacer la Ley del Seguro Social”. En junio de 1941 el 
presidente formó una comisión tripartita para redactar la ley 
del Seguro Social bajo la directriz del secretario del Trabajo, 
García Téllez. Esta comisión trabajó durante más de un año, 
hasta que el 10 de diciembre de 1942 se envió la iniciativa al 
Congreso, la que sin mayores problemas fue aprobada por am- 
bas cámaras ese mismo fin de año. El 19 de enero de 1943 el 
presidente promulgaba la ley. 

La legislación empezó a aplicarse gradualmente, primero en 
el Distrito Federal en 1944, luego en Puebla al año siguiente, 
posteriormente en Monterrey y Jalisco, y en 1947 en la región 
fabril de Veracruz. En 1944 se expropiaron diversos terrenos 
en la Ciudad de México para las primeras instalaciones hospi- 
talarias, casas para trabajadores y las oficinas administrativas 
del propio instituto. 


A pesar de la aprobación de la ley, la oposición patronal se 
sostuvo. Durante el primer semestre de 1944 ésta se manifestó 
principalmente por la vía legal a través de amparos, pero tam- 
bién hubo acciones en las calles, algunas de las cuales fueron 
violentas.'* Y es que poco antes se había publicado el reglamen- 
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to sobre pagos, cuotas y contribuciones, y se establecía que las 
aportaciones de los patrones tendrían carácter fiscal, es decir, 
serían legalmente obligatorias y su evasión, materia de sancio- 
nes acordes con ese carácter. 


La oposición no duró mucho tiempo y en unos cuantos años 
“dejó de ser un problema caldeado de política social”.'* A partir 
de la década de 1950, la institución se expandió rápidamente 
hasta convertirse en el programa social más importante de los 
gobiernos del desarrollo estabilizador. Así, la población total 
asegurada pasó de 355 500 personas en 1944 a 1 154 500 en 
1952, luego a 2 514 000 en 1958 (cuando la cobertura abarcó ya 
todas las entidades del país) y a 6 346 000 en 1964, hasta casi 
los 10 000 000 a principios de la década de 1970. En la década 
siguiente, junto al deterioro de la economía, vendría también el 
abandono de la seguridad social. Se pasó entonces de una polí- 
tica social que reconocía derechos universales a acciones y pro- 
gramas focalizados. Esta nueva visión, plasmada en el progra- 
ma Solidaridad de Carlos Salinas de Gortari, mostraría tam- 
bién el cambio de prioridades y objetivos de los gobiernos pos- 
revolucionarios. Al renunciar a seguir construyendo un sistema 
de seguridad social que incluyera a todos los mexicanos, se pa- 
só al combate de la extrema pobreza, reconociendo, de esta ma- 
nera, que el Estado y la sociedad no podrían ya conseguir la 
meta de que, al menos en materia de salud, todos los mexicanos 
deben tener acceso a los mismos satisfactores básicos. Con ello, 
la idea fundadora de la seguridad social fue, en los hechos, olvi- 
dada durante muchos años. 


76 


SEGUNDA PARTE 


LA CONSOLIDACIÓN DEL 
CORPORATIVISMO Y LAS RE- 
SISTENCIAS 
OBRERAS: 1946-1982 


77 


VII. DE LA CARAVANA MINERA A LA HUEL- 
GA NACIONAL FERROCARRILERA 


La conversión del prm en eri en 1946 y la expulsión de Lombardo 
de la crm al año siguiente dejaron lista la escena política para 
que la “nueva” burocracia sindical, con Fidel Velázquez a la ca- 
beza, se consolidara al frente de la crm. Con ello se iniciaría 
también la construcción definitiva del modelo sindical mexi- 
cano, un modelo basado en la liquidación de disidencias inter- 
nas, la antidemocracia como práctica general y la complicidad 
abierta entre el gobernante en turno y los dirigentes sindicales 
afines a ese gobierno. De ello no podría resultar sino un movi- 
miento obrero subordinado y dependiente. 

El control burocrático del grupo velazquista dio lugar a la 
creación de una nueva organización sindical unitaria. En 1947 
surgió la Coalición de Sindicatos Industriales, un frente “muy 
flexible de sindicatos no afiliados a la crm” que tuvo un gran 
éxito inicial, al ser apoyado principalmente por los ferrocarri- 
leros, mineros, petroleros y telefonistas.' 


Sin embargo, el frente opositor tuvo una corta vida, pues en- 
tre 1948 y 1949 el gobierno de Alemán logró controlar a los fe- 
rrocarrileros y a los petroleros mediante la represión directa. 
En ambos casos, las disidencias sindicales fueron aplastadas 
mediante golpes de fuerza en los que intervino directamente el 
ejército y la imposición de un líder completamente dócil ante el 
gobierno y ajeno a las simpatías de los trabajadores. El trata- 
miento dado a los ferrocarrileros fue tan ejemplar que hizo his- 
toria, dando nacimiento al “charrismo sindical”. 
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El conflicto con los petroleros se inició a pocos días de la to- 
ma de posesión de Alemán. Frente al paro de labores en varias 
instalaciones del país, a mediados de diciembre de 1946 el pre- 
sidente respondió con la intervención inmediata del ejército y 
el despido y la detención de los principales dirigentes sindica- 
les. Los petroleros llamaron a una huelga de solidaridad que no 
fue respondida. En cambio, la condena política, encabezada por 
el nuevo pri, fue casi unánime. El movimiento quedó aislado. A 
principios de 1947 el grupo de Fidel Velázquez, con el apoyo 
del presidente Alemán, logró el desconocimiento legal del co- 
mité ejecutivo e impuso a un incondicional. El nuevo secretario 
general se dedicó entonces a recorrer las secciones sindicales 
para incorporar a los trabajadores al ri y destituir a los diri- 
gentes seccionales que no se doblegaban. En varias ocasiones 
esta labor era apoyada directamente por la intervención del 
ejército. Sin embargo, a fines de 1947 los trabajadores lograron, 
en una convención general extraordinaria, deponer al comité 
ejecutivo y poner en la secretaría general a un trabajador ajeno 
a las maniobras de Fidel y Alemán y cercano a las posiciones de 
Lombardo y la ucocm. 


Por su parte, en el sindicato ferrocarrilero el gobierno de 
Alemán decidió también meter las manos. El esquema fue bási- 
camente el mismo: a mediados de octubre, agentes de la Direc- 
ción Federal de Seguridad, apoyados por el ejército, tomaron 
los locales del sindicato en la Ciudad de México, donde se en- 
contraban reunidos el comité ejecutivo y la comisión de vigi- 
lancia del sindicato con trabajadores de distintas partes del país 
que discutían una salida a sus problemas internos y aprehen- 
dieron a un numeroso grupo. Posteriormente, la policía logró 
encarcelar a los principales dirigentes (primero a Gómez Z. y 
meses después a Valentín Campa) e impuso una nueva repre- 
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sentación sindical, poniendo al frente a Jesús Díaz de León, el 
Charro. Con este golpe, el gobierno y los dirigentes sindicales 
se dedicaron a “sanear” el sistema: realizaron ajustes masivos 
de personal y de salarios. El sindicato ferrocarrilero, uno de los 
más combativos e independientes, caía así en manos del control 
oficial. 


Probada la receta, el régimen volvió a reprimir a los petrole- 
ros. A mediados de 19409, la revisión del contrato colectivo de 
trabajo fue la ocasión para un nuevo conflicto interno que cul- 
minó a fines de ese año con otra convención extraordinaria del 
sindicato. En esta ocasión, el gobierno supo aprovechar esta di- 
visión y logró dar el golpe definitivo: con el apoyo de la policía 
y la descarada intervención de las autoridades del trabajo, reco- 
noció a un grupo minoritario como el dirigente oficialmente 
reconocido del gremio petrolero. 


En estas condiciones, los intentos de formar organizaciones 
independientes, como la Confederación Única de Trabajadores 
(cur) y la Alianza de Obreros y Campesinos de México (aocm), 
no prosperaron. Los disidentes tendrían siempre la misma res- 
puesta: represión e intervención directa del gobierno para li- 
quidar la amenaza y traerla de vuelta al redil. La suerte de 
Lombardo como dirigente sindical culminó, por su parte, en 
1949, cuando la Junta de Conciliación y Arbitraje negó el regis- 
tro a la Unión de Obreros y Campesinos de México. 


La política del garrote alemanista no sólo estuvo pensada pa- 
ra aplacar, coyunturalmente, las protestas obreras surgidas por 
la caída salarial, que se agudizaba en esos años debido a la de- 
valuación de 1948 y a la inflación que se desató por ese motivo. 
A partir de entonces se adoptaría como una estrategia perma- 
nente. Tres elementos fundamentales permitieron el éxito de 
esa estrategia: primero, la consolidación del monopolio político 
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en manos del naciente pri; segundo, la puesta en práctica de un 
modelo económico de fomento a la inversión privada y extran- 
jera, y tercero, la eliminación de las disidencias sociales en el 
campo y la ciudad. El civilismo de Alemán no fue sino la envol- 
tura de un régimen profundamente antidemocrático. 


Las huelgas mineras de 1950 en el norte del país, la Caravana 
del Hambre del año siguiente y el fin represivo que tuvo ese 
movimiento en 1952 son los episodios más importantes que 
culminan la nueva política obrera del régimen de Miguel Ale- 
mán. 

El conflicto minero comenzó (como el de los petroleros y fe- 
rrocarrileros) con el rechazo de los trabajadores a aceptar una 
directiva impuesta por las autoridades del Trabajo. Se formó, 
entonces, en mayo de 1950, una convención nacional compues- 
ta por representantes de la mayoría de las secciones sindicales, 
que eligieron a otro comité ejecutivo. La respuesta guberna- 
mental fue también igual a los otros casos: reconoció a la direc- 
ción ilegítima y ésta se dedicó a recorrer el país, sección por 
sección, para exigir su reconocimiento o desconocer a los disi- 
dentes, quitándoles toda personalidad legal para tratar con las 
empresas. 


Esto último sucedió en Palau, Coahuila, en momentos en 
que se revisaba el contrato colectivo, por lo que el desconoci- 
miento de los dirigentes locales provocó el rompimiento de las 
pláticas con la empresa carbonífera. Los trabajadores todavía 
intentaron una salida lateral emplazando a huelga por coali- 
ción, medida que jurídicamente puede ser válida ante la falta de 
actuación de la dirigencia legalmente reconocida. Sin embargo, 
las autoridades rechazaron el emplazamiento y no dejaron otra 
opción: o se rendían o dejaban al movimiento fuera de la legali- 
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dad. Los trabajadores optaron por rebelarse y a fines de sep- 
tiembre de 1950 pararon las minas. 


Muy cerca de ahí, en Nueva Rosita, otro grupo de trabajado- 
res, también mineros, sufría una ofensiva similar, pero esta vez 
encabezada directamente por la empresa, que vio la ocasión de 
destruir la organización obrera. Pronto fue apoyada por el go- 
bierno. Se intentó aplastar la resistencia obrera mediante la in- 
tervención del ejército, que, como lo había hecho en años ante- 
riores con los petroleros y los ferrocarrileros, ocupó los locales 
sindicales buscando descabezar al movimiento y obligarlo a 
aceptar una directiva dócil al gobierno. Sin embargo, “en un 
ambiente tenso, rodeado de fuerzas militares, ante la amenaza 
de las ametralladoras que apuntaban al pueblo trabajador, el 
acuerdo terminante fue la huelga”? El 16 de octubre, 4 500 mi- 
neros se sumaban a los 1 300 trabajadores de Palau en un mo- 
vimiento que paralizaría la región carbonífera de Coahuila. 


Ante el paro, las autoridades intensificaron la represión. Ce- 
rraron las cooperativas de consumo donde las familias de los 
mineros realizaban su abastecimiento indispensable; clausura- 
ron la clínica médica; metieron esquiroles a las minas apoyados 
por el ejército, y persiguieron a los dirigentes. La política de te- 
rror se extendió a una suspensión de facto de las garantías indi- 
viduales. La tropa prohibió las reuniones públicas, impuso el 
toque de queda y se dedicó a patrullar constantemente la ciu- 
dad. “En vehículos oficiales del ejército, y custodiados por ele- 
mentos de la tropa, empleados de la compañía recorrían la ciu- 
dad, llamando por altavoces a los huelguistas a que depusieran 
su actitud y volvieran al trabajo.” 


Aislados geográficamente de la solidaridad nacional, acosa- 
dos por el ejército en las calles de sus comunidades, sin alimen- 
tos ni atención médica, los mineros decidieron romper el cer- 
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co. El 20 de enero de 1951, 5 000 huelguistas y muchos de sus 
familiares iniciaron una caminata de 1 500 kilómetros a la Ciu- 
dad de México. A lo largo de su recorrido, la simpatía popular 
se expresó constantemente. Por fin, casi dos meses después, la 
caravana llegó al Zócalo de la Ciudad de México el 10 de marzo 
y se realizó un gran mitin con miles de personas que fueron a 
solidarizarse con los mineros. 


Sin embargo, su estancia en la capital no logró abrir ningún 
resquicio. Nadie o casi nadie, más que autoridades menores, 
atendió a los huelguistas. El presidente Alemán rechazó pública 
y tajantemente cualquier contacto y no hubo más propuesta de 
solución que reinstalar a 1 000 trabajadores y apoyar al resto 
“si querían dedicarse a la agricultura”. La represión se agudizó y 
la solidaridad se hizo más débil. En estas condiciones, el 20 de 
abril de 1951 los mineros regresaron a su lugar de origen, sin 
ningún acuerdo. 

Lo significativo de este episodio es, en primer lugar, la vio- 
lencia gubernamental y la extrema dureza con que se trata al 
movimiento. Se buscó liquidar, sin contemplaciones, una disi- 
dencia sindical y apoyar a cualquier costo a las empresas esta- 
dunidenses, principalmente Asarco, para reajustar las relacio- 
nes laborales. El tratamiento del gobierno a los mineros se pa- 
recía más al del Estado porfiriano que al de un régimen revolu- 
cionario. En 50 años la historia parecía haber dado un giro 
completo para llegar al mismo punto de partida. 


Del lado del movimiento minero hay que destacar, además 
de la unidad y el valor de que hicieron gala, su capacidad de 
movilización y la solidaridad que recibieron durante un largo 
tiempo. Si en el caso de los ferrocarrileros y los petroleros las 
divisiones internas abrieron el camino a la intervención guber- 
namental, en lo que toca a los mineros la derrota fue resultado 
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del desgaste, la cerrazón del gobierno y la debilidad del movi- 
miento independiente, golpeado durante todo el régimen ale- 
manista. 


La lucha de los mineros de Coahuila dio inicio a la larga 
marcha del movimiento obrero disidente. Un movimiento que 
tendrá que pagar un enorme precio por su oposición al régi- 
men, su rechazo a los liderazgos espurios y su afán de practicar 
la democracia dentro de sus sindicatos. El movimiento inde- 
pendiente tuvo que luchar, desde entonces, no sólo contra los 
representantes del capital sino también contra el gobierno y la 
burocracia sindical oficialmente reconocida. 


Al terminar el régimen de Miguel Alemán, el saldo de la po- 
lítica antiobrera se manifestó no sólo en el control y la repre- 
sión que permitió “derrotar al movimiento de oposición laboral 
más importante en la historia de México”,* sino además en la 
caída del salario real y una distribución del ingreso más desi- 
gual. “Según datos de Nacional Financiera, en 1939, el factor 
trabajo participaba con poco más de 30% del ingreso nacional; 
en tanto que en el periodo que nos ocupa (1946-1952) llegó a 
ser de sólo 20%.” 

El arranque del sexenio de Ruiz Cortines se ocupó, en pri- 
mer lugar, de auspiciar una nueva central sindical, que tomaría 
el nombre de Confederación Revolucionaria de Obreros y 
Campesinos (croc). La integraron algunas organizaciones que 
habían sido disidentes y a las que ya se les había alineado por la 
fuerza, como la Central Única de Trabajadores (cur) y la Confe- 
deración de Obreros y Campesinos de México (cocm). La nueva 
central se afilió de inmediato al rr: y fue la rival oficial de la crm, 
“aunque ésta seguía siendo la central más importante tanto en 


términos de número como de peso político”.* 


84 


Seis años después, en 1958, cuando el presidente Ruiz Corti- 
nes entraba en la fase final de su mandato, el poder de la buro- 
cracia sindical “charra” se había consolidado y el esquema labo- 
ral mexicano parecía funcionar ya sin fuertes oposiciones. Sin 
embargo, las huelgas ferrocarrileras y magisteriales del fin de 
esa década evidenciaron que la realidad que vivían los trabaja- 
dores era muy distinta al discurso oficial. Se hicieron patentes 
un amplio malestar popular originado en las políticas que ha- 
bían privilegiado al capital en detrimento del trabajo, y, al mis- 
mo tiempo, un repudio a las burocracias sindicales que maneja- 
ban las organizaciones sin el mínimo consenso democrático y 
sin dar respuesta a los reclamos obreros. 


Los conflictos laborales en el sector educativo y en la rama 
ferrocarrilera coincidieron en el tiempo. Durante 1958 México 
vivió una verdadera agitación popular que se extendió a distin- 
tos sectores de la población. A los contingentes señalados se su- 
maron otros sectores de la clase obrera, petroleros, telefonistas, 
electricistas y telegrafistas, así como campesinos (sobre todo 
del norte del país) y estudiantes del Instituto Politécnico Nacio- 
nal. 


En el caso de los maestros,” la oposición sindical se había ex- 
presado desde mediados de 1956 por aumento de salarios y de- 
mocracia sindical en la sección IX, que agrupaba a los maestros 
de primaria del Distrito Federal. Lo importante de esta movili- 
zación fue que se logró consolidar, aun sin reconocimiento ofi- 
cial, un grupo organizado de oposición, el Movimiento Revolu- 
cionario del Magisterio (mrm). Gracias a ello, casi dos años des- 
pués lograba desatar un paro general e instalar un campamento 
masivo frente a las instalaciones de la ser en la capital de la re- 
pública, acciones que se extendieron desde abril hasta julio de 
1958. A pesar del clima represivo que se mantuvo todo ese 
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tiempo y que culminó en septiembre con la disolución violenta 
de una numerosa marcha de maestros y la aprehensión del 
principal dirigente magisterial, Otón Salazar, los maestros pu- 
dieron elegir una dirigencia representativa y ajena a la burocra- 
cia “charra”. Este comité seccional permaneció casi dos años 
hasta que a mediados de 1960 fue desconocido y expulsado del 
sindicato. 


La destitución del grupo del mem de la sección IX se facilitó 
gracias a la derrota de la disidencia ferrocarrilera que casi para- 
lelamente se había desatado a nivel nacional. El movimiento de 
los rieleros surgió,* de igual manera que en el caso anterior, con 
motivo de la revisión de los salarios. A diferencia, sin embargo, 
del mecanismo tradicional de negociación, que daba a la direc- 
ción sindical todo el poder de pactar con la empresa sin consul- 
tar con sus agremiados, en mayo de 1958 se formó una Gran 
Comisión Pro Aumento de Salarios, constituida por un represen- 
tante de cada una de las secciones del sindicato. La Gran Comi- 
sión fue no sólo un organismo de negociación sino, sobre todo, 
un mecanismo democrático, efectivo para coordinar el descon- 
tento de los trabajadores. De esta manera pudo organizar un 
paro general de labores en junio que se distinguió por su disci- 
plina y eficacia. A la acción del día 25 siguieron otros tres paros 
de igual magnitud los días 27, 29 y 30. El presidente Ruiz Cor- 
tines decidió entonces negociar: otorgó un aumento salarial 
que fue aceptado por los trabajadores. El movimiento había 
triunfado. 


La Gran Comisión pasó entonces a otra fase de la lucha, aho- 
ra por la democracia sindical. En julio los representantes del 
gremio en todo el país se reunieron para elegir a un comité eje- 
cutivo que puso a la cabeza a Demetrio Vallejo, un representan- 
te legítimo y reconocido por el movimiento. Poco después se 
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organizaron paros generales para lograr el reconocimiento le- 
gal de la nueva dirección sindical. Las movilizaciones fueron 
seguidas por la enorme mayoría de los ferrocarrileros. Era la 
primera vez, después de muchos años, que se realizaban accio- 
nes como éstas. Y, aunque el gobierno trató de frenar el movi- 
miento con la intervención del ejército, las detenciones masivas 
y la amenaza de despidos a todos los que se sumaran a los pa- 
ros, después de 96 horas de inactividad laboral aquél tuvo que 
ceder otra vez. Se pactaron elecciones generales, el pago de sa- 
larios caídos, la libertad de los detenidos y el retiro de la tropa 
de las instalaciones de la empresa. 


Las elecciones dieron el triunfo a Vallejo de forma contun- 
dente, quien se hizo cargo de la secretaría general del gremio el 
27 de agosto de 1958. La labor de Vallejo fue mucho más allá de 
la negociación de los asuntos normales de un sindicato. Propu- 
so la reorganización de la industria, la lucha contra la corrup- 
ción y cambios administrativos relacionados con las tarifas. Las 
negociaciones con la empresa se prolongaron varios meses. En 
diciembre tomó posesión como presidente de la república 
Adolfo López Mateos. Pocos meses después, a fines de febrero 
de 1959, los ferrocarrileros se fueron a la huelga y de nuevo 
triunfaron. 


Sin embargo, en marzo se emplazó a huelga de nuevo. Esta 
acción, a diferencia de las anteriores, causó divisiones internas, 
unas propiciadas por el gobierno y otras por discrepancias en 
el seno del liderazgo democrático. El gobierno decidió, como 
en ocasiones anteriores, hacer uso de la represión masiva, pero 
ahora tuvo mejores resultados. Más de 10 000 trabajadores 
(quizá 20 000) fueron despedidos; Vallejo y 300 dirigentes más 
fueron aprehendidos, todo ello con el apoyo del ejército y la 
policía. Esta vez la represión fue a fondo y en todas partes don- 
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de hubiera ferrocarrileros. Dos días después de la huelga, el 30 
de marzo, ya se había reconocido una nueva dirección sindical. 
El movimiento había sido liquidado. 


Entre los movimientos de 1948-1950 y 1958-1959 hay evi- 
dentes coincidencias. Todos ellos surgen por demandas salaria- 
les, pero al mismo tiempo se manifiestan por una dirección sin- 
dical legítima y honesta. Todos son reprimidos por la fuerza y 
al final se sustituyen las direcciones rebeldes por otras afines al 
gobierno. 


A fines de la década de 1950 el país conocía una situación de 
mayor estabilidad económica. El rezago del poder adquisitivo 
de los salarios que se había producido durante la década de 
1940, sobre todo bajo el régimen de Alemán, se estaba superan- 
do gradualmente. Gracias a ello, el gobierno tenía mejores con- 
diciones para controlar los brotes de descontento obrero. En el 
caso de los maestros y los ferrocarrileros, el tema de los sala- 
rios, en efecto, no fue el problema principal,? el asunto que pro- 
vocó el choque frontal con el gobierno. Lo fueron, en cambio, 
la cuestión de la democracia interna de los sindicatos y la exis- 
tencia de dirigencias rebeldes o independientes que cuestiona- 
ban las políticas del régimen. En el fondo, lo que el gobierno no 
estuvo dispuesto a tolerar fue su independencia frente al poder. 
Ello —pensaban— ponía en peligro la estabilidad del país. 


El mantenimiento de esa estabilidad exigió la guerra contra 
las disidencias y fortaleció la antidemocracia. En el movimien- 
to obrero dicha política consolidó un esquema laboral que con- 
vertía a la oposición sindical, casi automáticamente, en un mo- 
vimiento ilegal. 

Las huelgas ferrocarrileras y magisteriales anteceden al mo- 
vimiento estudiantil de 1968 y coinciden con él en una cues- 
tión básica: la lucha democrática. El derecho a la huelga, a la 
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manifestación y a la elección de sus propios dirigentes se ex- 
presará una década después bajo otras consignas que en el fon- 
do significaban lo mismo: el ejercicio de las libertades demo- 
cráticas. 


En las huelgas ferrocarrileras y magisteriales hubo también 
otra coincidencia: el activismo de grupos obreros organizados 
por el »cm y otros destacamentos de la izquierda marxista (co- 
mo el Partido Obrero Campesino Mexicano). Su militancia en 
el movimiento obrero se había mantenido persistentemente 
desde hacía décadas, lo que hizo posible que, en la coyuntura de 
1958, asumieran un papel destacado en la dirección ferrocarri- 
lera y magisterial. A pesar de las escisiones, de los conflictos in- 
ternos y de las inconsecuencias de la izquierda comunista, en 
buena medida debido a su subordinación incondicional a Mos- 
cú, ésta representaba la única oposición que no había sido asi- 
milada por el régimen. Fue también una disidencia perseguida 
y satanizada, y fue presa muchas veces de feroces campañas de 
represión. 

Aunque el Partido Popular (vr), el partido de Lombardo, tam- 
bién tuvo simpatizantes en estos movimientos, su influencia 
fue mucho menor. Durante todo ese tiempo el Maestro, origi- 
nario de Puebla, a pesar de ser una y otra vez repudiado por el 
sistema, siguió insistiendo en que “la única línea estratégica y 
táctica justa [...] es la de apoyar los actos positivos del gobierno 
y criticar constructivamente sus actos negativos”.'* La violenta 
represión del gobierno hizo imposible esta táctica de lucha. La 
confrontación entre la disidencia sindical democrática y el go- 
bierno no pudo encontrar una solución pactada. La concilia- 
ción que proclamaba Lombardo resultó imposible. 


En los años de la posguerra mexicana el gobierno no toleró 
ninguna oposición independiente. Por ello, las ideas, las pro- 
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puestas políticas y las organizaciones que Lombardo personal- 
mente contribuyó a levantar durante varias décadas de militan- 
cia sindical naufragaron y poco a poco se hundieron en el des- 
crédito. Para los grupos disidentes que proponían un sindica- 
lismo democrático y por lo tanto ajeno al control oficial, la 
conducta de Lombardo representaba una oposición inofensiva, 
más bien interesada en recibir los favores del gobierno que en 
construir una fuerza alternativa propia, representativa del des- 
contento popular que iba surgiendo en distintas partes del país. 
En cambio, para el gobierno era un comunista incómodo: de- 
masiado radical ideológicamente para reconocerlo como cabe- 
za de una oposición en el movimiento obrero y campesino, y 
demasiado débil, al mismo tiempo, para tolerarlo. De esta ma- 
nera, el ». se convirtió en el Partido Popular Socialista (»rs), un 
partido político con registro legal, sin mayor fuerza en las or- 
ganizaciones sociales, y cada vez más aislado de los brotes de 
descontento popular. 


90 


VIII. LOS AÑOS DEL MILAGRO MEXICANO 


Entre 1954 y 1970 México vivió sus mejores años en materia de 
desarrollo económico. El aumento de los salarios reales y de la 
ocupación industrial fueron impresionantes, aunque las desi- 
gualdades del país no se redujeron sensiblemente, porque los 
sacrificados fueron el campo y los campesinos. Apoyadas en 
una relación de intercambio desigual, las ciudades se beneficia- 
ron de alimentos y materias primas baratas, mientras que las 
exportaciones agrícolas sirvieron para financiar la importación 
de bienes de capital y los insumos que requería la industrializa- 
ción. 

El periodo de auge económico de finales de los cincuenta a 1970 se fincó en la reestructuración productiva, 


el recambio tecnológico en industrias de punta y el nacimiento de nuevos sectores industriales [...] El princi- 
pal mecanismo de acumulación de capital en la gran empresa dejó de ser la depresión del salario real y se 


a si , | 
fundó en el aumento de la productividad en sentido estricto. 


En el plano de las relaciones laborales se impuso el “modelo 
contractual de la Revolución mexicana”, caracterizado, de un 
lado, por una escasa intervención del sindicato en las decisio- 
nes y cambios tecnológicos de la empresa, pero, del otro, por el 
otorgamiento de beneficios a los trabajadores: en primer lugar, 
la protección del empleo a través de la mediación y la fiscaliza- 
ción sindical de la contratación y el despido. Este modelo im- 
plicó, también, el acotamiento o control del trabajo eventual, el 
de confianza y la subcontratación. Incluyó restricciones a la 
movilidad de la fuerza de trabajo dentro de la empresa y un 
conjunto de prestaciones que complementaban el salario nomi- 
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nal diario pactado, contempladas en la ley o los contratos co- 
lectivos.? 


La relativa bonanza de la economía y el modelo de relacio- 
nes laborales permitieron la consolidación del sindicalismo 
corporativo. La represión a cualquier manifestación indepen- 
diente, pero también la gestión del empleo, los salarios y las 
prestaciones en un marco favorable terminarán por hacer que 
este sindicalismo domine y controle al movimiento obrero y 
aparezca como la única opción viable. 

Sin embargo, la consolidación orgánica del sindicalismo ofi- 
cial no fue sencilla ni rápida. Se inició poco después de la crea- 
ción del pri, bajo la nueva lógica de modernización encabezada 
por Miguel Alemán. En 1952, casi al final de su mandato, se 
creaba una nueva central, la croc, resultado de la fusión de la co- 
cm, la Confederación Proletaria Nacional y la cur. Todas estas 
organizaciones habían tratado de convertirse en una alternati- 
va a la hegemónica crm, pero habían fracasado. Su fusión busca- 
ba más bien una mejor interlocución con el gobierno en turno, 
pero plegándose a las políticas y al control del régimen. Lo que 
estaba en disputa entonces no era una nueva opción político- 
sindical o una propuesta ideológica nueva, sino la disputa por 
el liderazgo burocrático del movimiento obrero. La crm respon- 
dió a la formación de la nueva central con otro intento de uni- 
dad: en 1955, después de dos años de pláticas, se creó el Bloque 
de Unidad Obrera (suo), que agrupó a la crm, la Federación de 
Sindicatos de Trabajadores al Servicio del Estado (rsrsk), la crom, 
la cor y los grandes sindicatos de la industria (ferrocarrileros, 


electricistas y petroleros). 


La formación del suo coincidió además con el inicio de un 
largo ciclo de crecimiento, estabilidad y elevación del salario 
real y el empleo entre los trabajadores. La superación de la cri- 
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sis devaluatoria de 1954 y la ejecución de un programa exitoso 
de reactivación económica por parte del gobierno de Ruiz Cor- 
tines le dieron a este bloque (y sobre todo a la crm, que realmen- 
te controlaba este agrupamiento mediante el grupo dirigente 
de Fidel Velázquez) el contexto adecuado para aumentar su 
membresía y su influencia política y sindical, convirtiéndose 
así en una de las principales fuerzas de apoyo de los gobiernos 
priistas. 

Por su parte, en diciembre de 1960, ya bajo la presidencia de 
López Mateos, se aprobaba una reforma constitucional que 
partió en dos el artículo 123. El apartado B se destinó a normar 
las relaciones de los trabajadores de los poderes de la Unión y 
del gobierno del Distrito Federal. También se incluyó a quienes 
“laboran en instituciones y organismos que tengan a su cargo 
funciones de servicios públicos”. Tres años después el Congreso 
aprobaba la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es- 
tado, Reglamentaria del Apartado B del artículo 123 constitu- 
cional, consumando así la división entre los obreros del sector 
privado y los llamados burócratas. 


La creación del apartado B confinó a los trabajadores al ser- 
vicio del Estado a una serie de normas de excepción en compa- 
ración con los trabajadores del apartado A, destinado a la pro- 
tección de los asalariados de las empresas privadas. A cambio 
de estos controles, durante los años dorados del crecimiento 
económico de México los trabajadores del sector público o 
“burócratas” recibieron diversas prestaciones en materia de sa- 
larios, habitaciones, estabilidad laboral y condiciones de traba- 
jo. Como acto culminante de esta política favorecedora, en 
1973, aunque con una naturaleza jurídica distinta, pues se trató 
de un acuerdo presidencial de Luis Echeverría y no de una re- 
forma legal, se estableció la semana laboral de cinco días de du- 
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ración para los trabajadores de las secretarías y departamentos 
de Estado, dependencias del Ejecutivo federal y demás organis- 
mos públicos e instituciones regidos por la Ley Federal de los 
Trabajadores del Estado. 

La reforma constitucional de 1960 se tradujo también en 
una separación dentro del rr. Los trabajadores del apartado B 
estarían desde entonces encuadrados dentro de la Confedera- 
ción Nacional de Organizaciones Populares (cno»), mientras 
que los obreros del apartado A seguirían su propio camino de 
unificación. 

Así, en 1965 la crm declaró que había condiciones favorables 
para la unidad, cosa que fue apoyada por el presidente Díaz Or- 
daz debido a que “las tensiones entre la cur y el suo —ambas afi- 


liadas al sector obrero del rri— alteraban la paz del partido”. 


A principios de 1966 fue convocada la Asamblea Nacional Re- 
volucionaria del Proletariado para discutir un “pacto de unidad 
definitivo y permanente de la clase obrera”. Ello daría lugar a la 
creación de una organización techo, como le llamaron, del sindi- 
calismo mexicano. Así, el 16 de febrero de 1966 surgía el Con- 
greso del Trabajo (cr), formado por los comités ejecutivos de la 
crm, la crom, la croc, la Federación de Obreros Revolucionarios 
(sor), la Central Obrera Regional (cor), la Confederación Revo- 
lucionaria de Trabajadores (crr) y otras organizaciones. El cr 
representó la etapa más elevada de unidad, consolidación y 
fuerza del sindicalismo mexicano aliado del régimen político. 

Debe aclararse, sin embargo, que sus primeros años de vida 
se caracterizaron por las disputas internas y la definición de 
una política y un liderazgo hegemónico. Una de las centrales 
que habían acudido a la formación del cr, la Central Nacional 
de Trabajadores (cnr), reunía al Sindicato de Trabajadores Elec- 


tricistas de la República Mexicana (srerm), el Sindicato Mexi- 
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cano de Electricistas (sm), la croc, la ror, la crr y la organización 
de cañeros, entre otras. El principal dirigente de esta agrupa- 
ción era Rafael Galván, líder del srerm. Según Xelhuantzi, “su 
constante reflexión sobre cuestiones orgánicas e ideológicas 
del sindicalismo hizo de la corriente galvanista una especie de 
fracción crítica del movimiento obrero [...] (pero sin asumirse) 
como una tendencia opositora o disidente”.* 


El hecho es que esta tendencia crítica tuvo cierta importan- 
cia en los primeros dos años de la vida del cr. Posteriormente, 
sin embargo, la lucha burocrática fue aislando a Galván y su co- 


rriente dentro del congreso. Al final, fueron expulsados en abril 
de 1971, 


El cr, un organismo que en realidad es una coordinadora de 
dirigencias sindicales, agrupó desde un principio a todas las 
confederaciones y sindicatos de las industrias nacionales más 
importantes. En 1967 reclamaba tener más de 3 000 000 de afi- 
liados. El cr no es ni ha sido una confederación ni tiene algún 
registro oficial. Es más bien un “tipo de foro que sirve para dis- 
cutir puntos e intereses distintos de las diversas organizaciones 
obreras [...] Intenta coordinar esfuerzos y definir políticas co- 
munes para todos los grupos laborales”.* Lo que le dio sustento 
y cohesión al cr no fue su reconocimiento legal, pero tampoco 
su coordinación hacia abajo, en la solidaridad con las luchas 
obreras o la definición de iniciativas y acciones. Lo fue, en 
cambio, su identidad política e ideológica, ser miembro del rr: y 
apoyo del régimen. Su razón de ser ha sido tratar de cumplir 
con el objetivo de superar los conflictos internos, con el fin de 
evitar disputas violentas que afecten la vida laboral en las em- 
presas. En realidad, el cr se convirtió, desde su creación, en el 


portavoz del sindicalismo corporativo en torno a los asuntos 
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políticos nacionales más importantes y en un medio para hacer 
causa común frente al movimiento independiente. 


A pesar de la bonanza económica que se conoció en este pe- 
riodo, el descontento obrero siguió manifestándose, aunque de 
manera más localizada, pues se trataba ahora de luchas de fá- 
brica, aisladas unas de otras. No habrá, después de las huelgas 
de 1958-1959, ningún movimiento, dentro del sindicalismo 
nacional, que adquiera una gran envergadura, con excepción 
del movimiento médico de 1964-1965. 


Este movimiento, que reunió en su mejor momento a miles 
de trabajadores de la salud de la Ciudad de México y de mu- 
chos estados del país, logró organizar tres huelgas generales 
entre agosto de 1964 y octubre de 1965. Sus demandas no sólo 
plantearon aumentos salariales, sino, lo más importante, su re- 
conocimiento como trabajadores asalariados al servicio de un 
patrón, el gobierno, y, por lo tanto, el derecho a contar con una 
organización gremial propia y legítima (la Alianza de Médicos 
Mexicanos), así como un contrato colectivo que les garantizara 
estabilidad y mecanismos de ascenso y contratación dignos y 
adecuados. A pesar de algunos logros y de evitar la manipula- 
ción de la rsrse, la represión se impuso sobre los médicos mexi- 


canos.* 


La rebeldía de los médicos reflejó que el crecimiento econó- 
mico y la paz social que se respiraba escondían una crisis de 
grandes proporciones. Las disidencias y las oposiciones del 
campo y la ciudad, de las clases medias, de obreros y campesi- 
nos, se extendían, aunque sin manifestaciones muy notables. 
En cambio, se empezaron a crear los núcleos clandestinos que 
dieron lugar a los primeros brotes guerrilleros. El asesinato de 
Jaramillo y su familia, en mayo de 1962, ayudó, sin duda, a for- 
talecer las concepciones de la lucha armada.” 
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Las huelgas de 1958 y la política persecutoria del régimen de 
López Mateos, que llevó a prisión a varios e ilustres disidentes 
políticos, como David Alfaro Siqueiros, inspiraron también 
uno de los intentos más importantes de unidad de las izquier- 
das, el Movimiento de Liberación Nacional (mm). Surgido el 15 
de septiembre de 1961, el movimiento contó con el apoyo y la 
participación activa del ex presidente Lázaro Cárdenas, lo que 
sin duda fue decisivo para la unidad. Tampoco se explicaría el 
éxito inicial del min si no fuera por el influjo de la Revolución 
cubana.* El min logró reunir a las corrientes nacionalistas de la 
izquierda con las dos tendencias marxistas mexicanas, la de 
Lombardo y la que representaba el »cm. “La emergencia del Mo- 
vimiento de Liberación Nacional era en el terreno ideológico y 
político la confirmación de que el régimen de la revolución se 
había vaciado de su contenido popular y que la democracia no 
era uno de sus objetivos.” A pesar de su promisorio comienzo, 
la vida del min fue efímera y sólo pudo adquirir un valor testi- 


monial en la trayectoria de las luchas del pueblo mexicano.'” 


El descontento obrero tendría que esperar varios años para 
despuntar otra vez, y ese momento no llegó hasta la década de 
1970. Sin embargo, el autoritarismo gubernamental y el corpo- 
rativismo del sindicalismo mexicano, ya bien consolidados en 
la década de 1960, no dieron lugar a la inmovilidad política. 
Por el contrario, el reformismo gubernamental se puso en mar- 
cha poco después de los acontecimientos del 68. 

La rebelión estudiantil y la represión de que fue objeto tu- 
vieron, aparentemente, poca importancia para la vida sindical y 
el movimiento obrero. 

Los estudiantes habían levantado la consigna de la libertad a 
los presos políticos, en primer lugar, de Demetrio Vallejo y Va- 
lentín Campa, dirigentes ferrocarrileros presos hacía más de 
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una década, y habían acudido a las fábricas y a los barrios obre- 
ros en busca de la solidaridad y la participación de los trabaja- 
dores. Ésta, sin embargo, no se mostró masivamente, excepto 
un brote de descontento magisterial en la sección IX, ligada a 
los estudiantes de la Normal Superior. 


A pesar de ello, parece evidente que el gobierno decidió que 
tenía que hacer un esfuerzo adicional para evitar que el des- 
contento social se propagara a otros sectores de la sociedad y 
en particular a los trabajadores. De esta manera, Díaz Ordaz, el 
mismo presidente que reprimió duramente a los estudiantes, 
llevó a cabo una importante reforma legal que tuvo como obje- 
tivo principal ampliar la distribución de los beneficios al con- 
junto de la clase obrera, darle mayor seguridad jurídica a su es- 
tabilidad laboral y, así, mejorar su nivel de vida. 


Las reformas laborales impulsadas por Díaz Ordaz en el últi- 
mo año de su gobierno, en 1970, tuvieron como antecedente 
las reformas constitucionales de López Mateos de 1962 que 
otorgaron el derecho a los trabajadores en la participación de 
las utilidades de las empresas y a un salario mínimo que se de- 
cretaría cada año por un organismo tripartito, la Conasami. 


La exposición de motivos de las reformas de 1970 señalaba 
que 


ahí donde los trabajadores han logrado formar sindicatos fuertes, particularmente nacionales [...] los contra- 
tos colectivos han consignado en sus cláusulas beneficios y prestaciones para los trabajadores muy superio- 
res a los que se encuentran contenidos en la Ley Federal del Trabajo (LFT), pero estos contratos que general- 
mente se aplican a la gran industria han creado una situación de desigualdad con los trabajadores de la pe- 
queña y mediana industria que representan un porcentaje mayoritario [...] Al redactarse el Proyecto se tuvie- 
ron a la vista los contratos más importantes y se extrajo de ellos aquellas instituciones más generalizadas, es- 
timándose que precisamente por su generalización responden a necesidades apremiantes de los trabajadores 
[...] Entre ellas el aguinaldo anual, los fondos de ahorro y prima de antigúedad. Un periodo más largo de 
vacaciones, la facilitación de habitaciones [...] Sin embargo el proyecto no se colocó en el grado más alto de 


11 
esos contratos. 


La ley estableció un piso a las prestaciones laborales: seis 
días de vacaciones al año; aguinaldo equivalente a 15 días de 
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salario; pago de 200% por cada hora trabajada de tiempo extra 
si excede de nueve horas semanales; pago triple cuando se la- 
bora en días de descanso; goce de siete días de descanso obliga- 
torios al año, y prima de antigiiedad equivalente a 12 días por 
año trabajado. 


La iniciativa presidencial también introdujo algunos ele- 
mentos legales de lo que después se conocería como flexibiliza- 
ción laboral, al establecer 


el principio [que no estaba consignado en la legislación vigente hasta ese momento] de que trabajadores y 
empresas puedan negociar los términos y condiciones para la implantación de maquinaria nueva y cuando 
no fuera posible llegar a un convenio [se] crea un procedimiento breve para que las empresas obtengan de las 


dd a 12 
Juntas de Conciliación una solución rápida a sus problemas. 


Así, se concedía una indemnización de cuatro meses y 20 
días por año trabajado (superior a los tres meses que normal- 
mente se otorgaban por un despido injustificado) a los trabaja- 
dores que por esta razón fueran despedidos. 


También se reglamentó de manera más precisa el derecho al 
reparto de utilidades, con un capítulo especial que incluía va- 
rios artículos nuevos. Y se suprimieron los contratos de apren- 
dizaje dando, a cambio, más énfasis a la capacitación profesio- 
nal. 


Las reformas de 1970 fueron calificadas por algunos juristas 
como “radicales” no sólo por los beneficios directos que se 
otorgaban en materia de prestaciones, sino también por algu- 
nos otros cambios que se realizaron bajo una filosofía del dere- 
cho laboral que llevó a su punto más alto su carácter tutelar, de 
acuerdo con la inspiración del Constituyente de 1917. Así, por 
ejemplo, María de Lourdes González, en un estudio publicado, 
subrayó el carácter irrenunciable de los derechos laborales a 
partir de los cambios de 1970, lo que dio “independencia del 
derecho del trabajo del [sic] derecho común”. * 
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El reformismo de Díaz Ordaz prosiguió con Echeverría. En- 
tre 1972 y 1974 se reformó la Ley para crear el Infonavit y el 
Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores (Fona- 
cot), lo que permitió extender estos beneficios, es decir, crédi- 
tos para la vivienda y para la adquisición de bienes de consumo 
durable (electrodomésticos, muebles y otros enseres para el ho- 
gar) a sectores de la clase obrera que no tenían ninguna posibi- 
lidad de acceder a estas prestaciones por medio de la negocia- 
ción contractual. 


Las reformas también incluyeron otros aspectos procesales: 
en particular, se amplió la competencia de las autoridades fede- 
rales frente a las locales. Pero, sin duda, el otro cambio impor- 
tante, además del Infonavit, tuvo que ver con la revisión salarial 
que a partir del 19 de mayo de 1975 se haría legalmente cada 
año (y no cada dos años), así como con la revisión de los míni- 
mos legales, que también sería anual a partir del 1 de enero de 
ese año. 

Hay que subrayar, sin embargo, que la reforma del artículo 
561, aprobada en septiembre de 1974, la cual permitió la revi- 
sión anual de salarios, tuvo una historia diferente, pues no fue 
producto de un proyecto estatal, sino de las circunstancias. 
Desde 1973 la economía mexicana había conocido altas tasas 
de inflación que rompieron con la estabilidad de casi dos déca- 
das. A ello habría que agregar la inestabilidad social, las movili- 
zaciones campesinas, sindicales y estudiantiles, y el salto de la 
guerrilla urbana y rural al escenario nacional. En este marco, el 
cr solicitó un aumento de emergencia, que le fue concedido en 
septiembre de ese año. Pero en 1974 las cosas no mejoraron y, 
ante los reclamos de nuevos aumentos de emergencia, el go- 
bierno decidió reconocer la nueva situación y, además de otor- 
gar nuevos aumentos a los mínimos en octubre, cambió las re- 
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glas del juego y llevó al Congreso la propuesta de las revisiones 
anuales. 


Todas estas reformas expresaban la llamada doctrina de la 
Revolución mexicana en el aspecto obrero: “El trabajo humano 
requiere la protección del Estado a través de una legislación 
cuyo cumplimiento asegure al trabajador y a la familia obrera, 
un mínimo de bienestar y seguridad”.'* 


Esta doctrina era congruente con un país que había crecido 
económicamente de manera ininterrumpida en las últimas dos 
décadas. Lo que llama la atención fue precisamente que repre- 
sentó el último aliento reformista de este régimen, tan dadivo- 
so como autoritario. 


El 31 de agosto de 1976 el gobierno anunciaba la devalua- 
ción del peso después de más de 20 años de paridad fija. Con 
ello cambiarían también las reglas de la negociación entre el 
sindicalismo, el gobierno y los empresarios.'* 
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IX. UNA REFLEXIÓN SOBRE EL CORPORA- 
TIVISMO MEXICANO 


EL periopo de nuestra historia contemporánea posterior al car- 
denismo que corre hasta la década de 1980 ha sido estudiado 
ampliamente por historiadores, economistas, sociólogos y es- 
critores diversos. 

Los rasgos señalados reiteradamente hablan, por un lado, de 
un crecimiento económico sostenido que dio lugar a una ex- 
pansión del empleo industrial y de los salarios. Por otro lado, se 
coincide en que dicho periodo estuvo marcado por un sistema 
político autoritario, de partido único o casi único y una paz so- 
cial que, a pesar de algunos conflictos —algunos de ellos muy 
graves—, se mantuvo durante varias décadas. Otro ingrediente 
fue la estabilidad económica y política. 


Esta parte de la historia está compuesta de luces y sombras: 
crecimiento económico, redistribución del ingreso y paz social, 
por un lado, pero, por el otro, despotismo político, represión, 
falta de libertades y elecciones simuladas. Las dos caras de esta 
historia se han vuelto incluso emblemáticas. Se habla con cierta 
añoranza de los buenos tiempos económicos y se condena la 
larga noche del autoritarismo. Para conciliar esas dos realida- 
des se ha hecho uso de diversos argumentos y conceptos, pero 
hay uno, en particular, que explicaría tanto la inclusión social 
como el despotismo político. Ese concepto, ampliamente utili- 
zado por quienes se han ocupado de esta historia, es el de cor- 
porativismo. 
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En el caso del movimiento obrero, el corporativismo expli- 
caría la forma en la que los trabajadores aceptaron el yugo de 
un sindicalismo controlado por el Estado a cambio de mejores 
salarios y mejores empleos. Un verdadero quid pro quo que ex- 
plicaría también la paz social, la estabilidad política y la hege- 
monía indiscutible de un partido en el poder. Así, el corporati- 
vismo es el concepto clave para entender por qué se aceptó el 
sacrificio de las libertades mientras se obtenían beneficios tan- 
gibles como la seguridad social, mejores prestaciones laborales 
y, en general, un clima de ascenso social generalizado, que al- 
canzó no sólo a la clase obrera, sino también a las llamadas cla- 
ses medias urbanas. 


Esta tesis, sin embargo, puede dar lugar a confusiones, pues, 
en realidad, el corporativismo mexicano no fue producto de un 
arreglo negociado o consensual entre el sindicalismo y el go- 
bierno, sino resultado de un conjunto de circunstancias, entre 
ellas, la represión y la violencia ejercidas contra las corrientes 
más representativas del sindicalismo mexicano. 


Para entender mejor el problema hay que decir que la mayo- 
ría de los que utilizan el concepto de corporativismo se basan 
en un autor: Philippe Schmitter. En un ensayo publicado en 
1974, Schmitter pretende rescatar el concepto de corporativis- 
mo, pues, según el autor, debido a la derrota del fascismo y del 
nacionalsocialismo, el concepto había sido “virtualmente reti- 
rado del léxico de la política”. En principio Schmitter considera 
que el corporativismo es un “sistema moderno de representa- 
ción de intereses [...] un modelo [...] de negociación institucio- 
nal para vincular los intereses de la sociedad civil, organizada 
en asociaciones, con las estructuras [...] del Estado”.! 


Años después Schmitter afirmaría que “el corporativismo en 
su versión original fue una respuesta contingente y coyuntural 
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a un periodo particular del desarrollo del capitalismo”, es decir, 
“el capitalismo que surgió después de la segunda Guerra Mun- 
dial”, en el que “prevalecían las economías nacionales bajo un 
patrón [...] keynesiano”, las cuales “controlaban las demandas, 
las decisiones y la administración locales [...] Fue [...] un medio 
para administrar el capitalismo moderno especialmente por 
partidos socialdemócratas”.? 


La definición de corporativismo de Schmitter pretende 
abarcar diversas realidades históricas, culturales, ideológicas y 
políticas.? Sin embargo, admite que para evitar comparaciones 
“suprahistóricas” debe darse un paso más y desarrollar el con- 
cepto de corporativismo creando diversos subtipos de este fe- 
nómeno. Basado en Manoilesco,* pasa entonces a definir dos 
subtipos de corporativismo: el corporativismo social (societal 
corporatism) y el corporativismo de Estado (state corporatism). 


El primero tendría como ejemplos empíricos los casos de Suecia, Suiza, Países Bajos, Noruega y Dinamarca 
[...] Mientras que el segundo serían los casos de Portugal, España, Brasil, Chile, Perú, México y Grecia, de 
igual manera las experiencias ya extinguidas de la Italia fascista, la Francia de Petain, la Alemania nacionalso- 


cialista y la Austria de Dollfuss.- 


De esta manera, Schmitter pasa de la definición general de 
un concepto descriptivo a la formulación teórica de diversas 
formas históricas del Estado en el siglo xx. En sus palabras, la 
existencia de estos subtipos hace ver al corporativismo “como 
producto de distintos procesos políticos, económicos y sociales 
y vehículos de relaciones de poder e influencia muy diferentes”. 


Más precisamente, una de las diferencias fundamentales en- 
tre los dos subtipos de corporativismo es que el social se en- 
cuentra arraigado en sistemas políticos donde existen “proce- 
sos electorales y sistemas de partidos abiertos y competitivos”, 
mientras que el corporativismo de Estado tiende a estar rela- 
cionado con países donde “las elecciones no existen o son ple- 
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biscitarias y los sistemas de partidos están dominados o mono- 
polizados por un [...] partido único”. 


El corporativismo social es entonces un componente del *ca- 
pitalismo avanzado posliberal, del Estado del bienestar demo- 
crático”, mientras que el corporativismo estatal sería un ele- 
mento definitorio de “un capitalismo tardío y autoritario”.* 


Este último surge entonces de “la necesidad de asegurar la 
“paz social”, en una situación en que la burguesía es demasiado 
débil, dividida internamente, externamente dependiente y con 
carencia de recursos para responder efectiva y legítimamente a 
esas demandas en el marco de un Estado liberal”.” 


Schmitter acepta también, de acuerdo con Manoilesco, que 
el corporativismo responde a las transformaciones de la econo- 
mía mundial y en particular a la necesidad, por parte de los paí- 
ses más atrasados, de reestructurar la división del trabajo inter- 
nacional y de distribuir mejor los beneficios. 


Las reflexiones de Schmitter, en particular sobre el subtipo 
de corporativismo estatal que resaltaba su vinculación con un 
sistema político autoritario y de partido único o de partido de 
Estado, hicieron del corporativismo un término favorito para 
describir la situación mexicana en el siglo xx. 


Por ejemplo, según Manuel Camacho, el corporativismo sir- 
ve para designar un régimen donde el Estado controla a las cla- 
ses subalternas, en especial a los sindicatos, mediante su divi- 
sión o fragmentación para debilitarlas, y es también un medio 
para su supeditación ideológica.* 


Por su parte, Meyer define así el corporativismo: 


Esta organización de la sociedad en gremios tiene un doble objetivo. Busca 1) la creación de un mecanismo 
de representación política y de ajuste de intereses entre los grandes actores económico-sociales con el fin de 
neutralizar los conflictos [...] y 2) las corporaciones de trabajadores y empresarios actúan como mecanismos 
de control sobre sus miembros individuales y a su vez esas corporaciones quedan subordinadas al Estado. 
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Y agrega que “el corporativismo resultó en la práctica un 
arreglo político ideal para la creación y sostenimiento de un 
sistema autoritario como el [...] mexicano”.? 


Aunque con matices, tanto Camacho como Meyer resaltan el 
corporativismo como base de un régimen antidemocrático. 


Por su parte, De la Garza señala que “el corporativismo mo- 
derno es una forma de regular las relaciones entre las clases en 
el Estado social”. Precisamente, la aparición del Estado social 
(en el siglo xx) [...] “ha incidido en la sociedad civil en dos direc- 
ciones: en primer lugar, en el intervencionismo estatal en la 
economía, en la esfera de la producción, la circulación y el con- 
sumo [...] En segundo lugar, ha repercutido en la esfera corpo- 
rativa de la sociedad civil”.' 


Si atendemos la perspectiva de De la Garza, en el caso de 
México, corporativismo y Estado social van de la mano. Es de- 
cir, hay que destacar no sólo la subordinación antidemocrática 
de la sociedad civil, sino también la otra cara del corporativis- 
mo, la que permite una cierta distribución de los beneficios. 


El Estado social de la posguerra adquirió rasgos corporati- 
vos, pero también construyó mecanismos e instituciones con la 
participación de los sindicatos que permitieron obtener venta- 
jas políticas y materiales en favor de los trabajadores. Ello se 
debe también a que existió una fuerza política y sindical que lu- 
chó por leyes protectoras del trabajo y acuerdos de diverso tipo 
para mejorar el nivel de vida de la clase obrera.'' 


Es necesario entonces desmentir a Schmitter y distinguir el 
Estado social (de la posguerra) del Estado propiamente corpo- 
rativo, el cual surgió antes de la conflagración mundial y cuya 
expresión más acabada puede encontrarse en la experiencia del 
fascismo italiano. 


106 


Para subrayar este último punto vale la pena repasar, breve- 
mente, qué fue el corporativismo fascista. Recordemos que en 
enero de 1925 Mussolini anuncia la “limpieza definitiva” y aca- 
ba con toda resistencia antifascista. En ese momento, a los nue- 
vos sindicatos fascistas se les encomendó el derecho exclusivo 
de representar a los trabajadores, y junto con los empresarios, 
también fascistizados, se sentaron las bases del Estado corpora- 
tivo.'? 


Poco después, Mussolini decretaba la disolución de todos los 
partidos políticos y la suspensión de las garantías individuales, 
y disolvía el parlamento. Todo ello supuso una enorme concen- 
tración del poder y “selló el fin del sistema liberal”.** 


Las condiciones estaban listas para el nacimiento formal del 
Estado fascista, lo que se reflejó en la firma de la Carta del Lavo- 
ro en 1927, por la cual los sindicatos eran sustituidos por cor- 
poraciones en las que se integraba a los trabajadores y patronos 
en cada ramo de la producción. Estas corporaciones laborales 
eran una forma más agresiva de intervención del Estado en la 
economía con el fin de controlar a los trabajadores. Es enton- 
ces cuando se anuncia la definición doctrinal del “Estado cor- 
porativo” y se prepara “la nuova legislazione dello Stato fascis- 


” 


ta. 


Los representantes de las distintas corporaciones integraban 
el Consejo Nacional de Corporaciones. El Consiglio nazionale 
delle corporazioni, inicialmente concebido como órgano con- 
sultivo, se convirtió en 1939 en la Camera dei fasci e delle cor- 
porazioni, sustituta definitiva de la vieja Camera dei deputati 

En síntesis, el corporativismo fascista fue una forma de or- 
ganización del Estado'* y de los sindicatos basada en un siste- 
ma totalitario que eliminaba legalmente cualquier oposición 
sindical y política. La ley sólo reconocía a los sindicatos fascis- 
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tas, y la negociación contractual estaba restringida exclusiva- 
mente para ellos. El control del Estado sirvió en este caso para 
echar a andar un proyecto económico que utilizó el excedente, 
no para redistribuirlo entre los trabajadores, sino para finan- 
ciar un aparato militar capaz de llevar a cabo una conquista te- 
rritorial más allá de sus fronteras por medio de la guerra.'* 


A diferencia del fascismo, el Estado social autoritario creó 
mecanismos de regulación social (redistributivos) y el control 
de organizaciones sociales (bajo formas antidemocráticas). De 
esta manera alentó la participación de los sindicatos, pero al 
mismo tiempo los sujetó a ciertas reglas autoritarias. Se apoyó 
en un modelo de crecimiento basado en la expansión de la de- 
manda interna (y, por lo tanto, del empleo y los salarios); sin 
embargo, ello no se tradujo en una mayor libertad sindical. 


La complejidad histórica del Estado social autoritario ha 
propiciado algunas interpretaciones de la historia de México 
que vale la pena discutir. 


Algunos autores dan por sentado que los orígenes del corpo- 
rativismo mexicano se encuentran en la Constitución de 
1917.'* Otros autores consideran que las bases del corporati- 
vismo se pueden encontrar en el periodo de Lázaro Cárdenas.” 


Desde mi punto de vista, sin embargo, la Constitución de 
1917 fue resultado de la presión popular, encarnada en ejérci- 
tos rebeldes (como el zapatista) y en organizaciones sociales di- 
versas, como la com y un amplio abanico de sindicatos que sur- 
gieron en esos años. Fue también producto de una nueva idea 
de Estado que rompía con el modelo que había estado vigente 
en el porfiriato. En esta nueva idea del Estado destacaban el re- 
conocimiento de los derechos de las clases, obreras y campesi- 
nas y la intervención gubernamental para asegurar el cumpli- 
miento de esos derechos. 
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No es correcto entonces afirmar que la Constitución de 
1917 funda el Estado corporativo, pues en realidad de ahí surge 
una cosa distinta: el Estado social. El 123 no legaliza la inter- 
vención del Estado en la vida interna de los sindicatos ni en las 
huelgas. Lo que funda es la regulación estatal del conflicto, a di- 
ferencia del Estado liberal porfirista. Una experiencia pionera 
como la República de Weimar o el New Deal de Roosevelt.'* 


El nuevo Estado social rompe con el Estado liberal debido a 
fenómenos históricos como el auge de la lucha sindical, las re- 
voluciones de principios de siglo (de 1917 a 1925) y, luego de la 
crisis de 1929, procesos que refuerzan la idea de un Estado in- 
tervencionista.'” 


Es cierto, sin embargo, que bajo la presidencia de Calles se 
generaron relaciones clientelares y corporativas entre las orga- 
nizaciones sociales y el Estado. Un ejemplo muy claro fue la 
crom, que llevó a su líder más importante, Morones, a conver- 
tirse en secretario de Industria, Comercio y Trabajo. Sin em- 
bargo, estas tendencias no se consolidaron, pues la alianza polí- 
tica entre Calles y Morones fue desmantelada poco después del 
asesinato de Obregón y la depuración que hizo Portes Gil de 
los cromistas. 


En cambio, como resultado del magnicidio del sonorense, se 
creó el pur en 1929, lo que llevó a una fuerte concentración del 
poder en manos de la élite política y permitió el surgimiento de 
un partido de Estado.” 

A pesar de su inspiración corporativa,?! el régimen no logró 
la centralización absoluta del poder como en Italia. Muestra de 
ello fueron las divisiones y enfrentamientos entre el Congreso, 
el px y el presidente en turno. Estas disputas reflejaban la exis- 
tencia de distintas facciones organizadas en partidos regionales 
o como bloques políticos.?? Aún más, como resultado de la con- 
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vención del partido en 1933 “se sentaron las bases de un poder 
dual: el del presidente de la República y el del presidente del 
partido”.?* 


Años más tarde, durante el cardenismo, se retoma la cons- 


12* con base en el programa de la 


trucción del Estado socia 
Constitución de 1917 y la participación de las organizaciones 
sindicales y campesinas más importantes, mismas que habían 


repudiado los lazos corporativos y clientelares del callismo. 


Si se observa con más cuidado, en el prm no se integraron to- 
das las organizaciones sindicales. Varias disidencias quedaron 
fuera. La pérdida de autonomía del movimiento obrero no fue 
resultado automático de su incorporación al rm. En realidad, la 
cooptación de los sindicatos fue un proceso más largo que tuvo 
como respuesta diversas luchas de resistencia. 


El autoritarismo y la consolidación del corporativismo en 
México surgen entonces como resultado de dos procesos, en 
dos momentos históricos distintos: por un lado y en primer lu- 
gar, con la creación del pnr; por el otro, casi 20 años después, 
cuando tuvo lugar el sometimiento (represivo) de las oposicio- 
nes políticas y sociales (que se logra hasta fines de los cuarenta) 
bajo el gobierno de Miguel Alemán.” 


Estas precisiones resultan importantes porque nos aclaran 
las razones y circunstancias que propiciaron la consolidación 
del corporativismo sindical y del Estado mexicano de la pos- 
guerra y sus rasgos tan particulares. 


12 ni de un 


No se trató de un arreglo básicamente consensua 
pacto entre el gobierno, su partido y el sindicalismo. Lo que su- 
cedió realmente fue que en el periodo alemanista se produjo 
una alianza política entre una camarilla sindical y el gobierno, 
con el objetivo de aplastar cualquier oposición política o social. 


Una vez que se logró este sometimiento, la situación mundial 
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permitió, años más tarde, en la segunda posguerra, que el Esta- 
do mexicano pusiera en práctica un conjunto de políticas redis- 
tributivas.” 


Ello fue posible gracias a un nuevo contexto internacional 
que permitió un nuevo modelo económico, basado en la de- 
manda interna, la seguridad social, la contratación colectiva y 
el aumento del salario y el empleo. 


La existencia del Estado social autoritario en México fue po- 
sible entonces por una cadena de acontecimientos y no por un 
solo hecho primigenio, que abarcará desde el Constituyente de 
1917 hasta la coyuntura de la segunda Guerra Mundial. 


El Estado mexicano fue autoritario y dadivoso y esta mezcla 
de actitudes se presentó en muchos aspectos de la historia que 
corre desde la década de 1950 hasta principios de la década de 
1980. En el caso del sindicalismo, dio lugar a fenómenos que 
pueden parecer contradictorios y difíciles de entender: la exis- 
tencia de un amplio abanico de organizaciones sindicales que 
daba la impresión de un cierto pluralismo, instituciones y leyes 
obreristas, y una fuerte representación política de los sindica- 
tos en el poder legislativo y en otros niveles de gobierno, todo 
ello, bajo un esquema de subordinación, antidemocracia y re- 
presión de las oposiciones independientes. 
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X. LA INSURGENCIA OBRERA: 1970-1976 


EL movimieNTO de 1968 y su secuela represiva representan un mo- 
mento histórico de gran trascendencia para el México contem- 
poráneo' que ha sido materia de numerosos ensayos. Sin em- 
bargo, poco se ha hablado de su impacto sobre el movimiento 
obrero y sindical y del surgimiento de la insurgencia obrera en 
la década de 1970. 


A pesar de la brutal represión que se ejerció contra los estu- 
diantes, se lograron abrir nuevos cauces a la movilización po- 
pular. México conocerá un inusitado despliegue de la actividad 
reivindicativa de diversos sectores sociales, muchos de los cua- 
les estaban totalmente controlados o pasivos. En el caso de los 
trabajadores, el conflicto electricista es el ejemplo más evidente 
de este nuevo despertar obrero, pero también habrá una multi- 
tud de luchas de fábrica que brotarán en esos años. En todos 
estos casos el ejemplo del movimiento estudiantil del 68 parece 
haber inspirado la nueva rebeldía social. 


Uno de los rasgos más destacados de este periodo fue que la 
movilización popular buscó organizarse de manera indepen- 
diente del partido oficial, del control corporativo y de la ideo- 
logía de la Revolución mexicana. Después del 68, las expectativas 
de una democratización del país parecían haber sido cancela- 
das por el gobierno. El cambio tendría que venir de la presión 
popular y no sería un camino fácil, pensaron los nuevos prota- 
gonistas del descontento. "Tendría que ser un proyecto radical, 
no tanto por las demandas que se enarbolaron, muchas de ellas 
reivindicativas, sino por su afán de ruptura con las estructuras 
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políticas dominantes. Así, en el caso de las movilizaciones 
obreras independientes, aun aquellas que ocurrían en la fábrica 
más pequeña, superaban su carácter gremial y se convertían en 
una lucha política contra las autoridades laborales y las repre- 
sentaciones sindicales oficiales. Los márgenes de negociación 
se reducían y la disputa central no se centraba, frecuentemente, 
en el porcentaje de aumento salarial o la revisión del contrato 
colectivo, sino en el reconocimiento y a veces la existencia mis- 
ma de un sindicalismo independiente. 


Por su parte, después del 68 el país conoció también una re- 
definición de estrategias desde arriba, desde el Estado. El refor- 
mismo echeverrista, provocado por la convulsión del 68 pero 
también por los problemas estructurales de la economía mexi- 
cana, tuvo un discurso ambiguo que por un lado alentó el cam- 
bio y por el otro lo reprimió duramente. Ello condujo a agudi- 
zar las contradicciones no sólo frente a los sectores populares 
emergentes, sino también frente a los empresarios organizados. 
La inestabilidad política y luego económica se convirtió, a dife- 
rencia de las décadas anteriores, en el signo de los tiempos. 

La crisis abierta en el 68 y la inestabilidad y los conflictos de 
la década de 1970 fueron el principio del fin del llamado “Esta- 
do social autoritario”. Pero a la disrupción política y social debe 
agregarse el agotamiento del modelo económico y, en particu- 
lar, “la crisis de la base sociotécnica y del modelo de relaciones 
de trabajo que sustentaron el desarrollo estabilizador”? 

La trayectoria del mundo laboral, en particular del movi- 
miento obrero, estará marcada por ambos fenómenos, como se 
verá más adelante. 

La ola de movilizaciones obreras independientes tuvo como 
principal destacamento a la Tendencia Democrática (rn) del 


Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la República 
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Mexicana (surerm), encabezada por Rafael Galván. La moviliza- 
ción electricista adquirió repercusiones nacionales y logró 
atraer a casi todos los grupos de trabajadores opositores al sin- 
dicalismo corporativo que se habían formado en los años pre- 
cedentes. 


Junto a los electricistas, el sexenio atestiguó un incremento 
significativo de los conflictos obreros, dando lugar a lo que se 
conoció como el periodo de la insurgencia sindical. Fue, en efec- 
to, un levantamiento obrero motivado por diversas causas, al- 
gunas recientes y otras de viejo cuño: el mejoramiento de los 
salarios y las condiciones de trabajo, pero sobre todo el rescate 
de sus sindicatos o la creación de nuevas organizaciones, libres 
del sindicalismo burocrático y de sus peores vicios: la corrup- 
ción, la antidemocracia, la falta de respuesta a las demandas de 
sus agremiados. 


Según un recuento puntual de esos años,? en 1971 se presen- 
taron 11 conflictos importantes, en 1972, 32; en 1973, 29; en 
1974, 38; en 1975, 39, y en 1976, 29. Abarcaron electricistas, fe- 
rrocarrileros, mineros-metalúrgicos, textiles, de la industria 
automotriz, universitarios, telefonistas, de la construcción, de 
la industria farmacéutica, del calzado, de la industria refresque- 
ra, etc. Cubrieron casi toda la geografía del país. Incluyeron a 
empresas de la pequeña y mediana industria, pero también a 
los grandes establecimientos y a conglomerados industriales 
del tamaño de la Comisión Federal de Electricidad (cre). Dieron 
lugar al surgimiento de nuevas tendencias sindicales y formas 
de organización obrera. Entre las nuevas corrientes surgieron, 
además de los electricistas democráticos, el Consejo Nacional 
Ferrocarrilero (cur) y la Unidad Obrera Independiente (uo), 
creadas en 1971 y 1972, respectivamente, así como el Frente 
Auténtico del Trabajo (sar) (fundado en 1964 pero que adquiere 
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un renovado protagonismo a partir de la década de 1970). 
Igualmente, aliados a otros sectores populares y campesinos, 
surgen frentes amplios de luchas regionales y nacionales. En 
este último caso, en 1975 se crea el Frente Nacional de Acción 
Popular (rap). 


Las movilizaciones de esos años unificaron a dos grandes 
corrientes sindicales. La de Galván, el último heredero del sin- 
dicalismo inspirado en el nacionalismo revolucionario, de un 
lado, y de otro, las nuevas corrientes sindicales surgidas al calor 
de la última década. Una, organizada en un sindicato nacional 
de industria con muchos años de experiencia, con métodos más 
democráticos que los de otros sindicatos corporativos y por lo 
tanto con una dirección reconocida por los propios trabajado- 
res. Los otros eran un conjunto de organizaciones disímiles y 
una gran cantidad de núcleos obreros cuyo nivel organizativo 
apenas se sostenía en la lucha de fábrica. Pero la principal dife- 
rencia entre ambas corrientes radicó en sus expectativas políti- 
cas. Galván intentó sobrevivir y reinsertarse en el movimiento 
obrero legalmente reconocido, aunque con una posición inde- 
pendiente y crítica. Las otras corrientes deseaban construir una 
alternativa propia, distinta al sindicalismo corporativo. Sin em- 
bargo, la unidad entre ambas, que se materializó en el Frente 
Nacional de Defensa y Acción Popular (exnr), no logró trascen- 
der después de la última batalla: un desesperado intento de 
huelga de los electricistas, en 1976, que no tuvo éxito. “Esqui- 
roles, personal de confianza y el ejército toman las plantas don- 
de laboran los trabajadores democráticos. La cre despide a to- 
dos los eventuales de la Tendencia y jubiló a sus dirigentes.”* 
Los electricistas se dispersaron y el movimiento en su conjunto 
se replegó a la lucha de fábrica, aislada y con escasas moviliza- 
ciones y triunfos. 
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La política laboral de Echeverría frente a la insurgencia 
obrera osciló entre un discurso aperturista al principio del 
sexenio y un cierre de filas con la burocracia sindical en la se- 
gunda mitad del periodo. Al final, se decidió por una defensa a 
ultranza del aparato de control sindical. El reformismo echeve- 
rrista fue, como en muchos otros ámbitos, contradictorio y por 
ello ineficaz. No se logró un desarrollo sostenido con redistri- 
bución del ingreso, como había sido la intención manifiesta. 
Tampoco una apertura democrática del sistema político. En el 
caso del sindicalismo, este último objetivo tuvo un saldo parti- 
cularmente adverso, pues la represión y la cerrazón del go- 
bierno fueron el principal instrumento para enfrentar la insur- 
gencia obrera. 


Hubo, sin embargo, importantes excepciones. Una de ellas, la 
del sindicato telefonista. En 1976, poco después de la represión 
a los electricistas, los trabajadores lograron, mediante un movi- 
miento espontáneo y sorpresivo, destituir a su dirigencia y ele- 
gir a una nueva. Como secretario general del nuevo comité eje- 
cutivo democrático quedó un líder desconocido hasta ese mo- 
mento: Francisco Hernández Juárez. 

Otros núcleos de trabajadores que darán batallas sindicales 
memorables después de 1976 y que lograrán su consolidación 
son los sindicatos universitarios, la vor —que conocerá su mo- 
mento de mayor fuerza— y varias secciones del sindicato mi- 
nero. 

La huelga del sruvam de 1977 merece un tratamiento más de- 
tenido. En 1971 la Asociación de Trabajadores Administrativos 
de la unam (araunam) se transformó en el Sindicato de Trabajado- 
res y Empleados de la unam (sreunam). Un año después, el 25 de 
octubre de 1972, el sindicato estalló una huelga que paralizaría 
a la Universidad por casi tres meses, provocando la renuncia 
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del rector Pablo González Casanova. El resultado del movi- 
miento fue exitoso, pues se ganó la bilateralidad de las relacio- 
nes laborales a través de la firma de un convenio colectivo de tra- 
bajo, que hasta el otoño de 1980 hizo las veces de un contrato 
colectivo.? El sindicato agrupaba sólo a los trabajadores admi- 
nistrativos, pero poco después los profesores decidieron for- 
mar su propio sindicato. A mediados de 1974 constituyeron el 
Sindicato del Personal Académico de la unam (spaunam) que al año 
siguiente estallaría su primera huelga para demandar, al igual 
que el sreunam, la firma de un contrato colectivo de trabajo. El 
sTeuNAM y el spaunam se convirtieron en parte de las luchas de re- 
sistencia de la década de 1970 y en un núcleo de referencia, 
apoyo y solidaridad de la insurgencia obrera de esos años. 


Alentados por el avance del sindicalismo independiente du- 
rante la primera mitad de la década, los sindicalistas universita- 
rios decidieron dar un paso más y en febrero de 1977 las dos 
organizaciones gremiales se unieron en una sola. Poco después, 
a fines de marzo, surgiría el Sindicato de Trabajadores de la 
UNAM (sTUNAM), y a principios de abril el nuevo sindicato empla- 
zaba a huelga para reclamar la firma de un contrato colectivo, 
aumento de salarios y la reinstalación de un grupo de trabaja- 
dores despedidos. 

Durante junio de 1977 se realizaron varias movilizaciones 
con el apoyo de otras organizaciones similares, como el nacien- 
te Sindicato de Trabajadores Independientes de la Universidad 
Autónoma Metropolitana (srruam). En la última manifestación, 
del 18 de junio, organizada por el rua» en apoyo al srunam, hubo 
la presencia de miles de miembros de la ro del surerm, de varios 
sindicatos universitarios del interior del país y de otras organi- 
zaciones obreras, campesinas, estudiantiles y de colonos, que 
demostraron su apoyo al movimiento sindical universitario.* 
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La huelga estalló el 20 de junio en todas las instalaciones de la 
Universidad Nacional. Sin embargo, una semana después la 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje declaro “ilegal” el pa- 
ro de labores. 


La respuesta del movimiento consistió en una marcha com- 
parable a las que habían organizado los electricistas pocos años 
antes. Además, 35 sindicatos de 20 universidades del país 
anunciaron también paros de solidaridad. A pesar de ello, la re- 
presión aumentó y a principios de julio la policía detuvo a seis 
de los principales dirigentes sindicales del sector académico. Al 
otro día, el 7 de julio, 


a las cinco de la mañana, tras la señal de una luz de bengala, 12 mil elementos de la Dirección General de Po- 
licía y Tránsito del Distrito Federal (DGPyT), comandados por Arturo Durazo Moreno, que previamente ha- 
bían rodeado la Ciudad Universitaria, cerraron su cerco y en 75 minutos desalojaron totalmente las instala- 


ciones ocupadas desde el día 20 de junio por los huelguistas del STUNAM.” 


Ya con la huelga rota y varios dirigentes detenidos, la Secre- 
taría de Gobernación llamó a pláticas. Finalmente, el 9 de julio, 
se llegó a un acuerdo que en síntesis consistía en el reconoci- 
miento del srunam, la libertad de los detenidos, la reinstalación 
de varios sindicalistas que habían sido despedidos y un pago de 
salarios caídos casi simbólico de 26%. No se reconoció, sin em- 
bargo, un contrato colectivo único para los trabajadores admi- 
nistrativos y los profesores, pues estos últimos regirían su vida 
laboral por un estatuto especial. 


La huelga logró obtener varias, aunque no todas, las deman- 
das que había levantado. Abrió el camino para que dos años 
después se legislara sobre el sindicalismo universitario, evitan- 
do que se creara un régimen de excepción para estos trabajado- 
res en la Constitución, el llamado apartado C del artículo 123. 
En cambio, el artículo 3% de la Constitución fue reformado pa- 
ra incluir un párrafo en el que se señaló: 
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Las relaciones laborales del personal académico y administrativo serán reguladas en términos del apartado A 
del 123 y lo relativo a la Ley Federal del Trabajo, de acuerdo a las características especiales de ese trabajo y de 
acuerdo con la autonomía, la libertad de cátedra y los fines de las instituciones de educación superior. Una 


reforma que dio lugar a modificaciones a la Ley Federal del Trabajo que culminaron en octubre de 1980.* 


El movimiento permitió la consolidación del sindicalismo 
universitario, aunque bajo una situación peculiar e inédita has- 
ta entonces, pues se tuvo que reconocer a un sindicato que ad- 
ministraba legalmente un contrato colectivo pero que al mismo 
tiempo carecía de un registro reconocido por el gobierno.” 
Además, se trataba de una organización gremial en la que una 
parte de sus miembros (los maestros) estaba impedida para ad- 
ministrar su propio contrato colectivo. "Todas estas incon- 
gruencias fueron producto de las maniobras legales de un go- 
bierno que no asimilaba la constitución de un conglomerado 
independiente de trabajadores organizados. 


Además de los sindicatos universitarios, otra fuerza surgió 
en el panorama sindical para ya no abandonarlo: el movimien- 
to magisterial, que había estado relativamente controlado en 
los últimos años. 


En 1979 la protesta se inició desde Chiapas y unos meses 
después, en 1980, se unían los maestros de Oaxaca. Cuarenta 
mil educadores protagonizaban una insurgencia sindical a des- 
tiempo de la insurgencia obrera de la década de 1970, cuando 
ésta parecía disolverse. Pero la dinámica magisterial adquirió 
un ritmo propio: en 1980 la insurgencia se extendía a Guerrero 
e Hidalgo, alcanzando su punto más alto de movilización. 
Otras secciones sindicales se unieron al movimiento en 1981: 
Guerrero, Valle de México e Hidalgo. “Es el punto de mayor 
acumulación de fuerzas y por primera vez se puede hablar de 
un movimiento nacional.”” A partir de entonces, el movimien- 
to magisterial agrupado en la Coordinadora Nacional de Tra- 
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bajadores de la Educación (cnre) se convertiría en un protago- 
nista de los movimientos de resistencia y protesta contra el 
neoliberalismo, precisamente en los momentos en que se ini- 
ciaba una nueva y grave crisis económica en México. 


La vox, por su parte, fue la organización sindical ajena al con- 
trol oficial más importante en México al final de la década de 
1970, con 15 sindicatos y 150 000 trabajadores. Sus luchas iban 
dirigidas a resolver cuestiones económicas más que a tener in- 
fluencia en la política nacional, pues se declaró apolítica y por 
supuesto independiente de todos los partidos políticos.'' 


Por su parte, las organizaciones del cr salieron del convulsio- 
nado sexenio de Echeverría más o menos íntegras a pesar de la 
pugna electricista. Debido a la crisis económica y las devalua- 
ciones de 1975, el sindicalismo oficial vio la oportunidad de in- 
fluir en un momento en el que el gobierno optaba entre una 
política redistributiva o, dando un viraje radical, bajo los dicta- 
dos del Fondo Monetario Internacional (rm), una severa políti- 
ca de ajuste. 


En estas condiciones, la crm decidió elaborar un programa de 
reforma económica en los primeros meses de 1978, que ofrecía 
una alternativa a las medidas de austeridad. En síntesis, el pro- 
grama de la crm defendía las siguientes prioridades: garantizar 
el derecho al empleo; desarrollar las capacidades productivas 
del país y la equidad en la distribución del ingreso; acceso ade- 
cuado a los bienes básicos, vivienda, educación y calificación de 
la fuerza de trabajo, y soberanía nacional. Para ello, proponían 
reorientar el proceso de acumulación privada del capital a fa- 
vor del Estado y del sector social, “restableciendo la alianza his- 
tórica entre la clase obrera y el Estado mexicano”. 


Específicamente propusieron: 1) un capítulo especial en la 
Constitución sobre política económica que dividiría la propie- 
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dad de los medios de producción en tres categorías: estatal, so- 
cial y privada; 2) rechazo a la liberalización comercial, y 3) con- 
trol de cambios y de los flujos de capital, y reestructuración de 
la deuda externa. 


La crm solicitó el respaldo del cr, así como de diversos grupos 
de intelectuales, y “de manera novedosa [...] buscó [también] el 
apoyo de los diputados de izquierda” para impulsar las refor- 
mas constitucionales.'? La iniciativa, sin embargo, quedó conge- 
lada. Ello pudo ser así no sólo por la falta de apoyo de otros 
sectores priistas, sino también porque los dirigentes obreros 
decidieron esperar mejores tiempos políticos ante el repunte 
económico que se conoció a partir de ese año. 

En efecto, entre 1978 y 1982, gracias a los recursos petrole- 
ros con que contó el gobierno de López Portillo, se pudo exten- 
der por algún tiempo un ritmo de crecimiento muy alto. Con 
ello, se evitó un ajuste de grandes proporciones sobre el empleo 
mientras que el salario sufrió una devaluación menor. Sin em- 
bargo, la política económica instrumentada dio lugar a un de- 
sorden mayúsculo, lo que, junto con un brusco cambio en las 
condiciones económicas mundiales, desembocó en una nueva 
crisis en 1982 que fue de mayores y más graves proporciones 
que la ocurrida seis años antes. 


Pero antes de que esto sucediera, el gobierno de López Porti- 
llo impulsó, a principios de su mandato, en 1978, un conjunto 
de reformas laborales. La más importante fue la que se hizo al 
primer párrafo del artículo 123, que quedó redactado de la si- 
guiente manera: “Toda persona tiene derecho al trabajo digno y 


socialmente útil”.'* 


Esta última fue una respuesta, más bien discursiva, a los re- 
clamos del movimiento obrero organizado. Se intentaba demos- 
trar que “la obligación que la Nación tiene para promover el 
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empleo, [recae] fundamentalmente en el Estado”.'* Quizá el 
boom petrolero y la ilusión de la abundancia permitieron alen- 
tar el sueño de que era posible dar empleo a la inmensa mayo- 
ría de los mexicanos. Lo curioso es que este equipamiento con- 
ceptual se hiciera pocos años antes del colapso definitivo del 
Estado de bienestar a la mexicana; los acontecimientos inme- 
diatamente posteriores hicieron imposible cumplir con el man- 
dato recién consagrado en la Constitución. Así, el llamado dere- 
cho al trabajo fue una especie de epitafio de la vieja época que se 
cerraba y un sarcasmo involuntario del neoliberalismo que ve- 
nía en camino. 


En 1980 se realizaron otras reformas a la rr. Algunos de los 
artículos modificados tenían que ver con la capacitación, la hi- 
giene y la seguridad en el trabajo. Se trató fundamentalmente 
de una reforma de carácter procesal que modificaba los títulos 
XIV y XV de la ley. Uno de los aspectos más importantes de es- 
ta reforma fue la que se hizo en el artículo 123, que restringió 
el derecho de huelga al impedir que éste pudiera ejercerse por 
otro que no fuese el sindicato titular del contrato colectivo. Es 
decir, las organizaciones, sindicatos o coaliciones opositoras a 
los dirigentes que no tuvieran reconocida la titularidad del 
contrato colectivo no podrían ejercer el derecho de huelga. És- 
ta fue, según algunos expertos en derecho laboral, una respues- 
ta a la ola de huelgas que se presentó en 1975-1976 en el Valle 
de México al margen del sindicalismo corporativo. '* 


No sólo eso. Las reformas de 1980 también abrieron la puer- 
ta al auge de los llamados contratos de protección. 


Las reformas al derecho procesal de trabajo de 1980 generaron sin duda condiciones más favorables para los 
contratos de protección (aunque) por sí solas, no bastan para explicar esta nueva proliferación que se dio so- 


bre todo después de mediados de los ochenta como parte de la política laboral promovida directamente des- 
de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social. 
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XI. LA TENDENCIA DEMOCRÁTICA DEL 
SUTERM Y EL NACIONALISMO REVOLU- 
CIONARIO 


Entas primeras horas del 16 de julio de 1976 el ejército tomaba 
las instalaciones de la cre y del Instituto Nacional de Energía 
Nuclear (nen), donde laboraban los trabajadores afiliados a la ro 
del surerm. Tal acción buscaba impedir el estallamiento de una 
huelga acordada por el Consejo Nacional de la Tendencia. El 
paro de labores fue una medida extrema que se tomó después 
de más de cinco años de una lucha constante por conseguir el 
reconocimiento de una dirección legítima para el gremio elec- 
tricista. 

Para entender el conflicto, resulta necesario aludir a sus an- 
tecedentes. En 1960 el presidente López Mateos había decreta- 
do la nacionalización de la industria eléctrica, poniendo fin a la 
operación de las últimas compañías extranjeras que prestaban 
el servicio en el país. Así nació el srerm. Los orígenes de este úl- 
timo a su vez se remontan a 1943, cuando surgió la Federación 
Nacional Electricista, y luego a 1952, cuando se creó la Federa- 
ción Nacional de Trabajadores de la Industria y Comunicacio- 
nes Eléctricas (ewrice). Durante todos esos años las organizacio- 
nes pudieron conservar sus métodos democráticos a pesar de 
haber transitado por las décadas de mayor poder del charris- 
mo. Rafael Galván, el dirigente que acompañó la lucha electri- 
cista desde entonces, afirmaba, al nacer el srerm, que: 


La organización sindical vertical, o sea la de los sindicatos nacionales de industria, es la más avanzada desde 
un punto de vista estructural, en virtud de que permite a los trabajadores controlar una rama industrial com- 
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pleta [...] Sin embargo, en México, los aspectos negativos han predominado en este tipo de sindicatos, han 
anulado en la práctica sus ventajas, principalmente por la falta de democracia y la centralización del poder 
[...] [nosotros, en cambio, fijaremos nuestra atención en este fenómeno] para evitar que los comités naciona- 
les sustituyan en la práctica, la voluntad de los miembros del sindicato. Y en efecto, cada sindicato de la FN- 


TICE pasó a ser una sección del nuevo organismo sindical [...] [con] una gran independendia* 


La industria eléctrica bajo control del Estado tendría, a par- 
tir de 1960, relaciones contractuales con tres sindicatos: el Sin- 
dicato Nacional de Electricistas, afiliado a la crm, cuya funda- 
ción se remonta a 1942 y que se había distinguido por no haber 
presentado “ningún conflicto laboral serio”; el recién creado 
srerm, y el sme. Desde su fundación, el srerm y el sme mantuvieron 
relaciones estrechas e hicieron repetidos esfuerzos por lograr 
una integración sindical democrática de todos los electricistas 
y evitar que el Sindicato Nacional (el favorito del gobierno y de 
la cre) les arrebatara el contrato colectivo. Pero en 1965 esta 
alianza se rompe. Un año después, se firma un acuerdo entre el 
srerm, el Nacional y la cre para iniciar un proceso gradual, que 
concluiría en 1970 con el compromiso de “respetar los centros 
de trabajo correspondientes a cada sindicato y la vigencia de 
los contratos colectivos”.? 

Por otra parte, el mismo año de su nacimiento, el srerm pro- 
mueve la formación de la cnr, en la que participan el sme, los te- 
lefonistas, la croc y la crr, entre otras organizaciones. “La cur 
buscaba ser una alternativa ante las posiciones anticomunistas 
y antidemocráticas del Bloque de Unidad Obrera (suo).” Al asu- 
mir la presidencia de la Central en 1963, Galván advierte: “No 
podemos conformarnos con la existencia de un movimiento 
sindical dividido, pulverizado, desorientado, empantanado en 
la corrupción [...] [con] sindicatos [convirtiéndose] en viles ne- 
gocios de líderes inmorales [...] Es preciso que los trabajadores 
reconquisten el control de sus sindicatos”? 


124 


En 1966, sin embargo, la cur acepta unirse con el suo para 
constituir el cr. Galván ganó la batalla ideológica y programáti- 
ca, ya que en los documentos del cr “se calificaba a la Revolu- 
ción mexicana como un movimiento popular de izquierda que 
debía ser acelerado; se pugnaba por la participación de los tra- 
bajadores en las industrias nacionalizadas y se proponía un sin- 
dicalismo revolucionario, independiente y democrático”.* 


En los hechos, no obstante, como había sucedido en el caso 
de Lombardo Toledano al frente de la crm, se impuso la buro- 
cracia sindical comandada por Fidel Velázquez. La unidad re- 
sultó ficticia. 

Tal cosa quedó evidenciada cuando, en 1970, de manera inu- 
sitada, se expulsó al srerm del cr. Y es que estaba ya en juego la 
disputa por el contrato colectivo de la industria eléctrica, pues 
el plazo dado en acuerdo en 1966 terminaba ese año. 

El conflicto se recrudeció en 1971 y tuvo como protagonis- 
tas al srerm dirigido por Rafael Galván y el Sindicato Nacional 
de Electricistas. El sme quedó al margen debido a que el go- 
bierno decidió que la Compañía de Luz y Fuerza del Centro no 
se fusionaría, por lo pronto, con la crr. 


Debe subrayarse que, a pesar de la militancia priista de las 
dirigencias en pugna, el srerm había mantenido, como hemos 
visto, un perfil democrático, y su líder, Rafael Galván, seguía 
fiel a sus convicciones identificadas con el nacionalismo revo- 
lucionario.? El segundo, en cambio, estaba controlado por la 
burocracia oficialista afín al cr y, en particular, al grupo de Fi- 


del Velázquez. 


Una vez que se abrió la disputa por el contrato colectivo, los 
dirigentes del organismo afiliado a la crm organizaron una 


campaña violenta para amedrentar a los electricistas del srerm, 
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apoyados por la empresa, con el objetivo de eliminarlos de la 
competencia. Sin embargo, estos últimos desataron una gran 
movilización a nivel nacional para defender a su organización. 
En más de 40 ciudades del país se llevaron a cabo diversos ac- 
tos de protesta. 


Después de 10 meses de movilizaciones de los electricistas 
democráticos, la junta federal otorgó la titularidad al Nacional, 
obedeciendo así a los intereses de la cúpula burocrática del sin- 
dicalismo mexicano. La decisión de la Junta no sólo no detuvo 
las movilizaciones, sino que las radicalizó. 


Al año siguiente, el gobierno, presionado por la protesta de 
los electricistas democráticos, convocó a un pacto de unidad 
entre ambas organizaciones, lo que da origen al surerm en no- 
viembre de 1972. Pero la unidad duró poco tiempo, pues, trai- 
cionando el pacto unitario, los dirigentes del Nacional decidie- 
ron expulsar en 1975 a todos los representantes del antiguo 
srerm incluyendo a Galván. Los electricistas democráticos vol- 
vieron otra vez a las calles y formaron la ro del surerm. El go- 
bierno decidió combatirlos y reprimirlos y dar todo su apoyo y 
reconocimiento a la dirección espuria del Nacional. 


Acosada por la violencia cada vez mayor, la ro decidió esta- 
llar la huelga poco después de los comicios presidenciales de 
1976. A pesar de que la resistencia siguió varios meses, miles de 
trabajadores fueron despedidos, otros jubilados por la fuerza y 
el movimiento liquidado. El 15 de septiembre de 1978 la ro 
anunciaba su disolución. Rafael Galván falleció pocos años des- 
pués, el 3 de julio de 1980. 

Durante todo el sexenio, los electricistas democráticos ha- 
bían encabezado la protesta obrera más importante de las últi- 
mas décadas logrando atraer a otros contingentes obreros en 
un movimiento que tuvo como principal bandera la libertad y 
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la democracia sindical. Cientos de organizaciones y miles de 
trabajadores se levantaron por la democracia sindical y nuevas 
conquistas para la clase obrera. 


La ro también tiene un lugar destacado en la historia por sus 
aportaciones programáticas, mismas que se vertieron en la De- 
claración de Guadalajara dada a conocer el 5 de abril de 1975 
en la Plaza de la Liberación de la capital jalisciense, en un mitin 
que representó el momento de mayor fuerza en la lucha de la 


TD. 


En dicho documento? la ro explica los objetivos de sus movi- 

izaciones: por un lado, la democracia sindical, y, por otro, la 
l lado, la d dical tro, 1 
« ., . ., . . , . 
reestructuración y reorientación de la industria eléctrica na- 
cionalizada”. Considera que esos objetivos son de interés nacio- 
nal, pues se trata de alcanzar “la plena emancipación nacional 
frente al imperialismo [...] y conquistar para todos la vida digna 
y justa a que tenemos derecho”. Define a sus enemigos como 
aquellos que han hecho de esa industria y del sindicato “botines 
particulares”, es decir, el charrismo sindical y la política “desa- 
rrollista” que ha facilitado el saqueo imperialista y la (apropia- 
ción) del patrimonio nacional para la acumulación privada. 


Según el documento, se produjo una “desviación” del rumbo 
marcado por la Revolución de 1910, las grandes huelgas y mo- 
vilizaciones de masas, y las políticas nacionalizadoras de Láza- 
ro Cárdenas, en especial las que tienen que ver con las empre- 
sas básicas (petróleo y electricidad) y la reforma agraria. Des- 
pués del periodo cardenista (1934-1940) la industria se desa- 
rrolló sobre la base de “saquear al ejido y al sector estatal”, en- 
tregando al imperialismo la explotación de las grandes riquezas 
nacionales. Así, dice la Declaración, han pasado 30 años de de- 
sarrollismo, o sea, 30 años de contrarrevolución. 
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Sin embargo, el documento considera que en esos momentos 
(1975) en todos los foros se discute el rumbo que habrá de se- 
guirse: “el desarrollismo o el nacionalismo revolucionario”. 


En esta confrontación, de un lado está la “cofradía de la co- 
rrupción”, es decir, el maridaje entre los funcionarios de la cre y 
los líderes sindicales “postizos” que han dilapidado los recursos 
de la empresa en su beneficio. El principal responsable de esta 
desviación era el charrismo, “la primera línea de defensa” de es- 
te sistema corrupto. 


Para reencauzar a México por la vía del nacionalismo revo- 
lucionario, el proletariado debe “abanderar programáticamente 
una alianza popular revolucionaria”. 


La lucha electricista —afirman— no tiene un carácter defini- 
do en contra o a favor del gobierno. Lo definen sus objetivos, 
en los que puede coincidir con el gobierno de la república. 


Y a continuación se enumeran sus puntos programáticos: en 
primer lugar, la democracia sindical entendida como la elec- 
ción democrática de los dirigentes, asambleas donde se expre- 
sen libremente los trabajadores, revocabilidad del mandato, 
manejo honrado del patrimonio sindical y rendición de cuen- 
tas, así como reuniones periódicas en grupos seccionales o de- 
partamentales. Se subraya que la democracia exige la indepen- 
dencia plena de los sindicatos respecto del gobierno, de los pa- 
trones y de toda fuerza ajena al movimiento obrero. 


El programa se pronuncia también por la organización de 
sindicatos nacionales de industria y contratos por rama de pro- 
ducción, y la sindicalización de todos los asalariados. Conside- 
ra necesario apoyar a los trabajadores al servicio del Estado 
(apartado B) del 123 constitucional, que tienen derechos res- 
tringidos; a los empleados de confianza, y al proletariado agrí- 
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cola, que no tiene derechos sindicales mínimos, así como a los 
trabajadores de la banca. 


Asimismo, levanta la demanda de una escala móvil de sala- 
rios y la lucha a fondo contra la carestía mediante el congela- 
miento de precios de todos los artículos de primera necesidad, 
bajo la vigilancia de comités populares. Plantea que, en caso de 
una actitud provocadora o golpista de la patronal, deberá pro- 
cederse a la expropiación y posteriormente a la estatización o 
nacionalización de esas empresas o ramas productivas. 


En otro punto plantea la defensa, ampliación y perfecciona- 
miento del sistema de seguridad social y la integración inme- 
diata de los diferentes servicios médicos estatales o paraestata- 
les (el imss, el 1sssre, la ssa) en un servicio único al que tenga acce- 
so toda la población trabajadora. Igualmente, considera que de- 
be crearse el seguro de desempleo. 


En otros aspectos los electricistas se manifiestan por una 
educación y capacitación para el trabajo con una orientación 
popular y revolucionaria, por la congelación de rentas (vivien- 
da), la municipalización del transporte urbano, el fin del lati- 
fundio y la derogación de las reformas reaccionarias al artículo 
27 constitucional (llevadas a cabo por el presidente Alemán). 


Más adelante, el programa de la rn propone de manera con- 
tundente la expropiación de empresas imperialistas y el mono- 
polio estatal del comercio exterior. Otro punto más exige la in- 
tervención obrera para la reorientación social y el desarrollo 
planificado del sector estatal de la economía. De modo especial, 
se plantea como tarea apremiante la expropiación de la maqui- 
naria agrícola y de las fábricas de aparatos eléctricos y electró- 
nicos que se venden al Estado a precios superiores al valor co- 
mercial. 
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Abundamos sobre el contenido de la Declaración porque el 
nacionalismo revolucionario que pregona dice inspirarse en los 
ideales de la Revolución mexicana, pero al mismo tiempo expo- 
ne propuestas que hacen pensar en un régimen cercano al mo- 
delo socialista tal como se entendía en esos momentos. Se pue- 
de detectar aquí la influencia de la Revolución cubana y de la 
experiencia chilena bajo Salvador Allende, cuyo régimen, como 
sabemos, fue aplastado por un golpe militar en 1973. 


Esta radicalización se entiende no sólo por la coyuntura 
mundial, sino también por la cerrazón gubernamental. Sin em- 
bargo, el documento no culpa a los gobernantes, sino al cha- 
rrismo sindical de ser el principal culpable de la corrupción y, 
por lo tanto, de la pérdida de rumbo del país. La Declaración, y 
por supuesto los dirigentes de la ro, sobre todo Galván, no se 
propusieron convertirse en una oposición política y esperaban 
aún coincidir, por lo menos parcialmente, con las políticas del 
entonces presidente Echeverría. 


Esta contradicción se explica a su vez por la idea de que la 
presión popular, encabezada por el proletariado, podía obligar 
al gobierno a transitar en un sentido distinto. 


Más allá de estas consideraciones, el valor del documento 
programático reside en el énfasis central que pone en la demo- 
cracia sindical como una condición necesaria para la transfor- 
mación del país. Si los trabajadores no participan, apropiándo- 
se de sus sindicatos, en la vida política del país, el cambio no se- 
rá posible. 

También es notable la crítica a lo que ellos llaman el desarro- 
llismo, es decir, el periodo conocido como el milagro mexi- 
cano. Los altos niveles de crecimiento y aun las mejoras en los 
niveles salariales de los trabajadores no pueden ocultar, según 
los electricistas, el saqueo imperialista y la apropiación privada 
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del patrimonio nacional. En otras palabras, el crecimiento eco- 
nómico no ha beneficiado a los obreros y campesinos sino a las 
empresas privadas, extranjeras y nacionales. 


De esta manera, la Declaración puede entenderse como un 
puente entre los postulados reformistas que la izquierda mexi- 
cana sostuvo desde la creación del Comité Nacional de Defensa 
Proletaria de 1935 y las nuevas influencias ideológicas de las 
décadas de 1960 y 1970, más claramente orientadas hacia una 
ruptura revolucionaria. 


Las propuestas que contiene sorprenden no sólo por su radi- 
calismo, sino también, en muchos aspectos, por su vigencia. La 
democracia sindical, tal y como ellos la definieron, ha sido ine- 
xistente en México. La tesis según la cual la modernización del 
país y el cambio progresista dependen de esta democratización 
ha demostrado su justeza a lo largo de todos estos años. 


La Declaración de Guadalajara puede considerarse un docu- 
mento relevante para entender la crisis del sistema que se apro- 
ximaba y que se precipitó en 1982. También dio sustento y sen- 
tido a las propuestas de la izquierda. Muchas de estas ideas se 
retomarían años después cuando se produjo la ruptura de 1988 
y surgió otra tendencia democrática, la que encabezó Cuauhté- 
moc Cárdenas en 1988. 


Con el surgimiento y la lucha de la ro del surerm, considera 
Adolfo Gilly, se pueden contrastar dos proyectos históricos del 
movimiento obrero mexicano: uno es el lombardista, *cuya es- 
encia consiste en someter siempre las iniciativas y la lógica del 
movimiento obrero a la lógica del Estado”, y el otro es el de 
Galván, “que se propone cambiar la lógica del Estado a partir 
de la movilización y la presión del movimiento obrero sobre él 
y que también se define como nacionalista revolucionario”.” 
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La lucha de la ro del surerm abrió caminos. No fue sólo un an- 
tecedente histórico de las luchas actuales como la de la cure o la 
uNr, O de otros esfuerzos políticos por la democracia en Méxi- 
co. Fue también una ruptura ideológica y política de una parte 
importante del movimiento obrero mexicano con la doctrina 
oficial y las estructuras fundamentales del Estado mexicano. A 
partir de entonces, consignas como la independencia y la de- 
mocracia sindical se convirtieron en las bases programáticas de 
las oposiciones progresistas y del movimiento obrero indepen- 
diente. 


En un manifiesto publicado por la ro y redactado principal- 
mente por Rafael Galván en 1976, recogido después en un libro 
coordinado por Raúl Trejo, donde se compendian varios textos 
del dirigente electricista, se encuentra este párrafo: 


De la experiencia adquirida y de la profunda convicción programática derivan nuestra energía, nuestra tena- 
cidad, nuestro coraje, nuestra profunda fe en la victoria final del proletariado [...] aunque lo que hoy se llama 
tendencia democrática de los trabajadores electricistas tenga que pagar en nuestra tierra, en México, el pre- 


: y y ¡ , 8 
cio que suele cobrarse a quienes se obstinan en batir el tambor del alba cuando la noche aún no se retira. 
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VO SIGLO: 
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XII. LA DERROTA DE 1983 


Hasta rines de la década de 1970 México se caracterizaba por un 
régimen laboral basado en una legislación protectora y una po- 
lítica salarial progresiva, que se expresaba en aumentos mone- 
tarios reales y en prestaciones diversas, sobre todo en las em- 
presas más importantes. La estabilidad en el empleo seguía 
siendo el modelo a seguir porque los sindicatos se asumían co- 
mo su garante y las empresas preferían mantener una plantilla 
fija de trabajadores, aunque siempre dejaban un excedente de 
trabajadores eventuales o a tiempo parcial que se movía al rit- 
mo de los vaivenes del mercado. El gobierno, por su lado, con- 
fiaba en que ello formaba parte de un régimen que garantizaba 
la paz social. 

Como en la mayoría de los países de América Latina, la legis- 
lación laboral mexicana, producto de las luchas obreras y del 
desarrollismo de la posguerra, se caracterizaba por un fuerte 
intervencionismo estatal. 


Consciente de la visión de un Estado que debe supervisar las 
relaciones industriales, mediar entre las partes y proteger al 
más débil, es decir, al trabajador, la legislación sobre el empleo 
era muy detallada, regulatoria y protectora. En el caso de las re- 
laciones colectivas, por otro lado, se distinguió por tratar de 
asegurar el control sobre el registro de los sindicatos. 

Sin embargo, además de estas características legales, en 
nuestro país la democracia sindical era prácticamente inexis- 
tente desde hacía varias décadas; las dirigencias sindicales, los 
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empresarios y el gobierno mantuvieron un frente común para 
impedir de diversas maneras que prosperara un sindicalismo 
opositor al régimen. 


Pero las cosas empezaron a cambiar, por desgracia para em- 
peorar, cuando, primero, allá por 1980, se frenaron los aumen- 
tos salariales con la intención de detener la inflación, pensando 
en que el auge petrolero presionaría sobre los precios internos. 
Poco después, el presidente López Portillo tuvo que anunciar la 
suspensión de pagos de la deuda externa del país. Aunque esta 
medida fue precedida por otras decisiones, como la nacionali- 
zación de la banca y el control de cambios, no se pudo impedir 
el estallido de una crisis de carácter continental, inaugurando 
la famosa década perdida para muchos países en desarrollo. 
Además, sentó las bases para lo que después se conocería como 
el giro neoliberal en México y América Latina. 


A raíz de la crisis de 1982 y la moratoria de pagos de la deu- 
da se desencadenaría la aplicación de un conjunto de medidas 
que darían lugar a la implantación de un nuevo modelo econó- 
mico y social. Las nuevas políticas públicas se inspiraron en las 
administraciones de Margaret Thatcher (1979-1990) en Ingla- 
terra y Ronald Reagan (1981-1989) en Estados Unidos, las cua- 
les se distinguieron por llevar a cabo una ofensiva contra el 
movimiento sindical y reprimieron con dureza las huelgas. 


El nuevo esquema de políticas públicas se extendió a Améri- 
ca Latina fundamentalmente a través de lo que se llamó el 
“Consenso de Washington”, e implicó una severa ruptura con el 
pasado. Se apoyó en un diagnóstico según el cual la crisis y el 
estancamiento habían sido resultado de un excesivo crecimien- 
to del Estado, del proteccionismo, de la regulación y del peso 
de las empresas públicas, numerosas e ineficientes, pero tam- 
bién del “populismo” económico, que incapacitaba a los gobier- 
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nos para controlar tanto el déficit público como las demandas 
de aumentos salariales de los trabajadores del sector público y 
del sector privado. 


Se inició así una nueva política laboral que promovió la fle- 
xibilización y la desregulación, además de despidos masivos en 
empresas y áreas del sector público. El objetivo era ajustar los 
salarios de los trabajadores para redistribuir el ingreso econó- 
mico en favor del capital. 


En diversas partes del mundo, incluyendo Europa y América 
Latina, las reformas laborales provocaron protestas masivas y 
huelgas generales. La resistencia obrera obedecía a una razón 
evidente: las reformas proponían flexibilizar el trabajo, es de- 
cir, fortalecer la capacidad de control del empleador para so- 
meter a la fuerza de trabajo, con el propósito de disminuir los 
costos laborales. 


Dicha flexibilización tenía también como fin “disciplinar a 
los sindicatos y a sus aliados políticos”, ya que “ni un sindicalis- 
mo fuerte ni un Estado fuerte” se consideraban ya “como 
contrapesos necesarios al capital”. 


Cuando De la Madrid asumió la presidencia, en diciembre 
de 1982, heredaba una economía sumida en la inestabilidad. 
Para recuperar la confianza de los inversionistas extranjeros y 
de los organismos financieros internacionales, el presidente 
inició en 1985 la liberalización del comercio con la adhesión 
del país al Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Co- 
mercio (carr) y privatizó algunas empresas de menor importan- 
cia. A pesar de esas y otras medidas destinadas a reducir el défi- 
cit fiscal y cumplir con sus compromisos de pago con los acree- 
dores internacionales, hubo una nueva devaluación del peso 
mexicano en 1987. Ese mismo año promovió la firma del Pacto 
de Solidaridad Económica, que incluía un conjunto de medidas 
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como el ajuste presupuestal y el aumento a los precios de los 
bienes y servicios públicos. 

Las políticas de De la Madrid afectaron severamente a los 
trabajadores. Entre 1982 y 1988 el salario mínimo real se des- 
plomó 48.3% y los contractuales 47.6%, una caída sin preceden- 
tes históricos en México. El gobierno también ajustó las presta- 
ciones y los contratos colectivos de las grandes empresas, per- 
judicando a las organizaciones mayores y hasta ese momento 
intocables. El desempleo aumentó verticalmente, aunque ello 
no se reflejaría puntualmente en las cifras oficiales debido, en- 
tre otras cosas, al crecimiento de la economía informal. 


La política laboral de Miguel de la Madrid rompió el pacto 
corporativo que caracterizó el largo ciclo de industrialización 
(que se inició a principios de la década de 1940), modificando 
radicalmente las relaciones del Estado con los sindicatos oficia- 
les. Al sustituir un patrón de acumulación por otro, también se 
buscó sustituir el modelo sindical. En el fondo “se buscaba 
transitar de un estado de bienestar a un modelo neoconserva- 


dor, consumando una ruptura histórica”! 


Para evitar las protestas obreras, el gobierno apostó a la divi- 
sión del aparato sindical, encarnado en el cr: alentó a algunas 
organizaciones como la cor, la crom y la croc contra la crm, la 
central más fuerte, y apoyó a un sindicalismo blanco de nuevo 
cuño. Debido a que el mayor ajuste se dio entre los empleados 
públicos, se reformaron distintos ordenamientos que facilita- 
ron los despidos y la contratación por honorarios. Las organi- 
zaciones de trabajadores al servicio del Estado perdieron capa- 
cidad de negociación, pero el golpe afectó a todo el sindicalis- 
mo mexicano. 


En materia de salarios, el gobierno cambió radicalmente la 
política seguida hasta entonces y decidió ajustarlos para conte- 
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ner la inflación. Para ello se impusieron topes rígidos a los sala- 
rios contractuales. La Conasami dejó de ser un espacio de ne- 
gociación entre obreros y patrones y se convirtió en un instru- 
mento gubernamental para poner en práctica las políticas de 
contención. Con ello, el sindicalismo oficial también vio men- 
guada su capacidad y fuerza de negociación. 


La respuesta sindical a las políticas de ajuste fue diversa. No 
fue unitaria ni contundente. 


La movilización encabezada por las organizaciones indepen- 
dientes fue controlada principalmente a través de la represión 
gubernamental y los despidos masivos de los centros de traba- 
jo. A pesar de esas circunstancias tan desfavorables, se logró or- 
ganizar, al principio del sexenio, un movimiento muy amplio 
que culminó en octubre de 1983 en un paro cívico nacional, 
una nueva experiencia de lucha que pretendió reunir no sólo a 
los sindicatos sino también a las más diversas organizaciones 
sociales. El paro tuvo apoyo, pero no el que se requería para de- 
tener al gobierno. 


Sin embargo, las movilizaciones continuaron a lo largo del 
sexenio y surgieron nuevos frentes de oposición y descontento. 
Señaladamente, los mineros y siderúrgicos, los electricistas del 
sme, los trabajadores de la aviación, los universitarios y los cho- 
feres de autobuses urbanos. Pero quizá los contingentes más 
numerosos fueron los de los trabajadores del Seguro Social y 
los del magisterio nacional. Lograron avances en la democrati- 
zación sindical y consiguieron detener algunas medidas de 
ajuste. La lucha de los maestros fue la más destacada por su di- 
mensión y los resultados obtenidos. En este caso, después de un 
serio reflujo ocurrido entre 1983 y 1987, se presentó un nuevo 
repunte que alcanzó su auge en 1988.? 
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En general, sin embargo, en los años siguientes, el movi- 
miento sindical independiente, sobre todo las organizaciones 
obreras, pasaría a una etapa de resistencia aislada. A pesar de 
que el número de emplazamientos a huelga registrados superó 
por mucho al del periodo de López Portillo, ello reflejaba una 
gran inestabilidad laboral más que un movimiento organizado 
para combatir o detener las políticas de ajuste. Un ejemplo del 
relativo agotamiento del sindicalismo independiente fue la li- 
quidación voluntaria de la vo: en 1987. Por su parte, ni los sin- 
dicatos universitarios, ni los telefonistas, ni los mineros pudie- 
ron encabezar la reunificación del sindicalismo no corporativo. 


Por su parte, la crm decidió enfrentar las decisiones guberna- 
mentales con una batalla decisiva que, finalmente, perdió. An- 
tes de que estallara la crisis de 1982, la crm había retomado el 
programa económico de 1978 con el que pretendía una refor- 
ma económica profunda y que había dejado olvidado ante la 
bonanza del boom petrolero. Así, el 28 de agosto de 1981, con el 
apoyo del cr, se propuso a la Cámara de Diputados la reforma 
del artículo 25 para “incluir en la Constitución un capítulo de 
política económica que contemple redefinir la propiedad de los 
medios de producción en las áreas estatal, social y privada”. 
Ello, con el objetivo de establecer “una economía equilibrada, 
en la que el Estado sea verdaderamente el rector y donde se 
pueda establecer otra correlación de fuerzas” y avanzar hacia 
una “sociedad de trabajadores”.? Para ello, los diputados obre- 
ros del pr: buscaron, otra vez, como lo habían hecho tres años 
atrás, una alianza con los diputados de izquierda. Sin embargo, 
la iniciativa quedó, de nueva cuenta, congelada ante la rotunda 
negativa de sus compañeros de partido para apoyar este pro- 
grama de reformas.* Ya no lo volverían a intentar, pues al poco 
tiempo estallaría la crisis económica más grave de la posguerra 
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y se alejaba cualquier posibilidad de reconstrucción de las polí- 
ticas del Estado de bienestar. 


Así las cosas, dos años después, en mayo de 1983, cuando la 
crisis ya había estallado, las organizaciones del cr decidieron 
realizar un emplazamiento a huelga general. Además, la crm 
volvió a insistir en sus propuestas de reformas económicas. A 
través de un Manifiesto a la Nación señaló “la necesidad de re- 
vertir la tendencia de la acumulación de capital, orientándola 
permanentemente hacia una distribución equitativa de la ri- 
queza económica [...] bajo la rectoría del Estado” y “la necesi- 
dad de cambiar el modelo de acumulación privilegiante [sic] de 
la iniciativa privada a favor de los sectores público y social de la 
economía para hacer una realidad nuestra vía de desenvolvi- 
miento histórico y alcanzar el proyecto nacional contenido en 
nuestra Constitución”? 


En medio de una inflación desatada y una pérdida constante 
del poder adquisitivo de los ingresos de los trabajadores, la di- 
rección cetemista propuso la congelación de precios y salarios. 
En junio de 1983 la crm estalló la huelga en algunos centenares 
de empresas —no miles como había anunciado—. A pesar de 
esta presión, la negativa presidencial fue tajante y por primera 
vez el gobierno decidió enfrentar al sindicalismo corporativo, 
su viejo aliado. Con ello, el gobierno puso en claro que no ne- 
gociaría la política económica y que no habría marcha atrás en 
las severas políticas de ajuste. Ello generó un fuerte distancia- 
miento entre el presidente De la Madrid y una parte del llama- 
do “movimiento obrero organizado”. La disputa ocupó todo el 
sexenio, pero al final logró ser controlada sin mayores costos 
para el gobierno. La derrota de la crm puso fin a cualquier posi- 
bilidad de una opción reformista desde arriba. Su incapacidad 
para responder a la ofensiva gubernamental mostró, de un lado, 
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los límites de su rigidez autoritaria y, de otro, su temor a pro- 
mover una opción política independiente. De esta manera per- 
dió la posibilidad de resarcir, aunque fuera parcialmente, el de- 
terioro de los salarios y suavizar las políticas de ajuste. La faci- 
lidad con que aceptó su derrota también permitió que fuera ex- 
cluida de la sucesión presidencial de 1987. A partir de enton- 
ces, el sindicalismo oficial entró en un proceso acelerado de de- 
cadencia. 


El costo de la derrota de 1983 se manifestó pocos años des- 
pués. En noviembre de 1987 el país sufrió una nueva devalua- 
ción después de cinco años de duros sacrificios. Frente ello, el 
cr emplazó a huelga general para el 15 de diciembre. Ese día, 
sin embargo, se anunció un acuerdo bajo el nombre de Pacto de 
Solidaridad que incluyó un aumento general de salarios en 15% 
y luego otro de 20% a partir de enero de 1988, así como control 
de precios de los artículos de la canasta básica. Al mismo tiem- 
po, sin embargo, se anunció una nueva devaluación del peso 
frente al dólar, la segunda en menos de un mes. En realidad el 
pacto fue “una durísima agresión al salario y una nueva formu- 
lación de la misma política para deprimir los ingresos de los 
trabajadores”.? El acuerdo “no fue un reconocimiento de la 
fuerza sino de la debilidad” del sindicalismo corporativo.” 


De esta manera se consolidó lo que María Victoria Murillo 
llamará una relación subordinada improductiva (ineffective res- 
traint) entre el gobierno y los sindicatos. 


Esta relación se explica como resultado de la competencia 
entre diferentes centrales sindicales afiliadas al partido gober- 
nante, pues mientras la lealtad partidaria fomenta la sujeción al 
gobierno, la competencia sindical debilita a todas las centrales. 
Los gobernantes pueden escoger las organizaciones sindicales 
más complacientes porque no temen alimentar una competen- 
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cia que pudiera beneficiar a la oposición política partidaria. Es- 
ta política alentará a las organizaciones rivales a una mayor 
complacencia para evitar perder recursos, apoyos oficiales o 
membresía si resultan menos atractivas a los ojos del gobierno 
que el resto de las centrales sindicales.* 


Cabría mencionar que, según el modelo de María Victoria 
Murillo, las otras posibilidades de relación entre el Estado y los 
sindicatos son: 


a) la militancia eficaz, es decir, una oposición sindical 
que es capaz de ganar conquistas para los trabajadores; 

b) la militancia o activismo ineficaz que se opone y re- 
siste, pero no logra ninguna concesión, y 

c) la sujeción eficiente en la que, a pesar de mantener su 
lealtad política hacia el gobierno, se logra un clima de co- 
operación que permite arrancar algunas concesiones. 


El sexenio de De la Madrid terminó con un desplome del 
empleo y el salario obrero. “La distribución del ingreso se mo- 
dificó negativamente para los trabajadores. El porcentaje del 
ingreso nacional correspondiente al capital (el excedente de ex- 
plotación) pasó de 57% en 1980 a 65.4% en 1987. En cambio, la 
parte correspondiente al trabajo (la remuneración de los asalaria- 
dos) cayó de 43% en 1980 al 34.6% en 19877” La capacidad de 
compra del salario mínimo pasó de 84.97 en 1980 a 44.92 en 
1988.” 


En estas condiciones de repliegue del movimiento sindical y 
popular y de deterioro acelerado de los niveles de vida de la po- 
blación, sorpresivamente, el conflicto más importante que tuvo 
que enfrentar el régimen se produjo dentro de las filas de su 
propio partido. En 1986 se organizaba la Corriente Democráti- 
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ca!” del pri, que daría lugar a la candidatura de Cuauhtémoc 
Cárdenas en las elecciones de 1988, apoyada por un bloque de 
partidos y de organizaciones populares agrupadas en el Frente 
Democrático Nacional (zbx). 
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XIII. EL PERIODO NEOLIBERAL: LOS CON- 
TRATOS DE PROTECCIÓN 


SaLinas inició su mandato con una grave crisis política, resulta- 
do de las elecciones de 1988. Había sido, según muchos obser- 
vadores nacionales y extranjeros, un triunfo ilegítimo, produc- 
to del fraude “más importante en la historia del país”.! Por el la- 
do de la economía, a pesar de las políticas de ajuste, la inestabi- 
lidad se manifestaba en el déficit fiscal y una inflación de tres 
dígitos. Sin embargo, en corto tiempo y mediante una agresiva 
política de privatizaciones y apertura económica, se logró un 
crecimiento moderado y reducir la inflación. Para ello el go- 
bierno construyó una política de alianzas y compromisos con 
el sector más poderoso del empresariado, que se benefició de la 
venta de las empresas públicas y de los bancos. Igualmente pro- 
vocó un acercamiento con el Partido Acción Nacional (»an) y 
decidió combatir al Partido de la Revolución Democrática (rrb), 


recién formado a raíz de la candidatura de Cárdenas de 1988.? 


El viraje neoliberal impactó también la esfera política. Lo 
sorprendente, hasta cierto punto, es que para todo ello hubiera 
recibido el apoyo del sindicalismo corporativo. 


Aunque la inflación se redujo y con ello se atemperó la caída 
salarial, el poder adquisitivo de los trabajadores nunca se recu- 
peraría. Por el contrario, los salarios mínimos siguieron bajan- 
do en términos reales, la desocupación en el sector industrial 
aumentó y los salarios contractuales se toparon por disposición 
oficial. Todo ello, validado mediante la sucesión de pactos que 
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se firmarían bajo Salinas con el aval, bajo protesta simbólica, de 


la crm y el cr. 


El programa de privatizaciones alcanzó la cifra de casi 25 
000 millones de dólares, la más grande de América Latina. In- 
cluyó también despidos masivos y el ajuste de las condiciones 
laborales, incluyendo la modificación de los contratos colecti- 
vos. En casi todos estos casos los sindicatos se limitaron a aca- 
tar las medidas y sólo, excepcionalmente, en Telmex se pudo 
llegar a una flexibilización negociada. Las reformas también 
afectaron al sistema de pensiones y al Infonavit, reduciendo la 
capacidad de gestión de los sindicatos corporativos y en parti- 
cular de la crm. 


Hay que subrayar que los cambios se impusieron sin modifi- 
car las leyes laborales, lo cual puede explicarse por la ausencia 
de una oposición sindical. 


Salinas pudo controlar las reacciones del movimiento obrero 
mediante una política de represión y concesiones selectivas, 
promoviendo a otras centrales distintas a la crm, la más fuerte 
de todas. Las favorecidas por el régimen, la croc, la crom y, en 
menor medida, pero significativamente, la Federación de Sin- 
dicatos de Empresas de Bienes y Servicios (Fesebs), de reciente 
creación y la más independiente, obligaron a la crm a “bajar su 
precio” y aceptar un “mal arreglo” con el gobierno para no per- 
der aún más poder. 


La administración de Salinas tuvo éxito en manipular la competencia entre las organizaciones sindicales afi- 
liadas al PRI usando recursos públicos porque no había el riesgo de que perdiera su lealtad política y se adhi- 
rieran a otro partido político. La CTM, y en particular Fidel Velázquez, había rechazado cualquier acerca- 
miento con otros partidos políticos, y Salinas había podido debilitar al PRD, como una alternativa al neolibe- 
ralismo. Aún más, la CTM no pudo imponer su mayoría dentro del CT, pues el presidente manejó sus pode- 
res discrecionales para distribuir recursos [...] Así, la competencia entre organizaciones sindicales en el con- 
texto de un monopolio de partido que limitaba la competencia partidaria dio por resultado una subordinación 
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improductiva entre los sindicatos y el gobierno. 
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Este fenómeno, la subordinación improductiva o ineficiente, 
representa la última etapa del corporativismo sindical, su fase 
decadente. 


Uno de los síntomas claros de esa fase decadente está en la 
proliferación de contratos de protección que empezó a presen- 
tarse en la década de 1980, cuando el reajuste económico fue 
más severo. Bajo la administración del presidente Salinas, la srrs 
le dio curso oficial a esta política y los contratos de protección 
se generalizaron rápidamente: 


Por efecto de la reestructuración productiva, la contratación colectiva auténtica en México estuvo severa- 
mente presionada y amenazada [...] el recurso de los contratos de protección resultó muy favorecido y fue 
impulsado de manera deliberada por el gobierno para acelerar modernizaciones unilaterales, autoritarias, 


agresivas y [...] con bajos al 


La crisis del corporativismo y la reestructuración productiva 
cambiaron el rostro del sindicalismo mexicano. Aunque el cr y 
sus organizaciones formalmente sobrevivieron, en los hechos 
ocurrió una profunda transformación. El sindicalismo domi- 
nante ha sido, desde entonces, un administrador de los contra- 
tos de protección. Los grandes sindicatos nacionales (electricis- 
tas, ferrocarrileros, petroleros) e incluso la rsrse, a pesar de su 
importancia numérica, han visto disminuir su influencia y su 
peso dentro de las centrales frente al negocio floreciente de los 
sindicatos fantasma. 


Los contratos de protección son contratos colectivos de tra- 
bajo que se pactan entre el líder o abogado de un sindicato que 
cuenta con registro legal, y un empleador. Los trabajadores 
desconocen la existencia del contrato y muchas veces incluso la 
organización gremial y a su dirigencia. Formalmente se cumple 
con la ley, pero sólo para obstaculizar el surgimiento de organi- 
zaciones auténticas de los trabajadores. Ya que la existencia del 
sindicato es ficticia, el contrato no es negociado bilateralmente, 
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o se modifica sólo con el aval del dirigente sindical y el emplea- 
dor en una negociación privada que no se publicita. Estos con- 
tratos sirven para proteger a las empresas y permitirles impo- 
ner unilateralmente sus condiciones de trabajo, los salarios y 
los beneficios que desean otorgar a los trabajadores sin que és- 
tos tengan posibilidades de discutirlas y cambiarlas.? 


Jorge Carrillo encontró, a raíz de una investigación en la in- 
dustria maquiladora,” 


la existencia de un sindicalismo regresivo y funcional [...] Se trata de un sindicalismo regresivo pues aparte 
de ser oficialista y autocrático, no permite la disidencia ni la mejora de los contratos colectivos y, en general, 
no tiene sustento en los trabajadores de las maquiladoras sino en poderes locales. Y es un sindicalismo fun- 
cional a las empresas puesto que más allá del número de contratos firmados y de sindicatos involucrados, el 
resultado observado en las demandas y los conflictos laborales, guardando algunas proporciones, es el mis- 
mo, y las condiciones de trabajo, por tanto, no son claramente superiores ahí donde hay sindicatos que don- 
de no los hay. 


La postración de las organizaciones de los trabajadores se 
debe a que 


la membresía sindical es negociada con contratos de protección [...] De esta manera, estamos frente a un sin- 
dicalismo impuesto, sin sustento en la base trabajadora, donde los líderes no fueron formados ni elegidos en 
las propias plantas. Aquí se presenta un retroceso en el sindicalismo por la nula participación activa de los 
sindicatos dentro de las plantas, pero sobre todo por los contratos colectivos establecidos. 


Y más adelante se señala: 


El estilo de hacer sindicalismo en la maquiladora, las prácticas de las centrales oficiales, si bien es funcional a 
las empresas, tiene un carácter autoritario y no está basado en una dominación con legitimación. Si bien esa 
práctica no es novedosa en el sindicalismo oficial mexicano, aquélla iba acompañada de mejoras en los con- 


tratos colectivos de trabajo. Y aquí sucede exactamente lo contrario. 


De acuerdo con las investigaciones realizadas sobre el sindi- 
calismo de protección, podemos suponer que la gran mayoría 
de los trabajadores tiene un contrato colectivo sólo en el papel.” 
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XIV. LA RESISTENCIA OBRERA BAJO EL 
NEOLIBERALISMO 


EneL contexto de la ofensiva neoliberal del gobierno de Salinas 
de Gortari, el sindicalismo independiente sólo había podido 
consolidarse en algunas organizaciones gremiales universita- 
rias, en el movimiento magisterial organizado en la cnre y, de 
manera aislada, en algunas regiones o ramas industriales del 
país (como en el caso de los electricistas del sme). Sin embargo, 
en 1990 surgió una nueva alternativa con la creación de la Fes- 
ebs, que logró agrupar a seis organizaciones: telefonistas, so- 
brecargos, tranviarios, pilotos, técnicos de cinematografía y 
electricistas. Según María Xelhuatzi López, este proceso duró 
siete años, pues desde 1983 estos sindicatos habían estado bus- 
cando, juntos, dentro del cr, “salidas novedosas frente a la rees- 
tructuración productiva”. Gracias a ello, la Fesebs contaba con 
“algunos de los mejores y más evolucionados contratos colecti- 
vos de trabajo que el sindicalismo mexicano conoce”. El princi- 
pal mérito de la nueva agrupación fue “rescatar el espacio pro- 
ductivo y a la contratación colectiva como territorios por exce- 
lencia de la lucha sindical [...] lo que representó una verdadera 


»”1 


ruptura respecto del charrismo sindical 

En 1997 este proyecto iniciaría una nueva etapa con la cons- 
titución de la Unión Nacional de Trabajadores (unr), que arran- 
có con la confluencia de casi 30 agrupaciones. Entre las más 
significativas, además de las que ya formaban la Fesebs, estu- 
vieron: el Sindicato de Trabajadores del Seguro Social, el sru- 


Nam, Varios sindicatos de la rama automotriz y el Sindicato de la 
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Industria Metálica, Acero y Hierro, afiliado al rar. Aunque en 
este nuevo frente sindical faltaron los electricistas del sme, la unr 
apareció como opción al corporativismo tradicional pero también frente al decadente sindicalismo indepen- 


diente. Sumó el capital sindical de los telefonistas, expertos en la negociación de la productividad; del Frente 
Auténtico del Trabajo, con sus novedosas relaciones internacionales; del Sindicato del Seguro Social, [...] y 


del Sindicato de Trabajadores de la UNAM, con gran tradición en las luchas por la democracia sindical? 


La formación de la unr representó un proyecto más sólido 
que otros, surgidos al calor de las luchas independientes, no só- 
lo por la importancia numérica de algunos de sus sindicatos, 
sino también por la experiencia de lucha y la consistencia de 
sus planteamientos políticos y sindicales. 


El surgimiento de la ur no debe ocultar el hecho de que el 
saldo del periodo neoliberal para los trabajadores fue comple- 
tamente negativo en lo que se refiere a sus condiciones de vida 
y de trabajo y que, frente a ello, “la resistencia obrera ha sido 
hasta ahora poco eficiente, las huelgas de junio de 1984, la ex- 
tensión de conflictos en grandes empresas a inicios de los no- 
venta [...] no se tradujeron en nada semejante a la insurgencia 
sindical de los setenta en contra del corporativismo”. En reali- 
dad, la crisis económica, la reestructuración productiva y la re- 
presión estatal hicieron estragos sobre el movimiento obrero.* 


Diferentes autores han llegado a esta misma conclusión: 


Con la aparente consolidación del modelo de industrialización exportadora, la posición del sindicalismo me- 
xicano se ha deteriorado sensiblemente. Sobre todo en lo que respecta a sus posibilidades de conservar el po- 
der de negociación contractual que los sindicatos acumularon durante la época del rápido crecimiento in- 


A 
dustrial”. 


En el mismo sentido, Alejandro Álvarez señaló: “A finales de 
los ochenta, el movimiento obrero estaba a la defensiva; las de- 
rrotas fueron más severas, los reflujos más prolongados y los 
reveses causaron más víctimas en las organizaciones como 
nunca antes”. 
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A pesar de ello, los movimientos sindicales de la cure, de los 
mineros de Las Truchas y Cananea, de los trabajadores del 1mss, 
y también de los obreros de Ford, Modelo, Euzkadi, Tamsa y 
Tornel representaron expresiones de oposición sindical que lo- 
graron un importante apoyo de la sociedad civil, el cual les per- 
mitió sobrevivir y mantenerse en lucha por largo tiempo. Algu- 
nas de estas expresiones trataron de elaborar propuestas alter- 
nativas a la reestructuración productiva. Y aunque estos movi- 
mientos no alcanzaron a generar una nueva oleada de insur- 
gencia como la de la década de 1970, expresaron claramente la 
indignación obrera frente al modelo neoliberal.* 


Una mención especial requiere el movimiento magisterial. 
Surgido en 1979 con la movilización que vino del sur, Chiapas 
y Oaxaca, el movimiento logró consolidarse también en Gue- 
rrero e Hidalgo. Durante toda la década de 1980 los maestros, 
agrupados en la cnre, desempeñaron un papel central en las 
movilizaciones y protestas frente a las políticas del régimen. Fi- 
nalmente, en 1989 las movilizaciones magisteriales alcanzaron 
sus mejores triunfos cuando lograron deponer al secretario ge- 
neral y conquistaron la sección IX del Distrito Federal. La nue- 
va Ola magisterial provocó también la caída de la dirección na- 
cional del magisterio, encarnada en Vanguardia Revoluciona- 
ria, y el arribo de Elba Esther Gordillo a la secretaría general. 

Finalmente, al revisar la última década del siglo, sobresalen 
las batallas que dio el sme, uno de los sindicatos más antiguos 
del país, cuyo surgimiento data de los primeros años de la Re- 
volución.” El sme se convirtió, en la segunda mitad de la década 
de 1990, en un destacamento emblemático de la lucha contra el 
neoliberalismo. Protagonista combativo desde su fundación, 
participó en la huelga general de julio-agosto de 1916 y tuvo 
una actuación destacada durante sus primeros años de vida 
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apoyando la organización sindical de otros sectores obreros. 
Con la huelga de 1936 logró un contrato colectivo avanzado 
que sirvió de pauta a otros sindicatos. Asimismo, ocupó un lu- 
gar decisivo en la formación de la crm y en las movilizaciones 
obreras del cardenismo. Después, cayó en un cierto repliegue y 
estuvo ausente en otras jornadas de la lucha obrera democráti- 
ca, como la de 1958-1959, y, lo más lamentable, en la de sus 
hermanos electricistas del surerm en la década de 1970. Poste- 
riormente, sin embargo, mantuvo durante varias décadas una 
trayectoria independiente, con una vida interna democrática 
sustentada en el voto secreto y directo de sus agremiados para 
elegir a sus dirigentes en todos los niveles; fue un sindicato 
acostumbrado a realizar asambleas con un debate libre entre 
corrientes; una organización que buscó identificarse con las lu- 
chas sociales, y una base fuertemente comprometida con estas 
metas y dispuesta a movilizarse constantemente.* 


En la lucha contra las políticas neoliberales, el sme estuvo 
siempre en la oposición. En 1983 organizó un movimiento 
contra el cobro del iva al consumo de electricidad de los hoga- 
res y como protesta a la política económica del gobierno de 
Miguel de la Madrid. El resultado de la acción, que duró casi 
dos semanas, fue el despido de 3 200 trabajadores. Posterior- 
mente, en marzo de 1987, estalló una huelga por revisión con- 
tractual que fue declarada inexistente a los pocos días. Y, a pe- 
sar de que en 1988 su secretario general pactó una alianza con 
el presidente Salinas de Gortari que volvió a alejar al sme de los 
movimientos independientes y opositores al neoliberalismo, 
pocos años después recuperó su tradición histórica ante el ries- 
go de la privatización de la industria eléctrica. 


Así, en los años del foxismo (a partir del año 2000) el sme se 


distinguió por su voluntad unitaria, convocando no sólo a di- 
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versos destacamentos del sindicalismo, sino también a organi- 
zaciones campesinas, estudiantiles y populares y partidos polí- 
ticos. Gracias a ello, se crearon el Frente Nacional de Resisten- 
cia en Contra de la Privatización y el Frente Nacional Sindical, 
Campesino y Popular. Su solidaridad con los zapatistas chiapa- 
necos pertenecientes al Frente Zapatista de Liberación Nacio- 
nal (*z1N), sobre todo durante la marcha que realizaron a la Ciu- 
dad de México en marzo de 2001, fue otra muestra de esa polí- 
tica de alianzas. Lo mismo se observó en el caso de su oposi- 
ción al Tratado de Libre Comercio de América del Norte (rL- 
can), la reforma fiscal propuesta por el presidente Fox y, por su- 
puesto, al proyecto de reformas laborales del secretario del 
Trabajo, Carlos Abascal. 


El sme, por todo ello, se convirtió en el símbolo de resistencia 
de los trabajadores mexicanos y punto de referencia para la 
unidad del movimiento popular en el final del siglo xx y el des- 


pertar del xx1.? 


Esta trayectoria casi centenaria conoció un episodio decisivo 
el 10 de octubre de 2009, cuando el presidente Felipe Calderón 
promulgó un decreto mediante el cual sancionó la extinción de 
la compañía estatal dedicada a suministrar la energía eléctrica 
en el centro del país, Luz y Fuerza del Centro (Lyrc). Valiéndose 
de la fuerza pública, ordenó la toma de las instalaciones de la 
empresa con la Policía Federal Preventiva (rrr), dando por ter- 
minadas las relaciones contractuales con más de 44 000 traba- 
jadores de la compañía, todos ellos afiliados al sme. 


El gobierno argumentó que su decisión estaba fundada en la 
inoperancia técnica de la compañía y, sobre todo, en los altos 
costos que representaba para el gasto público. En realidad, ha- 
bía razones políticas: iniciar la privatización del sector eléctri- 
co y crear mejores condiciones para la imposición de una re- 
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forma laboral acorde con los lineamientos de la llamada flexibi- 
lización laboral. 


El cuestionamiento al sindicato, al que se le consideraba des- 
de fines del siglo xx un obstáculo para la modernización de la 
industria eléctrica, sólo tomaba en cuenta una parte del proble- 
ma, el contrato colectivo, pero desconocía el hecho de que la 
empresa había nacido con una pesada deuda y que distribuía 
30% de la demanda de energía del país, pero producía apenas 
5%, comprando la diferencia a la cre con una pérdida de 40%. 
Las finanzas de la compañía Lyrc eran entonces necesariamente 
ruinosas. Representaba, en efecto, una carga para las finanzas 
públicas, pero ello era resultado del modelo de administración 
con que se había diseñado,'” pensando en su liquidación y no 
en su fortalecimiento. 


El cierre de la empresa fue, además, llevado a cabo de mane- 
ra violenta y autoritaria, sin aviso ni negociación previa y con 
el uso de la fuerza pública: un recordatorio de los métodos que 
utilizó el gobierno de Alemán para acabar con las corrientes 
sindicales independientes. 


Pocos días después del golpe, el sme respondió con una gran 
marcha al Zócalo de la Ciudad de México, con la participación 
de la casi totalidad de sus miembros y una gran solidaridad po- 
pular. El 23 de noviembre se organizaba la primera huelga de 
hambre. Las movilizaciones continuaron durante los primeros 
meses de 2010 y en abril se realizó una segunda huelga de ham- 
bre. El gobierno buscaba la liquidación de todos los trabajado- 
res y dar fin, así, al conflicto. Pero pocos aceptaron esta opción. 

Las movilizaciones duraron todo el año y fueron respondi- 
das con promesas de negociación y comisiones oficiales que só- 
lo llegaron a logros menores: en septiembre de 2010 se pagó el 
aguinaldo que se les debía, de acuerdo con la ley, por los meses 
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trabajados antes de la liquidación de la empresa, y se reconoció 
legalmente a la dirección sindical previamente cuestionada por 
el propio gobierno. 

No hubo más concesiones. Así, en agosto de 2010 la Junta 
Federal de Conciliación y Arbitraje daba por terminadas, legal- 
mente, las relaciones laborales del sme con la empresa. 


A pesar de ello, los trabajadores decidieron ensayar otras 
vías de negociación e impulsaron una ley que pudiera dar paso 
a la creación de una nueva empresa pública de electricidad. Al- 
gunos diputados de oposición la apoyaron, pero la mayoría 
simplemente ignoró la propuesta. 


Durante 2011 las movilizaciones continuaron a pesar de la 
represión y el encarcelamiento de algunos trabajadores. Los 
plantones en el Zócalo continuaron durante marzo y luego en 
septiembre. En 2012, ya en plena campaña electoral, el sme si- 
guió presionando de diversas maneras y tomó la decisión de 
impulsar la candidatura de su principal dirigente a una diputa- 
ción federal en una alianza encabezada por López Obrador co- 
mo candidato a la presidencia de la República. 

El cambio de gobierno, con el triunfo del pri, parecía abrir 
una nueva posibilidad de negociación, pero en enero de 2013 la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación rechazó definitivamen- 
te el amparo del sme contra el cierre de la empresa. 


El agotamiento del movimiento, después de cuatro años de 
movilizaciones casi constantes, y la imposibilidad de avanzar 
por la vía legislativa o jurídica llevaron a los dirigentes a plan- 
tear una negociación con el gobierno que concluyó en octubre 
de 2013. Se pactó la jubilación, de acuerdo con el contrato, de 
alrededor de 1400 trabajadores y la promesa de reinserción la- 
boral de más de 15 000. 
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Finalmente, en junio de 2015 se creaba la cooperativa Luz y 
Fuerza del Centro que, en alianza con un consorcio multina- 
cional, pondría en marcha una nueva empresa productora de 
electricidad. Para ello, el gobierno transfirió 40 predios de fá- 
bricas y talleres y contrató a alrededor de 600 trabajadores. 


La negociación final no fue satisfactoria para todos los tra- 
bajadores, pero logró evitar la desaparición del sms. Sin embar- 
go, bajo las nuevas condiciones, el sindicato es ahora un agru- 
pamiento de menor tamaño y se rige por un contrato colectivo 
de trabajo y condiciones laborales muy diferentes. 


Los gobiernos del ran y el pri lograron acabar con el viejo y 
combativo sme, tal y como se le conoció durante muchos años. 
Quedó en evidencia, así, que la posibilidad de una democratiza- 
ción del sindicalismo mexicano, bajo las reglas legales y las 
condiciones políticas que prevalecieron durante el último siglo, 
fue siempre una meta extremadamente difícil. Si la Lrr, tal como 
fue concebida desde su creación en 1931, daba al gobierno la 
facultad de reconocimiento de las directivas sindicales, el régi- 
men de Alemán (en la década de 1940) aprovechó tal prerroga- 
tiva para modelar un sindicalismo subordinado al gobierno en 
turno. Dicho esquema, a pesar de diversos intentos de resisten- 
cia, nunca pudo cambiarse. El sme, fundado a principios del si- 
glo xx, pudo sobrevivir hasta los albores del xx1, pero su desapa- 
rición por decreto fue también una muestra de que un sindica- 
lismo democrático no tenía espacio bajo las condiciones legales 
y políticas que rigieron al conjunto del movimiento obrero me- 


xicano. 


Un nuevo sindicalismo tendría que surgir entonces de otro 
contexto, de nuevas circunstancias nacionales e internaciona- 
les. 
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XV. LA REFORMA LABORAL DE 2012 Y EL 
PROYECTO ALTERNATIVO 


EL TrIUNEO del pan en el año 2000 y la asunción de un presidente 
ajeno al eri, Vicente Fox, abrieron la posibilidad de una ruptura 
del corporativismo sindical con el nuevo gobierno. El pluralis- 
mo político y la alternancia del poder, sin embargo, no se refle- 
jaron en la vida de los sindicatos. Ni el viejo corporativismo se 
volvió un opositor al nuevo gobierno, ni éste intentó la demo- 
cratización o algún cambio en la relación entre el Estado y los 
sindicatos. Ambas partes decidieron mantener el esquema vi- 
gente tanto en el aspecto jurídico como en el plano político.' 


Una de las razones de lo anterior se encuentra en la debili- 
dad del aparato corporativo y la proliferación de sindicatos 
fantasma y contratos de protección.? Fueron incapaces de cam- 
biar las reglas del juego y de ofrecer una opción ante las nuevas 
condiciones de la globalización capitalista. 


Ello se explica, según Vicente Solís, debido a que 


una salida alternativa a las opciones patronales consistiría en el fortalecimiento de la gestión sindical al inte- 
rior de la empresa otorgando mayor capacidad de negociación a los delegados por departamento y recupe- 
rando el principio de bilateralidad en la administración del contrato colectivo. Pero esta alternativa es invia- 


: a ; : Las 3 
ble si no hay democracia al interior de los sindicatos. 


El inmovilismo y la incapacidad de renovación del sindica- 
lismo de protección (antes corporativo) tienen que ver también 
con la transformación del partido que se benefició del viejo 
modelo sindical, el rr. Al optar por una alianza con el ran para 


impulsar juntos las reformas estructurales, ambos partidos 
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coincidieron también en la necesidad de mantener un sindica- 
lismo de muy bajo perfil, que mantendría sus prácticas actuales, 
pero sin la influencia política del pasado ni dentro del partido 
ni en las estructuras de gobierno. 


Por su parte, los gobiernos del ran decidieron mantener la 
pauta de las relaciones con los sindicatos ante el temor de des- 
atar conflictos que pudieran alterar las políticas laborales, par- 
ticularmente el control salarial y la ausencia de huelgas. 


De esta manera, el sindicalismo antaño oficialista decidió 
mantener una relación subordinada con un presidente surgido 
del pan. Lo mismo sucedió en el sexenio de Calderón. 


Gracias a esta inmovilidad, las relaciones laborales transcu- 
rrieron en paz, sin conflictos significativos ni quejas por parte 
de los sindicatos de origen corporativo. Olvidados quedaron 
los tiempos cuando, apenas en la década de 1980, exigían ma- 
yores puestos de representación política, elaboraban proyectos 
de reforma económica o cuestionaban severamente las políticas 
laborales. La sumisión ante un gobierno no priista sólo se en- 
tiende si el costo que se ha tenido que pagar ha sido el de la co- 
rrupción, la impunidad y la degradación sin cortapisas de las 
relaciones laborales. 

La vigencia del acuerdo ran-rri-sindicatos corporativos tam- 
bién se explica por la incapacidad de los partidos de oposición, 
particularmente el rro, de construir una fuerza sindical alterna- 
tiva. Para entender esto último habrá que señalar que, como ha 
sucedido en otras partes del mundo, los partidos de izquierda 
han optado por su eficacia electoral. El partido se volcó enton- 
ces a ganar votos mediante programas y políticas que sólo afec- 
taban lateralmente las relaciones laborales. Por otra parte, hay 
que recordar que dicho partido no surgió de un movimiento 
sindical o del descontento obrero, como fue el caso de otros 
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partidos de izquierda en América Latina, particularmente el pr 
de Brasil o el ra de Uruguay. De esta manera, el divorcio entre 
los problemas laborales y la naturaleza del partido fue, desde 
un inicio, un asunto evidente que nunca trató de cambiarse. 


A pesar de ello, el rro abrió las puertas a algunas candidatu- 
ras Obreras y retomó algunas demandas y reformas en el plano 
legislativo, como la reforma alternativa a la Lrr. Estos esfuerzos, 
aunque significativos, tuvieron poca repercusión, dada la co- 
rrelación de fuerzas en el Congreso donde la mayoría formada 
por el eri y el ran impidió cualquier avance en este sentido. 


Se presentó una especie de círculo vicioso: el movimiento 
sindical independiente, aliado natural del »ro, no crecía nota- 
blemente ni acumulaba nuevas fuerzas, por lo que la presión 
que ejercía ante el gobierno también era de poca monta. Por su 
parte, el ro apreciaba esa debilidad como una manifestación de 
que las causas laborales no eran electoralmente rentables. Así 
las cosas, ni unos ni otros buscaron sellar una alianza que los 
encaminara a un fortalecimiento mutuo. 


Los gobiernos del ran se caracterizaron por una prolonga- 
ción de los regímenes del pri en materia laboral. Nada significa- 
tivo cambió, hasta el triunfo de este último, de nueva cuenta, en 
las elecciones presidenciales de 2012. Esa victoria abrió el ca- 
mino a un nuevo entendimiento entre ambas organizaciones 
políticas en un aspecto relevante: la reformas de la 1rr. 


Durante varios años, bajo la presión del rm, las transnaciona- 
les y un sector de los empresarios nacionales, se insistió en la 
necesidad de flexibilizar la Lrr. En 1989, bajo la presidencia de 
Salinas de Gortari, por primera vez se intentó legislar en esta 
materia. Luego hubo otro esfuerzo en el sexenio de Zedillo, pe- 
ro no llegó a concretarse y ni siquiera se presentó formalmente 
un proyecto legislativo. No fue hasta la presidencia de Vicente 
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Fox cuando se llevó una iniciativa de reformas laborales a la 
Cámara de Diputados. Esta iniciativa, se dijo, había sido el re- 
sultado de casi un año de debates en la srrs en los que habían 


participado representantes de los obreros y los empresarios. 


Sin embargo, la verdad es que ese supuesto consenso había 
excluido a una parte muy importante de las representaciones 
sindicales, en particular la unr. Por parte de los patrones, ade- 
más, sólo había participado un grupo muy pequeño de dudosa 
representatividad. 

El resultado de las consultas en la srrs dio pie a la elaboración 
de una iniciativa de reformas a la ley.* Dicho proyecto contenía 
básicamente dos tipos de propuestas: unas encaminadas a flexi- 
bilizar el trabajo y otras destinadas a poner candados más res- 
trictivos para el registro de nuevos sindicatos y para el recono- 
cimiento de las directivas sindicales. El asunto de la flexibili- 
dad, la parte medular del proyecto, ha formado parte de las re- 
comendaciones que el rm: y el Banco Mundial hacen a todos los 
países, muchas veces como condición para el otorgamiento de 
préstamos. Por su parte, el gobierno afirmó, reiteradamente, 
que estas reformas eran indispensables para modernizar la 
planta productiva, atraer nuevas inversiones y así poder hacer 
frente, en mejores condiciones, a la demanda de empleo. 


Según los autores de un estudio sobre el tema, la política de 
“flexibilizar” o “desregular” las relaciones laborales se basa en la 
supuesta disfuncionalidad del control que los sindicatos llega- 
ron a tener sobre ciertas áreas clave de las relaciones laborales: 


+ Las políticas relativas a la seguridad en el empleo (in- 
cluyendo los procedimientos de ingreso, la progresiva re- 
ducción de empleados temporales y la determinación de 
salarios y prestaciones). 
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+ Las reglas que gobiernan el proceso de trabajo (hora- 
rios, turnos, jornada laboral, ritmos de trabajo, adscrip- 
ción, polivalencia y particularmente la participación sin- 
dical en la elaboración del escalafón). 

+ Los procedimientos de resolución de conflictos (recla- 
maciones, castigos, atribución de representaciones sindi- 
cales). 


Los autores concluyen que, más allá de la eliminación de los 
“candados” o condicionantes que inhiben la productividad, la 
competitividad y la calidad, este “contrapoder sindical es el ver- 
dadero centro de las propuestas empresariales y gubernamen- 


tales de flexibilidad laboral”.* 


Por su parte, otro investigador de los temas laborales, Fran- 
cisco Zapata, también afirma: “La flexibilización laboral tiene 
menos que ver con asegurar el aumento en la productividad del 
trabajo que con buscar la eliminación de la participación sindi- 
cal en la empresa [...] Se trata de introducir un nuevo orden 
político en las empresas”.* 


La flexibilidad intenta superar la supuesta rigidez de las rela- 
ciones laborales en diversos aspectos: 


Por una parte, con los procesos de trabajo en el interior de la 
empresa. Aquí se propone la polivalencia del trabajador, supri- 
mir el escalafón ciego y modificar unilateralmente la duración 
y la intensidad de la jornada de trabajo. 


La flexibilidad en el seno de la empresa, sin embargo, no ha 
tenido muchos candados en la ley, excepto en lo que toca a la 
jornada laboral. Es por ello que, desde el gobierno de De la Ma- 
drid, la ofensiva se concentró en los contratos colectivos que, 
en efecto, contenían diversas cláusulas que regulaban o impe- 
dían dicha flexibilidad. Esta ofensiva fue concluida desde la dé- 


160 


cada de 1990 a tal punto que “Los recortes a los contratos co- 
lectivos han reducido el papel de los sindicatos a simples socios 
pasivos de las empresas, con poca o ninguna influencia en la re- 
gulación de las condiciones de trabajo y, por lo tanto, con una 
reducida capacidad para asegurar a sus agremiados un mínimo 
de estabilidad y otras garantías de empleo”.” 


El otro aspecto de la flexibilidad está relacionado con la con- 
tratación de la fuerza de trabajo, y fue el verdadero objetivo de 
las propuestas de reformas a la 1rr del nuevo siglo, ya que ésta 
contiene diversas disposiciones rígidas que —según sus promo- 
tores— impiden el crecimiento del empleo. El asunto se centra 
en lo siguiente: 


+ El llamado pago por horas, que en realidad quiere de- 
cir que un trabajador pueda ser contratado por labores 
discontinuas durante la semana, el día o el año, recibien- 
do proporcionalmente la remuneración correspondiente 
y las demás condiciones de la relación de trabajo. 

. Costos salariales. El objetivo consiste en que el patrón 
pueda despedir al trabajador sin la indemnización corres- 
pondiente o con una indemnización más baja. Se preten- 
día ampliar las causas de rescisión y rebajar los montos 
de la indemnización a que tiene derecho el trabajador. Se 
propuso también un tope al pago de salarios caídos, pe- 
riodos de prueba y contratos de capacitación de hasta 12 
meses. Estas formas de contratación pueden darse por 
terminadas sin responsabilidad para el patrón, sin indem- 
nización, en cualquier momento o al término del tiempo 
pactado. 

+ Modificación de la jornada diaria. Flexibilidad en el 
horario diario con base en 48 horas semanales sin pago 
de horas extraordinarias, por encima de las ocho horas 
diarias que señala la actual 1rr. 
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En resumen, la contratación flexible intenta terminar con la 
estabilidad en el empleo y con el compromiso de pago por jor- 
nada de tiempo completo (en el caso mexicano, de 48 horas). Se 
intenta así generalizar la modalidad de contratación por tiem- 
pos parciales (por horas, días o meses) y terminar con los con- 
tratos por tiempo indefinido (la obtención de una “planta” o 
puesto definitivo). Además, se busca que el trabajador labore 
jornadas discontinuas (durante el día, la semana o los meses del 
año) o jornadas mayores a las ocho horas diarias o las 48 horas 
semanales, según las necesidades técnicas de la producción o 
las fluctuaciones del mercado. 


La flexibilidad laboral y, en particular, la generalización del 
trabajo por horas o a tiempo parcial y la inestabilidad del pues- 
to de trabajo, se han adoptado en varios países del mundo. Sin 
embargo, después de varias décadas la experiencia internacio- 
nal nos dice que estas políticas no han resuelto los problemas 
de empleo y sí, en cambio, han reproducido el fenómeno de la 
precarización del trabajo, la caída salarial de la población traba- 
jadora menos calificada y una mayor desigualdad en la distri- 
bución del ingreso.* 


Las experiencias internacionales han sido distintas en cuan- 
to a los grados de flexibilización adoptados. Pero quizá pueda 
afirmarse que el modelo más radical ha sido el de los Estados 
Unidos. En este último caso, el modelo laboral de flexibilidad 
extrema ha provocado una gran incertidumbre personal y, con 
ello, fracturas sociales.” 

Todavía más: la excesiva rotación de trabajadores en una 
empresa trae serios problemas de productividad. Los trabaja- 
dores no tienen incentivos para capacitarse, mejorar la calidad 
de su trabajo dentro de la empresa y arraigarse para escalar 
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puestos con base en su experiencia y habilidades. Las empresas 
optan cada vez más por bajar los costos laborales y dedican me- 
nos recursos a la capacitación. Pagan menores salarios sabien- 
do que el trabajador no durará mucho tiempo en la empresa. Se 
crea entonces un círculo vicioso: el trabajador, sin incentivos, 
vive todos los días con la angustia de ser despedido y pierde in- 
terés en mejorar la calidad de su trabajo y mejorar sus habilida- 
des; por ello, es un trabajador cada vez menos apto. La empre- 
sa, por su parte, busca una mayor competitividad reduciendo 
los costos laborales directos en lugar de invertir en la capacita- 
ción y en el cambio de la organización del trabajo. 


La búsqueda de menores costos laborales ha llevado a las 
empresas cada vez más lejos de los centros industriales más de- 
sarrollados: México, Centroamérica, Filipinas, Vietnam o Chi- 
na. Ello, a su vez, acentúa en todo el mundo la movilidad y la 
precariedad laborales, los bajos salarios y la reducción de los 
costos laborales como estrategia principal para ganar eficien- 
cia.!% 

En conclusión, la flexibilidad laboral no ha demostrado ser 
un instrumento eficaz para generar empleos y en cambio ha 
servido para volver al mundo del trabajo más inestable, frágil y 
desprotegido. La flexibilidad es una estrategia empresarial para 
reducir costos sin ninguna contraprestación para el trabajador. 
Es una política laboral que produce mayores desequilibrios y 
arroja mayores sacrificios para el trabajador y para la sociedad. 
Se inscribe, por lo tanto, en la tónica neoliberal de privatizar 
ganancias y socializar costos. 


En el caso mexicano, adicionalmente, la reforma laboral, se- 
gún el proyecto gubernamental, pretendía consolidar el poder 
de la burocracia corporativa en el control y el manejo de los re- 
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gistros sindicales y el nombramiento de las dirigencias, y, así, 
mantener el régimen de los “contratos de protección”. 


La propuesta Abascal, sin embargo, no prosperó y hubo que 
esperar algunos años más. Por fin, el viernes 30 de noviembre 
de 2012, a unas horas del cambio de gobierno, Felipe Calderón, 
todavía presidente de México, publicaba el decreto de reformas 
a la Lrr. La reforma largamente aplazada se hacía realidad. Los 
sindicatos independientes representados por la unr y el sme, en- 
tre otros, se opusieron tajantemente, pero no impulsaron mo- 
vilizaciones a gran escala. Los legisladores de los partidos de 
izquierda o progresistas, el pro, el Movimiento Ciudadano y el 
Partido del Trabajo también manifestaron su rechazo, y ante la 
mayoría prefigurada del resto de los partidos decidieron tratar 
de influir en la redacción de algunas disposiciones. Si bien no 
cambiaron la naturaleza de las reformas, lograron en cambio 
algunas modificaciones a la propuesta original enviada por el 
presidente. 


Lo más relevante de la reforma de 2012 se encuentra en 
aquellos artículos que afectan directamente a las condiciones 
de trabajo y el salario, como sucede con la subcontratación (ar- 
tículo 15-A, B, C y D) y la contratación por horas (artículo 83). 
Otras disposiciones relevantes se refieren a los periodos de 
prueba y capacitación (artículo 39, incisos A, B, C, D y EF) y so- 
bre la indemnización del trabajador en caso de despido (artícu- 
lo 48)."" 


La redacción final de algunas de estas normas que llevó a ca- 
bo el Congreso, posiblemente las más importantes, adoleció de 
serios problemas. En el caso de la subcontratación, las disposi- 
ciones aprobadas son permisivas y al mismo tiempo engorro- 
sas. Los requisitos planteados trataron de limitar la subcontra- 
tación mediante un conjunto de candados. Si éstos se observa- 
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ran rigurosamente, la subcontratación se reduciría sustancial- 
mente. Sin embargo, la vigilancia para corroborar este cumpli- 
miento por los inspectores de trabajo es muy débil, lo que hacía 
suponer su incumplimiento, lo que en efecto ha sucedido desde 
entonces. 


Hay que subrayar que con la subcontratación se ha creado 
un régimen laboral muy desventajoso para los trabajadores. Las 
condiciones de trabajo, las prestaciones de ley y el cumplimien- 
to del pago del Seguro Social no se respetan. El ejemplo más vi- 
sible de este tipo de contratación lo encontramos en los traba- 
jadores de limpieza que laboran en empresas públicas y priva- 
das y que muchas veces son ejemplo evidente de maltrato y 
abuso laboral. 


En el caso del salario por horas (artículo 83), las nuevas dis- 
posiciones legales permitían el fraccionamiento del salario y, 
con ello, su reducción. Un trabajador que realice un trabajo 
igual que otro recibirá la mitad, la cuarta o hasta la octava parte 
del salario de su compañero, porque laborará menos de la jor- 
nada completa de ocho horas. Sin embargo, otra vez, como en 
el caso anterior, la redacción es deficiente. 


En otro ámbito igualmente importante, el debate sobre las 
reformas a la 1rr tuvo un resultado lamentable en materia de 
democracia, transparencia sindical y contratación colectiva. Al 
final sólo se aprobaron algunos artículos. Su contenido no alte- 
ró el fondo del régimen legal que auspiciaba la antidemocracia 
sindical, la corrupción y la simulación (ahora mediante los con- 
tratos de protección). Vale la pena destacar entonces lo que no 
se aprobó en los debates del Congreso a pesar de que fue parte 
de las discusiones más intensas. En primer lugar, una nueva 
disposición que obligaba a los sindicatos a una elección de los 
dirigentes mediante voto libre, directo y secreto. Pero lo más 
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interesante fue la propuesta, que tampoco fue aceptada, que in- 
cluía dos nuevos artículos en los que se señalaban los procedi- 
mientos para demandar la firma de un contrato colectivo, se- 
gún los cuales la Junta de Conciliación y Arbitraje estaría obli- 
gada a convocar a un recuento entre los trabajadores para que 
ellos decidieran qué sindicato debería representarlos. Una vez 
electo el sindicato, éste podría negociar el contrato colectivo 
con los representantes legales de la empresa correspondiente y, 
en su caso, emplazar a huelga. Se señalaba que este procedi- 
miento era obligatorio y que si no se realizaba la elección tam- 
poco se podría firmar un contrato colectivo ni emplazar a huel- 
ga. 

El resultado de las reformas a la Lrr, tanto tiempo aplazadas, 
fue producto de una coyuntura política muy particular, al final 
del mandato de Felipe Calderón y a unos cuantos días del inicio 
del nuevo gobierno. 


La turbia redacción de algunos artículos podría explicarse 
por la combinación de diversos factores: en primer lugar, una 
fracción de oposición de izquierda que logró presionar hasta 
imponer algunos textos en la redacción final; pero, por otro la- 
do, la fracción del rr1, que durante años se había negado a acep- 
tar las reformas, lo hizo a regañadientes en esta ocasión. Una 
parte de los legisladores, incluyendo miembros de la bancada 
del pri, pactó las nuevas normas con la idea no tanto de cambiar 
esas relaciones sino más bien para “legalizar” lo que ya sucedía. 
Entonces se pensó que se deberían “limitar” los efectos de estas 
prácticas, ya comunes en muchas empresas. El espíritu de estas 
leyes fue pues, al mismo tiempo, autorizar y reglamentar en ex- 
ceso, lo que explicaría también su intrincada redacción. 


Sin embargo, en cuanto a la democracia sindical, el pr no ce- 


dió prácticamente en nada, pues los diputados obreros repre- 
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sentaban los intereses afectados: una burocracia sindical que 
medra de los contratos de protección y que tiene como condi- 
ción de su existencia que los trabajadores no puedan conocer a 
sus dirigentes ni a los contratos colectivos. 


Una parte del ran se alió con las izquierdas, respondiendo a 
una línea ideológica de muchos años que criticaba el corporati- 
vismo sindical de los gobiernos del rr. Sin embargo, esa oposi- 
ción no se mantuvo en bloque y permitió la aprobación de las 
reformas flexibilizadoras y el rechazo a aquellas otras que bus- 
caban la democracia sindical. De manera extraña, pero segura- 
mente calculada, el ran se dividió (formalmente), en la Cámara 


de Diputados votó con el rr: y en la de Senadores con el pro. 


Más allá de estos incidentes, lo cierto es que las reformas se 
aprobaron después de muchos años durante los cuales las rela- 
ciones laborales habían cambiado sustancialmente. En 2012 no 
se iniciaba el cambio del régimen dominante, simplemente se 
trató de acomodar las leyes a una práctica generalizada desde 
hacía décadas que, aunque ilegal, había sido protegida y auspi- 
ciada por los gobiernos en turno. 

Ante este panorama, vigente desde fines de la década de 
1980, dominado por los contratos de protección, se requería, 
sin duda, una reforma laboral cuyo objetivo fundamental tuvie- 
ra que ser uno muy distinto: acabar con la simulación. 

En 1997 un grupo de abogados y académicos, a petición del 
Comité Ejecutivo Nacional del rro, elaboró una propuesta al- 
ternativa de reformas a la Lrr.!? El proyecto fue reelaborado por 
dirigentes de la unr y se presentó en diversas ocasiones ante el 


Congreso de la Unión. 


Éstos fueron los puntos centrales del proyecto. 
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Primero, garantizar la libertad y el ejercicio de la democracia 
sindical. Ello supone cambiar las disposiciones legales que han 
permitido, a lo largo de las últimas décadas, que sea el Estado, 
los gobiernos federales y estatales, quien reconozca discrecio- 
nalmente la vida de los sindicatos y a sus dirigentes. Se trata, 
entonces, de instaurar nuevos mecanismos institucionales para 
garantizar la libertad y la democracia sindicales. 


Lo anterior significa: 


a) Que las autoridades públicas se abstengan de toda in- 
tervención que tienda a limitar el derecho de organiza- 
ción y el libre funcionamiento de los sindicatos o de en- 
torpecer su ejercicio legal, tal y como lo disponen los 
acuerdos internacionales sobre libertad sindical suscritos 
y ratificados por nuestro país. 

b) Prohibir y sancionar conforme a la ley cualquier acto 
de injerencia patronal en la sindicalización y el ejercicio 
de los derechos colectivos. 

c) Establecer mecanismos obligatorios de rendición de 
cuentas de los dirigentes sindicales ante sus agremiados: 
realización de asambleas, informes periódicos sobre las 
cuotas sindicales y la administración del patrimonio sin- 
dical; elección por voto secreto y directo de los represen- 
tantes sindicales; publicación de los contratos colectivos. 
d) La creación de un registro público nacional de orga- 
nizaciones sindicales y contratos colectivos como un or- 
ganismo autónomo, con personalidad jurídica y patrimo- 
nio propios. Se eliminaría así la facultad de la Secretaría 
del Trabajo y de las Juntas Locales de reconocer o negar 
los registros sindicales, pues éstos adquirirían personali- 
dad jurídica por el solo hecho de depositar ante el regis- 
tro la documentación requerida. 
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Segundo, proponer un nuevo régimen laboral que reconozca 
la igualdad de los trabajadores ante la ley. Lo anterior supone 
una reforma constitucional: suprimir al apartado B para que los 
trabajadores de los poderes de la Unión y del gobierno del Dis- 
trito Federal y otros gremios puedan ejercer el derecho a la li- 
bre sindicalización, a la contratación colectiva y a la huelga. 


Tercero. Un elemento importante del régimen de simulación 
que prima en el mundo del trabajo ha sido la negociación de los 
salarios mínimos. En los hechos, el poder ejecutivo ha dictado 
los aumentos usando como parapeto la Conasami. El carácter 
tripartito de esta última es una ficción: ni los trabajadores y, a 
veces, ni los empresarios han sido tomados en cuenta. 


La reforma impulsada por el sindicalismo democrático con- 
templaba la creación del Instituto Nacional de Salarios Míni- 
mos, Productividad y Reparto de Utilidades, organismo técnico 
y autónomo encargado de realizar los estudios sobre estas ma- 
terias y hacer las recomendaciones necesarias al poder público. 
Con base en ellas, la Cámara de Diputados podría decretar las 
modificaciones a los salarios de acuerdo con los índices de pro- 
ductividad y con los niveles de inflación presentados. 


El proyecto contenía, además, otras propuestas: 


a) La reducción de la jornada laboral de 48 a 40 horas. 

b) Diversas disposiciones sobre la equidad de género: 
prevenir cualquier acto de discriminación por razones de 
género, en particular haciendo explícito el concepto de 
hostigamiento sexual para prevenirlo y, en su caso, casti- 
garlo e indemnizar a la víctima. 

c) Autonomía y eficacia en la impartición de justicia la- 
boral. Sustitución de las Juntas de Conciliación y Arbitra- 
je tanto federales como locales por juzgados laborales de- 
pendientes del Poder Judicial. 
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De esta manera, hasta 2012 hubo dos proyectos, completa- 
mente diferentes, sobre las reformas a la legislación laboral. 
Uno, el del sindicalismo independiente, proponía reformas pa- 
ra asegurar la libertad, la independencia y la democracia sindi- 
cal, acabar con los contratos de protección y la simulación en 
los centros de trabajo, promover un sindicalismo legítimo, la 
igualdad de los trabajadores ante la ley, un salario mínimo re- 
munerativo, la disminución de la jornada, la equidad de género 
y una mejor impartición de justicia. El otro proyecto fue el de 
la flexibilidad, la reducción de costos laborales, el trabajo a 
tiempo parcial y el endurecimiento de la antidemocracia sindi- 
cal. 
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XVI. BREVE HISTORIA DEL SALARIO MÍNI- 
MO 


La misroria del sindicalismo mexicano puede entenderse mejor 
si, además de narrar sus luchas de resistencia y sus relaciones 
con el Estado, estudiamos un tema de especial importancia: el 
salario mínimo. 

Ello puede resultar útil para entender la evolución de las 
condiciones de vida y de trabajo de los asalariados mexicanos 
en esta larga etapa histórica. Debe advertirse, sin embargo, que 
el salario no puede ser el único indicador que se requiere para 
entender esta evolución. Para ello se necesita del análisis de 
otros datos, como la ocupación, la jornada laboral, la cobertura 
de la seguridad social, la tasa de sindicalización, las enfermeda- 
des del trabajo, etc. Aún más, habría que tomar en cuenta, 
igualmente, las formas de organización del trabajo y los avan- 
ces tecnológicos, así como el tamaño de las empresas y su voca- 
ción productiva. Sin embargo, el estudio de los salarios míni- 
mos tiene especial interés porque, en primer lugar, se puede 
medir la capacidad adquisitiva de este ingreso; de esta manera 
podemos comparar esta variable en diversos periodos y obser- 
var si los asalariados tienen acceso a más o menos satisfactores 
en su vida cotidiana en un periodo. Ello será un indicador muy 
importante que nos hablará del mejoramiento o la mengua de 
su calidad de vida y de sus condiciones laborales. 


Hay que recordar que en el México contemporáneo, por lo 
menos desde 1950, la mayoría de la población recibe un ingre- 
so gracias al salario que recibe. Si en aquel año más de la mitad 
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de la población ocupada sobrevivía gracias a la venta de su 
fuerza de trabajo, hoy lo hacen más de dos terceras partes. Por 
ello, una evolución favorable de los salarios tendrá un impacto 
muy importante en la mayoría de la población y el consumo 
agregado y, a la inversa, una tendencia negativa del salario real 
se traducirá necesariamente en un menor nivel de vida de mu- 
chos millones de mexicanos y será un indicador de un aumento 
de la pobreza. 


Ligado a lo anterior, la evolución del salario mínimo puede 
ayudarnos a entender la tendencia de la participación de los sa- 
larios en el ingreso nacional (frente a la porción que se llevan 
las ganancias de los empresarios), lo que también puede indi- 
carnos si, en un determinado periodo, el país avanza o retroce- 
de en materia de desigualdad. 


Finalmente, la historia de los salarios mínimos, puesto que se 
trata de un instrumento legal, nos permite entender la orienta- 
ción de las políticas públicas y la forma en que los distintos go- 
biernos han enfrentado las oscilaciones del ciclo económico. Es 
decir, cuál ha sido su respuesta en momentos en que hay una 
recesión, despidos masivos, un aumento generalizado de pre- 
cios O, por el contrario, en momentos de estabilidad y creci- 
miento. 


También puede ayudarnos a entender las formas en que el 
gobierno ha conducido las relaciones con los empresarios y las 
organizaciones de los trabajadores, pues la decisión de aumen- 
tar en un monto determinado los salarios mínimos exige una 
consulta con ambos sectores y puede ser objeto de diversos ti- 
pos de presión política y social. 

La información estadística con la que contamos para realizar 
estudios económicos y sociales no es tan buena como quisiéra- 
mos para hacer comparaciones históricas a lo largo de todo el 
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siglo. Algunas veces las fuentes son distintas; en otras, los mé- 
todos de elaboración difieren de una década a otra, y en algu- 
nas ocasiones más, hay lagunas en la información. En el caso 
del salario mínimo y otros indicadores, como la participación 
de los asalariados en el ingreso nacional, hay información sufi- 
ciente que nos permite ver, aunque a grandes rasgos y de ma- 
nera fragmentada, este largo periodo histórico. Para darle una 
coherencia mínima a esta observación, que tiene que ver con 
las fuentes utilizadas, dividimos el periodo en siete partes. Ca- 
da una tiene una fuente de información homogénea y se co- 
rresponde con una etapa o un evento histórico que las distin- 
gue de las demás. 


El panorama general que ofrecemos en este capítulo nos 
permite observar que, entre el final del siglo xix y los primeros 
lustros del xxi, los salarios mínimos (reales)' han tenido un 
comportamiento irregular, pues su evolución ha sido afectada 
por diversos acontecimientos: algunos de corto plazo ligados a 
una determinada situación política, y otros derivados de los ci- 
clos económicos que periódicamente se presentan en la econo- 
mía mundial y que, por supuesto, repercuten en la economía 


mexicana. 
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CUADRO XVI. 1. Siete cortes históricos de los salarios 
mínimos del siglo x1x al xx1 





Periodo Fuentes Etapa histórica 
1877-1910 Estadísticas Seminario Porfiriato 
Historiaa 
1910-1929 Estudios de caso Revolución armada y 
Constitución de 1917 
1929-1936 Estadísticas indirectas Crisis mundial 
1936-1940  stypst Cardenismo 
1940-1950 Estadísticas INEGI/ Crecimiento con inflación 
Estudio de Juan 
F. Noyola* 


1950-1982 INEGI (a partir de 1964) Desarrollo estabilizador 
Banco de México (1969) 
1982-2016 IneEGI/Banco de México Apertura externa y 
políticas de ajuste 


2 Seminario de Historia Moderna de El Colegio de México. 
b Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 
“ Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 


FinaLes DEL siGLOo XIX: eL PorFIRIATO 


Durante el porfiriato (1876-1910), como se recordará, no hubo 
una legislación laboral y por lo tanto tampoco existía el salario 
mínimo legal. En realidad, ni siquiera se puede hablar de sala- 
rios contractuales, es decir, pactados bilateralmente entre el 
empleador y los trabajadores. El patrón decidía, unilateralmen- 
te, la cuantía del pago y cuándo y cómo se hacía. 


De esta manera, durante esta etapa prerrevolucionaria debe- 
mos entender por salario mínimo aquel de menor cuantía pa- 
gado a un trabajador según las fuentes estadísticas disponibles. 
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CuADRo Xv1.2. Salario mínimo general en pesos de 1900, 








1877-1911 
Años en BREA Agricultura Minería Industria 
mexicana 
1877 0,3524 0.3184 0.3218 0.32180 
1885 0.29065 0.2890 (1886) 0.3131 0.33640 
1890 0.32092 0.2968 0.3671 0.37250 
1900 0.33973 0.3164 0.4552 0.40210 
1905 0.34944 0.3163 0.5197 0.33430 
1910 0.28777 0.2568 0.6315 0.32820 
1911 0.30311 0.2676 0.7201 0.36140 





FUENTE: Seminario de Historia Moderna de México, “Estadísticas económi- 
cas del porfiriato. Fuerza de trabajo y actividad económica por sectores”, Mé- 
xico, El Colegio de México, 1965 (con datos del INEGI). 


Un estudio muy distinguido en la literatura de la historia 
económica encontró que el salario mínimo general promedio 
en la república mexicana se comportó de manera estable entre 
1890 y 1905. En el segundo quinquenio del nuevo siglo, sin 
embargo, conoció una clara tendencia a la baja. 


Por sectores productivos se observa que los salarios mínimos 
reales en la minería y la industria aumentaron entre 1877 y 
1900, pero declinaron en las manufacturas durante la primera 
década del siglo xx. Por su parte, el salario diario mínimo real 
en la agricultura tuvo un comportamiento diferente, con pe- 
queñas alzas y bajas hasta 1905 y con una caída importante a 
partir de ese año y hasta 1910. 


Pero lo que distingue especialmente a este periodo histórico 
fueron las diferencias salariales que se presentaron a nivel re- 
gional. Éstas llegaron a representar entre 1900 y 1908 hasta 85- 
138% en la agricultura (si comparamos la zona del Golfo y la 
del Centro); 68.7-158% en la minería (Pacífico norte frente a la 
región del Golfo), y 130.5-154.6% en la industria (entre el Pací- 
fico norte y el Pacífico sur). 


175 


Estas cifras revelan que los salarios se comportaron de 
acuerdo con un incipiente mercado laboral que estaba determi- 
nado por la expansión de algunos núcleos productivos en di- 
versas regiones del país que se distinguían por atraer fuerza de 
trabajo. Fue el caso de las regiones mineras del Pacífico norte, 
las zonas industriales del centro del país localizadas en la Ciu- 
dad de México, Puebla y Orizaba, y las regiones agrícolas del 
Golfo y del Pacífico norte. Sin embargo, en las regiones más 
densamente pobladas del país imperaban todavía las haciendas 
y la agricultura de autoconsumo, por lo que el mercado laboral 
funcionaba todavía de manera muy limitada y no reflejó clara- 
mente ni la magnitud ni la evolución de la producción de 
bienes y servicios. 


CUADRO Xv1.3. Diferencias a nivel salarial 





Pacífico Pacífico 
norte sur 

Agricultura 0.3200 0.5000 0.3700 0.3000 0.2700 

1900 

Agricultura 0.3531 0.5391 0.3988 0.3392 0.2262 

1908 


Norte Golfo Centro 





Minería 0.4696 0.4606 0.6101 0.3617 0.3859 
1900 
Minería 0.7004 0.3742 0.9656 0.5443 0.4822 
1908 


Industria 0.36940  0.40200 0.57620 0.2500 0.42500 
1900 
Industria 0.36570  0.33150 0.64330  0.25270  0.33950 
1908 


FUENTE: “Estadísticas económicas del Porfiriato. Fuerza de trabajo y activi- 
dad económica por sector”, El Colegio de México (con datos del INEGI). 


Si observamos su comportamiento por sectores económicos, 
advertimos que los salarios en el sector minero reflejaron la 
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importancia que adquirieron las exportaciones de México, 
principalmente a los Estados Unidos, a partir de 1880. Un sec- 
tor que creció a un ritmo incluso superior al del resto del mun- 
do, pues si las exportaciones mundiales de productos primarios 
alcanzaron un crecimiento de 3.6% entre 1877 y 1910-1911, 
para México este índice fue de 6.1%. 


Entre las exportaciones de México en esos años destacaron 
algunas materias primas de origen agrícola como el henequén 
(ubicado en Yucatán, en la región del Golfo, lo que no permite 
apreciar su importancia en la clasificación regional) y sobre to- 
do los metales industriales como el cobre y, en menor medida, 
los metales preciosos. Por su parte, la industria manufacturera 
nacional creció también, aunque en menor escala, gracias a las 
inversiones extranjeras, principalmente de origen francés. Este 
sector conoce un periodo de auge entre 1890 y 1900, pero em- 
pieza a detenerse poco después y sobre todo sufre el impacto 
de la crisis mundial de 1907. Con todo, la industria manufactu- 
rera llegó a alcanzar 17.4% del ris y fue el sector productivo más 
importante después de la agricultura y la ganadería. 


La estabilidad de los salarios en la agricultura a nivel nacio- 
nal, hasta 1905, daría cuenta del incipiente desarrollo de las re- 
laciones capitalistas de producción, propiamente asalariadas, y 
la persistencia de la hacienda que, en algunas regiones, lenta- 
mente se iba modernizando. 


Las estadísticas disponibles gracias al enorme trabajo reali- 
zado por el Seminario de Historia Moderna no permiten, sin 
embargo, realizar un análisis mucho más detallado sobre la 
evolución de los salarios. Afortunadamente, en el caso de las 
manufacturas tenemos un estudio que analiza más de cerca su 
evolución en un caso concreto, la empresa textil más importan- 
te de esos años, la Compañía Industrial Veracruzana (civsa). 
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En este complejo industrial, 


desde una perspectiva de largo plazo, los salarios reales parecen relativamente estables durante la última dé- 
cada del Porfiriato [...] De 1900 a 1910 los salarios nominales aumentaron en 41% y los salarios reales en 
3.7%. Hay dos ciclos: de 1900 a 1907 los salarios reales aumentaron en 17% y luego de 1907 a 1911 decrecie- 
ron 14% debido, sobre todo, a una inflación creciente. La tendencia general de los salarios en la Compañía 
Industrial Veracruzana (CIVSA) para estos años pueden generalizarse con certeza a todos los trabajadores in- 


dustriales de, al menos, la región central de México. 


Habrá que agregar que seguramente empeoraron las condi- 
ciones de trabajo, pues las horas trabajadas y la intensidad del 
trabajo fueron en aumento. Todo ello era posible debido a la 
ausencia de mecanismos de defensa legales de los trabajadores. 
Precisamente, el origen de la huelga de Río Blanco se debió a la 
inconformidad de los trabajadores por jornadas de trabajo ex- 
cesivas y malos tratos de los capataces. La industrialización de 
México avanzaba a costa de una mayor explotación del trabaja- 
dor, que no contaba con ningún mecanismo de defensa legal. 


1910-1926 


No hay mucha información estadística sobre los salarios en es- 
te periodo debido al conflicto armado revolucionario. Debe su- 
ponerse que las empresas trabajaron con grandes dificultades y 
que la inestabilidad de la economía tampoco permitía una acti- 
vidad regular en varias partes del país. A nivel nacional, tanto 
por la falta de información como por la inestabilidad económi- 
ca en estos años, se interrumpe la historia del salario en Méxi- 
co. 


Sin embargo, en la investigación de Gómez Galvarriato so- 
bre la región fabril de Orizaba, Veracruz, se plantea que: 


178 


Durante los primeros años de la revolución, los salarios reales de CIVSA se incrementaron. Ello fue resultado 
de la movilización obrera y del apoyo que el nuevo gobierno le otorgó a través del Departamento de Trabajo 
(recién creado por Madero). El salario mínimo para la industria textil, negociado en la Convención de Indus- 
triales en julio de 1912, fue el resultado más evidente de este proceso. De 1911 a 1913, los salarios reales au- 
mentaron 20%. En 1913 estaban 2.1% arriba de su pico alcanzado en 1907. Los salarios por hora aumentaron 
todavía más (32%) dado que la jornada laboral se redujo de 12 a 10 horas diarias. [Sin embargo] después de 
que Huerta tomó el poder, la guerra civil se intensificó y ello trajo la hiperinflación [...] lo que erosionó los 
aumentos nominales de los salarios entre 1914 y 1916, causando una caída aguda del poder de compra de los 
trabajadores, el cual cayó a su punto más bajo en mayo de 1916, a un séptimo de lo que había representado en 
1912, en términos de pesos oro [...] Después de que los salarios reales se recuperaron en diciembre de 1916, 
cuando los trabajadores de CIVSA finalmente ganaron la lucha para que se les pagara en pesos oro, volvieron 


. . ; : 3 
a caer debido a los incrementos de precios que tuvieron lugar en 1917. 


Posteriormente, de 1917 a 1920 los trabajadores pudieron 
recuperar el salario real que ganaban en 1913. Sin embargo, los 
trabajadores recibían ahora estos ingresos por una jornada de 
ocho —y no de 12 horas—, una ganancia muy importante. 


Finalmente 


de 1920 a 1929, el incremento en los salarios, ligado a una deflación de los precios, aumentaron el poder de 
compra de los trabajadores de la empresa Santa Rosa en un impresionante 131%, a lo que hay que agregar 
otros beneficios para los trabajadores, tales como indemnizaciones por enfermedad y accidentes de trabajo y 
por retiro, beneficios que los directivos de CIVSA valuaron en un 15% adicional a los incrementos salaria- 


re 


Aunque la investigación de Gómez Galvarriato no permite 
hacer extensivos sus resultados a todo el país, es significativo 
que en una de las regiones industriales más importantes, a pe- 
sar de la inestabilidad y la violencia, los trabajadores hayan me- 
jorado sustancialmente sus condiciones laborales, no tanto por 
los aumentos nominales al salario como por el mejoramiento 
de las prestaciones, algunas de ellas no monetarias (como la re- 
ducción de las horas trabajadas). 


Esta y otras ganancias se consolidaron a partir de 1917. Ello 
se explica no sólo por la fuerza de las organizaciones obreras 
de la zona fabril de Orizaba y Puebla, sino también por los re- 
sultados del Congreso Constituyente y la redacción del artículo 
123 de la nueva Carta Magna de México. 
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En la Constitución de 1917 el tema del salario abarca varias 
fracciones del 123. Reproducimos aquí la redacción original de 
dos de ellas: 


Fracción VI. El salario mínimo que deberá disfrutar el trabajador será el que se considere suficiente, aten- 
diendo las condiciones de cada región, para satisfacer las necesidades normales de la vida del obrero, su edu- 
cación y sus placeres honestos, considerándolo como jefe de familia. 


IX. La fijación del tipo de salario mínimo y de la participación en las utilidades de las empresas a que se re- 
fiere la fracción VI, se hará por comisiones especiales que se formarán en cada Municipio, subordinadas a la 
Junta Central de Conciliación que se establecerá en cada Estado. 


La redacción de la Constitución de 1917 fue un momento 
histórico fundamental en la vida del movimiento obrero mexi- 
cano que impactó las condiciones de los trabajadores; entre 
ellas, la evolución de los salarios. 


Jeffrey Bortz asegura que: 


La Revolución mexicana transformó radicalmente el régimen laboral. En 1910 no existía ningún cuerpo legal 
que fuera específicamente un código laboral. No había contratos colectivos. Los sindicatos existían pero sólo 
en los márgenes de la ley y del poder. No había oficinas gubernamentales de trabajo ni juzgados laborales. En 
1927, después de una década y media de una violenta rebelión social el país creó el conjunto de leyes, regula- 


ciones y oficinas gubernamentales más extensas del hemisferio occidental. 


Entre 1917 y 1926 probablemente se haya dado un alza en 
los salarios mínimos y contractuales en diversas regiones del 
país, sobre todo ahí donde las organizaciones obreras pudieron 
hacer valer el nuevo artículo constitucional. Pero estos aumen- 
tos se dieron en un contexto de inestabilidad que produjo gra- 
ves efectos inflacionarios en algunas regiones, como la Ciudad 


de México, y en determinados momentos, sobre todo entre 
1915 y 1916. 


1926-1934 
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En 1929 estalló la Gran Depresión, la crisis que se originó en 
los Estados Unidos y que impactaría al mundo entero y, por su- 
puesto, a México. Sin embargo, según recientes investigaciones, 
la crisis en nuestro país se habría adelantado. 


La economía mexicana tuvo su propia depresión de 1926 a 1932. Empezó y concluyó antes que en Estados 
Unidos y Europa Occidental. La tasa de inversión (como fracción del producto interno bruto) empezó a caer 
en 1926, y entre 1925 y 1932 declinó de 12.1% a 4.5%. En 1932 el PIB era 24% menor que su punto más alto 
de 1926. Durante el mismo periodo la producción manufacturera cayó casi 9% y la producción agrícola cayó 
14.8% [...] Los problemas económicos que empezaron en 1926 fueron de repente agravados por el impacto 
de la Gran Depresión de la economía norteamericana [...] El resultado total fue una caída del PIB de 1928 a 
1932 de 21%, lo que se manifestó en una reducción aguda de la producción industrial, mayor que en la agri- 


cultura, y en un crecimiento del desempleo.$ 


Esta situación se exacerbó por la deportación, entre 1930 y 
1933, de más de 310 000 mexicanos que vivían en los Estados 
Unidos, “que representaban casi 6% de la fuerza de trabajo em- 
pleada en 1930”. 


En estas circunstancias podemos suponer que las condicio- 
nes para mejorar los salarios y prestaciones de los trabajadores 
fueron totalmente adversas. Fue entonces, por esos años, cuan- 
do se aprobó la ¡rr (1931), en la que se consignaron muchas de 
las conquistas pactadas en la Constitución de 1917, como el sa- 
lario mínimo legal, y se reglamentó la organización sindical y la 
contratación colectiva. 


1934-1940 


Aunque la Constitución de 1917 (y luego la 1rr) disponían la 
obligación de decretar un salario mínimo, ello empezó a tener 
efectos sólo a partir del 1% de enero de 1934. Para ello, en cada 
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municipio del país debería formarse un comité compuesto por 
trabajadores, patrones y la autoridad municipal, que estaba su- 
bordinada a la Junta de Conciliación y Arbitraje de cada enti- 
dad. Los salarios mínimos deberían revisarse cada dos años.” 
Según fuentes oficiales, el promedio de los salarios mínimos le- 
gales, en términos reales, aumentó en toda la república mexica- 
na hasta 19% entre 1934-1935 y 1938-1939 (cuadro xv1.4). En el 
Distrito Federal el salario mínimo tuvo un aumento significati- 
vo equivalente a 66.66% en términos nominales entre 1934 y 
1940. 


CuaADRo Xv1.4. Salarios mínimos medios legales. 
Números relativos 





Años Toda la República mexicana 
1934-1935 100 
1936-1937 109 
1938-1939 119 
1939-1940 116 


FUENTE: Secretaría de Trabajo y Previsión Social. Dirección General de Pre- 
visión Social, 1941. 


CuaADRo xv1.5. Salario mínimo diario general, Distrito Federal 
(en pesos corrientes) 





Periodo SMD 
1934-1936 1.50 
1936-1937 2.00 
1938-1939 2.50 
1940-1941 2.50 


FUENTE: INEGI/Comisión Nacional de Salarios Mínimos. 


Los aumentos no sólo impactaron a los mínimos: en algunas 
ramas industriales donde las negociaciones contractuales fue- 
ron más intensas, como la de los metalúrgicos, los aumentos en 
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términos reales llegaron hasta casi el doble, pero fue un caso 


excepcional. 
CUADRO Xv1.6. Salarios reales 
1934 = 100 
Industria de la transformación 118 en 1940 
Minería 114 en 1939 
Metalúrgicos 94 en 1939 
Ferrocarrileros 113 en 1939 





Fuente: Secretaría del Trabajo y Previsión Social. Dirección General de 
Previsión Social, 1941. 


Un estudio sobre los salarios en la compañía Real del Monte 
y Pachuca muestra que los salarios reales promedio de los tra- 
bajadores de esta empresa tuvieron un aumento de casi 46% 
entre 1932 y 1934, lo que mostraría una pronta recuperación 
de la crisis mundial. Luego, entre 1934 y 1940 hubo otro au- 
mento de casi 32%. Ello, debido, además, a la existencia del sin- 
dicato minero, constituido en la ciudad de Pachuca en enero de 
1934,* 


Durante la administración del general Cárdenas el salario 
mínimo legal se utilizó por primera vez como un instrumento 
de política económica. En su sexenio los aumentos sirvieron 
para estrechar la alianza con el movimiento obrero, el cual, con 
la formación de la crm, adquirió una gran fuerza organizada. Se 
puso en práctica una política distributiva que, junto con la re- 
forma agraria, sirvió para mejorar las condiciones de vida de 
los trabajadores y atenuar las desigualdades. 

Hasta 1940 México era un país predominantemente agrícola. 
Dos terceras partes de la población vivían en comunidades pe- 
queñas y aisladas de no más de 2 500 habitantes. La esperanza 
de vida al nacer no superaba los 40 años. De la población de 10 
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años y más, 60% no sabía leer ni escribir.” Sin embargo, por 
otro lado, la población urbana crecía aceleradamente desde el 
fin de la Revolución; la producción industrial manufacturera 
concentraba casi 19% del rs, no muy distante de la producción 
agrícola y ganadera (21.7%), y la fuerza de trabajo ocupada en 
labores industriales llegó a representar 16% del total. A pesar 
de la pobreza y el atraso, el crecimiento de los salarios durante 
el periodo de Cárdenas parecía dibujar la posibilidad de un país 
más justo. La fuerza de los sindicatos, una ley del trabajo tute- 
lar de los trabajadores y un gobierno reformista que se apoyó 
en los postulados de la Constitución parecían apuntar hacia la 
construcción de un nuevo país en el que la desigualdad iría dis- 
minuyendo. 


1940-1950 


La segunda Guerra Mundial y algunos problemas internos alte- 
raron este panorama. La conflagración alentó el desarrollo eco- 
nómico de México debido a la demanda externa de materias 
primas, alimentos y manufacturas que requerían los Estados 
Unidos. “México exportó plata, oro, plomo, zinc, petróleo, al- 
godón, hilados y tejidos, café, ganado y diversos productos ag- 
rícolas.”'* Gracias a ello, se iniciaría poco después, en 1946, el 
proceso de sustitución de importaciones, que permitiría un de- 
sarrollo acelerado de las manufacturas de nuestro país hasta la 
década de 1970. 


En estas condiciones, entre 1940 y 1954 el pis creció a una 
tasa media anual de 6% y el ris por persona en más de 3% en 


términos reales. Pero la inflación también mantuvo un creci- 
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miento alto, de más de 10% anual, sobre todo entre 1942 y 
1946. 


El nivel de precios domésticos (medido por el índice de precios al mayoreo de la Ciudad de México) casi se 
dobló de 1940 a 1945 (una tasa de crecimiento de más de 14% anual) [...] Ello fue resultado de la escasez de 
los tiempos de guerra y al impacto monetario de los superávit del comercio, así como por los flujos de capital 
que llegaron a nuestro país, lo que llevó a un incremento de los créditos bancarios y de la demanda agrega- 


da? 


El gobierno decidió poner en práctica una política de con- 
tención salarial que fue apoyada por las organizaciones patro- 
nales, pero también por los sindicatos. Entablaron un frente 
común y firmaron varios pactos en los que no sólo se aceptaba 
congelar los aumentos salariales sino también moderar las de- 
mandas de los sindicatos y tratar de evitar las huelgas. Todo 
ello, con el propósito de unir a la nación frente a la guerra y la 
lucha contra el fascismo. Pero el objetivo más importante era el 
interés de industrializar a México, que se colocó, según se dijo 
en ese momento, “por encima de los intereses de clase”. 


Así las cosas, era natural que los salarios fueran rebasados 
constantemente por los precios y que los ingresos reales de los 
trabajadores cayeran en esos mismos años. 


Entre los primeros estudios que se hicieron sobre los sala- 
rios en México, destaca el de Juan F. Noyola y Diego López Ro- 
sado, quienes señalaron que: “entre 1939 y 1949, el poder ad- 
quisitivo del salario mínimo agrícola disminuyó en 46%, en las 
ciudades en un 39%, el salario medio (sin ponderar) de 35 in- 
dustrias en un 27% (hasta 1947) y el de los empleados públicos 
federales en 35%”.*” 

Según Bortz, el salario mínimo legal del Distrito Federal en 
términos reales cayó de 2.26 pesos en 1940 a 1.10 pesos en 
1952, un desplome de más de 50% acumulado. Lo mismo puede 
decirse del salario manufacturero nacional, que cae de 100 en 
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1939 a 56.35 en 1952. Aún más grave, pero explicable, las re- 
muneraciones totales como porcentaje del ris también cayeron 
de 29.1% en 1940 a 25.2% en 1952. La inflación expropió una 
parte sustancial del ingreso de los trabajadores.'* 


A partir de la segunda mitad de la década de 1940 se inicia 
una nueva fase de crecimiento económico en México, basado 
en la producción industrial, a una tasa anual de 6.3%. Pero se 
trata ahora de un crecimiento que ya no depende de la deman- 
da externa sino de factores internos: la industrialización, esti- 
mulada por la protección comercial, avanzó por la sustitución 
de importaciones y la demanda doméstica, más que por las ex- 
portaciones.'* 

Ello permitió una leve recuperación de los salarios a pesar de 
las presiones inflacionarias, lo que llevó a un crecimiento de los 
ingresos de los trabajadores a un ritmo de cerca de 1% anual. 
Como resultado de ello, la participación de los salarios en el rr 
aumentó entre 1945 y 1955 de 23% a casi 27%. Sin embargo, 
esta recuperación no llegó a resarcir las pérdidas: el nivel del 
salario mínimo real no alcanzó el nivel de 1940. La política del 
gobierno mantuvo el congelamiento de los salarios al mismo 
tiempo que fortalecía su control sobre las organizaciones sindi- 
cales. 


En resumen, los años de la guerra y la inmediata posguerra, 
hasta 1952, conforman un periodo en que la economía crece 
rápidamente, pero ello no se traduce en la mejora de los ingre- 
sos de los trabajadores. Aún más, al caer los salarios reales, el 
capital se apropió de un porcentaje mayor del ris. Al final, la 
tendencia general muestra una caída de dos puntos porcentua- 
les del ingreso nacional que se trasladaron de los primeros a los 
segundos. Un porcentaje significativo, pero no tan dramático 
como el que se daría varias décadas después. 
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1954-1980 


A partir de 1954, después de la devaluación del peso, el modelo 
económico se ajustó. Se iniciaba un largo periodo de creci- 
miento con estabilidad que permitió un aumento sostenido de 
los salarios reales. Los gobiernos de Ruiz Cortines (1952-1958), 
López Mateos (1958-1964), Díaz Ordaz (1964-1970) y, ya con 
serias dificultades en su implementación, el de Luis Echeverría 
(1970-1976) utilizaron el salario mínimo como parte de una 
política económica que alentó mejoras constantes en los ingre- 
sos de los trabajadores al mismo tiempo que en el empleo. Todo 
ello, además, dentro de una situación basada, según las propias 
declaraciones oficiales, en la estabilidad del tipo de cambio, de 
los precios y en la paz social. La estrategia resultó exitosa, gra- 
cias a una situación mundial favorable y a que, internamente, se 
impuso una masiva transferencia de recursos del campo a la 
ciudad: fuerza de trabajo, ahorro, inversiones, gasto público y 
crédito sirvieron para impulsar la industrialización bajo el es- 
quema de sustitución de importaciones, en detrimento de la 
producción agrícola. 
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CuaApro xv1.7. Salario mínimo legal en el Distrito Federal 


Salario diario real 
(pesos de 1939) 





1939 2.50 
1951 0.82 
1955 1.09 
1960 1.51 
1966 2.26 
1970 2.70 
1975 3.15 


FUENTE: Jeffrey L. Bortz, Los salarios industriales en la Ciudad de México, 
1939-1975, FCE, Madrid, 1988. 


CuaADro xv1.8. Salario mínimo real, 
tasa de crecimiento anual (%) 


1953-1958 4.22 
1959-1964 7.73 
1965-1970 4.70 





FuenTE: Carlos Tello. Con base en información del inec1, Comisión Nacio- 
nal de los Salarios Mínimos y Banco de México. 


Debe advertirse, por otro lado, que a partir de 1964 se llevó a 
cabo la fijación de los salarios mínimos a través de la Conasami 
y de una comisión regional para cada una de las 111 zonas eco- 
nómicas establecidas.'? De esta manera la política salarial se 
convirtió en un instrumento manejado directamente por el go- 
bierno federal y, en particular, por el presidente de la República 
y el secretario de Hacienda. 
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CuADRO xXVI.9. Ingreso nacional disponible = 100 





Año id Excedente de operación 
e asalariados 

1970 38.1 57.8 

1976 43.5 52.9 

1982 41.6 54.6 





Nora: no se incluyen ingresos netos factoriales del resto del mundo, im- 
puestos indirectos, subsidios y consumo de capital. 

FuEnTE: David Márquez, con base en el Sistema de Cuentas Nacional del 
INEGI. 


Según Bortz, el salario mínimo legal en el Distrito Federal 
aumentó en términos reales de 1.09 pesos en 1955 a 3.15 en 
19754 


El estudio de Carlos Tello!” muestra un crecimiento del sala- 
rio mínimo real en todo el país con tasas muy elevadas, sobre 
todo entre 1959 y 1964, pues llegan a alcanzar casi 8% anual. 


El aumento de los salarios se reflejó en una mejor distribu- 
ción funcional del ingreso. Reyes-Heroles'* señala que la parti- 
cipación de los asalariados en el ingreso total aumentó rápida- 
mente en México entre 1950 y 1976, pasando de 27.3% a 
49.4%. David Márquez'” calcula que la remuneración de los 
asalariados llegó, en su mejor momento, hasta casi 44% del in- 
greso disponible en 1976. 


Aunque estas cifras varían, la tendencia es clara: hubo un 
crecimiento de los salarios mínimos y contractuales en térmi- 
nos reales hasta fines de la década de 1970 y una mejor distri- 
bución funcional del ingreso. 


El aumento de los salarios reales parecía dibujar un país 
próspero, sobre todo en las ciudades. Pero en la realidad persis- 
tían en todo el país altos niveles de pobreza. Y es que el creci- 
miento económico se basaba, en mucho, en el sacrificio del 
campo. La agricultura mexicana aportó recursos para el desa- 
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rrollo urbano e industrial y, a cambio de ello, la miseria y el 
atraso se concentraron en las áreas rurales. 


México era un país pobre e injusto, pero el crecimiento eco- 
nómico, la estabilidad y el aumento en los salarios reales y el 
empleo, sobre todo urbanos, parecían anunciar un país que se 
dirigía muy lentamente hacia una modernidad compartida. El 
debate se daba entonces sobre el ritmo y la calidad del proceso 
y los sacrificios que ello había supuesto, particularmente entre 
la población rural. También se señalaban los riesgos de una ur- 
banización acelerada y su impacto en el bienestar de la pobla- 


ción. 


1982-2016 


La situación económica cambió dramáticamente con la crisis 
de 1982. El país cayó en una suspensión de pagos de la deuda 
pública del país a sus acreedores extranjeros y el gobierno fue 
obligado por el em a imponer un duro plan de ajuste que inclu- 
yó el control de los salarios. 

Según Moreno y Ros:? “El gobierno de Miguel de la Madrid 
[inició] una política claramente destinada a contener las alzas 
salariales con el objetivo de cumplir con los organismos inter- 
nacionales, y pagar la deuda externa”. 

Así, entre 1982 y 1992 se da la peor caída del salario mínimo 
en la historia del país. Sus efectos se extendieron al conjunto de 
los salarios contractuales, provocando una caída de estos ingre- 
sos en el total nacional. 
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A pesar de que en la década de 1990 se retomó el crecimien- 


to económico (aunque a un nivel inferior al del periodo ante- 


rior) y las exportaciones manufactureras aumentaron rápida- 


sos laborales reflejaron estos cambios. 


mente, ni los salarios mínimos ni los contractuales ni los ingre- 


Como puede verse, el salario manufacturero fue el mejor li- 


brado a partir de 1995, pero su crecimiento acumulado entre 


1990 y 2008 fue de apenas un punto porcentual. Igualmente, el 


crecimiento de los salarios mínimos y contractuales que se ha- 


CuaADRro Xv1.10. Salario real y participación 
de los salarios en el PIB 


bía registrado entre 2000 y 2005 se revierte en los siguientes 
años por la crisis de 2007-2008. 





1982 1983 1984 1985 1986 1987 1988 1989 1990 
Salario 92.5 78.6 72.1 71.0 64.0 60.8 53.6 494 43.4 
real 
Participación 35.2 294 28.7 28.7 285 26.8 26.0 25.5 25.0 
salarios 





Salario real, 1980 = salario promedio de toda la economía, deflacionado 


por el índice de precios al consumidor (1980 = 100). 


Fuente: Moreno Brid y Ros, p. 154, con base en el Banco de Información 


Económica-INEGI. 
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CUADRO XVI. 11 





Indicador 1990/1994 1995/2000 2000/2005 2005/2008 1990/2008 





PIB 3.7 6.1 1.9 3.2 3.8 
PIB per cápita 1.7 4.3 0.7 2.3 1.8 
Salario mínimo -3.9 -2.2 0.7 -0.8 -1.9 
Contractuales -0.7 -4.8 2.8 0.09 -1.2 
Manufactureros -1.7 1.8 1.8 -0.9 0.9 
Ingresos laborales 1.4 8.0 1.1 0.0 0.3 


PIB: tasa media de crecimiento anual PIB trimestral, pesos de 1993. 

Salario mínimo: tasa media de crecimiento anual. 

Salarios contractuales: promedio de incremento de salarios contractuales 
expost %. 

Manufactureros: tasa media de crecimiento anual. 

Ingresos laborales: tasa media de crecimiento anual con base en Encuesta 
ENIGH/ INEGI. 

FuENTE: Coneval. 


No sorprende entonces que la distribución del ingreso haya 
empeorado, aunque a un menor ritmo. 


Según Ibarra y Ros, 


la participación de los salarios en el ingreso total cayó de alrededor del 40% a mediados de los setenta a alre- 
dedor de 28% en 2015. Disminuyó gradualmente en la segunda mitad de los setenta y luego rápida y profun- 
damente durante la crisis de la deuda y el proceso de ajuste de los años ochenta. Con altas y bajas [...] la par- 
ticipación de los salarios regresó en los primeros años del nuevo siglo a sus niveles de principios de los no- 
venta y luego retomó una caída gradual desde 2003. La participación del trabajo que incluye tanto salarios 
como ingresos laborales de los trabajadores empleados por cuenta propia, parece haber seguido una tenden- 


o . 21 
cia similar desde mediados de los noventa. 


Un estudio de Norma Samaniego, sobre la distribución fun- 
cional del ingreso entre 1990 y 2012, encuentra que la partici- 
pación de los salarios caerá de un pico de casi 35% a apenas 
27%. Si lo comparamos con su nivel más alto a finales de la dé- 
cada de 1970, que fue de 42.6%, la caída es mucho más profun- 
da.” 


La participación de las remuneraciones de los asalariados en 
el ingreso nacional nos demuestra que en los últimos casi 30 
años se ha presentado una masiva transferencia de recursos de 
los trabajadores a los dueños del capital. Tan sólo en unos 
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cuantos años, en la década de 1980, esta transferencia fue de 10 
puntos. En las tres décadas fue de más de 15 puntos porcentua- 
les. Esta redistribución del ingreso del trabajo al capital desde 
luego fue un signo del aumento en la desigualdad y la pobreza. 


Observemos ahora el comportamiento de los salarios míni- 
mos en un horizonte de 45 años. Ello es posible gracias a que 
contamos con la serie oficial más larga de evolución de los sala- 
rios mínimos, publicada por el Banco de México y el inec1. En 
dicha serie se pueden observar claramente los siguientes perio- 
dos: de 1969 a 1977, el salario mínimo real crece a 5.7% anual, 
llegando a su punto más alto en este último año. Luego seguirá 
un periodo más corto, de 1977 a 1982, cuando el salario míni- 
mo tiene un ligero decrecimiento de 1.2% anual. En cambio, 
entre 1982 y 1992 se da la peor caída del salario mínimo en la 
historia del país: 6.36% anual, acumulando una baja de 63.6%. 
Después hay un decrecimiento menos traumático pero signifi- 
cativo (2.3% promedio anual), y a partir de 2003 hay una ligera 
disminución a un ritmo de 0.3% anual promedio. La pérdida 
acumulada es de 60.7% entre 1969 y 2016 y de 73% si la medi- 
mos desde su punto más alto, alcanzado en 1977. 
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CuaDRo xv1.12. Salario mínimo 1969-2016, periodos 
de crecimiento y decrecimiento 





Crecimiento! 
¿ decrecimiento Promedio 
Periodo 
acumulado anual 
(porcentaje) 

1969-1977 45.8 5.7 Crecimiento acelerado 

1977-1982 -6.1 -1.2 Decrecimiento moderado 

1982-1992 -63.6 -6.4 Decrecimiento acelerado 

1992-2003 -25.1 -2.3 Decrecimiento moderado 

2003-2016 -5.3 -0.3 Decrecimiento más 
moderado 

1969-2016 -60.7 -1.3 Decrecimiento todo el 
periodo 

1977-2016 -73 -1.9 Decrecimiento desde el 


punto más alto 


Diciembre de 2018 = 100. 
FuenTE: Banco de México. 


CoNcLUSIÓN 


Si revisamos el siglo en su conjunto, el comportamiento de los 
salarios mínimos muestra tres fases: una primera, del porfiriato 
a la década de 1950, en la que hay avances y retrocesos, pero se 
transita hacia una sociedad más moderna, industrial y urbana. 
Este tránsito no acabó con la pobreza y la desigualdad, pero 
cambió el rostro del país. Modificó la forma de ganarse la vida 
y la condición social de un amplio grupo de trabajadores rura- 
les que se convirtieron en trabajadores asalariados y permitió 
también abrir una ruta de progreso, injusto y desigual, pero 
progreso al fin, en el que se fijaron grandes expectativas de me- 
joramiento material. 
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La segunda fase, de 1950 a 1980, nos mostraría una sociedad 
cuyo sector urbano, a diferencia del rural, goza de condiciones 
de vida que van mejorando poco a poco. Una nueva y creciente 
clase media parece dibujarse en México frente a una pequeña 
minoría rica y una masa todavía enormemente pobre. Pero la 
movilidad de las ciudades y el crecimiento del salario real y del 
empleo en el México urbano son, sin duda, un contrapeso que 
no sólo se convierte en un polo de atracción de los campesinos, 
sino también en un factor de expansión económica. La econo- 
mía crece porque se incrementan los salarios y el empleo, y és- 
tos pueden expandirse porque el conjunto del aparato produc- 
tivo también lo hace. Un país injusto, pero podría pensarse que 
este modelo apuntaba hacia la expansión de una prosperidad 
urbana que incluía a un número cada vez mayor de trabajado- 
res asalariados. 


La tercera fase es el camino inverso. De repente, los trabaja- 
dores empiezan a perder aceleradamente sus ingresos. Los sa- 
larios reales caen en picada en un lapso muy corto (1982-1986) 
y no se van a recuperar, por lo menos hasta 2016. De la misma 
manera, la participación de los asalariados en el ingreso nacio- 
nal se reduce y aumenta la porción de las ganancias año con 
año. Con ello no sólo se afinca la desigualdad, sino que se acre- 
cienta la pobreza. El país en su conjunto retrocede. La indigen- 
cia ya no sólo afectó al campo, ahora se volvió crónica también 
en las ciudades. 


Como puede observarse, los dos últimos periodos son muy 
diferentes, aunque en ambos casos observamos tendencias de 
largo plazo, pues la fase de crecimiento duró poco más de 30 
años y la segunda llevaba aún más tiempo. Este fenómeno no se 
presentó sólo en México. En otras partes del mundo también 
los salarios crecieron desde la posguerra, como parte de un cír- 
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culo virtuoso de expansión de la economía, y luego tendieron a 
decrecer (a partir de la década de 1980). Está claro que en la 
primera fase hay un efecto que generaliza los beneficios, mien- 
tras que en la segunda hay un comportamiento de deterioro ge- 
neral. 


También hubo un cambio de paradigmas. Hasta la década de 
1980 se consideraba que un aumento de los salarios reales ge- 
neraría un mayor crecimiento económico. Ahora se considera 
que el impulso económico proviene de la demanda externa (el 
comercio internacional). De esta manera, la globalización neo- 
liberal que se inició desde fines del siglo pasado, mediante el 
outsourcing, las políticas de ajuste y la velocidad de movimiento 
de los flujos de capitales, propició una competencia por abara- 
tar los salarios para mejorar la competitividad en el mercado 
mundial. El salario ya no era, como en el pasado, un factor de 
crecimiento, sino una variable residual, producto de la compe- 
tencia. Ello propició además la flexibilización del trabajo y el 
abaratamiento de los salarios. 
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CUADRO Xv1.13. Salario mínimo real 


Diciembre de 2018 = 100 





a Salario - Salario 
Año es Año y 
(enero) der (enero) O 
Índice real Índice real 
1969 242.8 1993 117.3340 
1970 266.9612 1994 116.7552 
1971 254.4256 1995 113.3537 
1972 289.9511 1996 92.1045 
1973 271.9589 1997 96.0432 
1974 297.4057 1998 95.9709 
1975 309.4014 1999 91.9310 
1976 336.2891 2000 91.1331 
1977 354.1186 2001 90.1758 
1978 336.1759 2002 91.0273 
1979 330.6413 2003 90.4623 
1980 319.4893 2004 90.5085 
1981 325.2613 2005 90.4610 
1982 332.4369 2006 90.5175 
1983 257.3469 2007 90.4367 
1984 223.1924 2008 90.7031 
1985 217.7335 2009 89.2864 
1986 206.1089 2010 89.6225 
1987 188.8573 2011 89.9023 
1988 173.9805 2012 90.0369 
1989 143.8545 2013 90.9752 
1990 137.0254 2014 90.4654 
1991 127.2396 2015 91.4553 
1992 120.8541 2016 95.2753 


FuEnNTE: Banco de México. 
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XVII. LOS PRIMEROS AÑOS DEL XXI: CRI- 
SIS Y NUEVAS REFORMAS 


En esre trabajo hemos expuesto la trayectoria histórica en Méxi- 
co de los conflictos y las luchas más importantes de los trabaja- 
dores, así como la relación entre el sindicalismo y el Estado. 

A partir de la primera década del siglo xx se multiplicaron las 
organizaciones sindicales y se fundaron partidos que se recla- 
maban de la clase obrera o con una filosofía anarquista o mar- 
xista que, de una u otra forma, decían luchar por el poder para 
los trabajadores o al menos por un gobierno de los trabajado- 
res. Las organizaciones sindicales no sólo fueron reconocidas 
legalmente, sino que se convirtieron en instituciones del Esta- 
do y uno de los principales bastiones del partido que gobernó a 
México casi dos tercios del siglo. Las conquistas obtenidas en 
un año tan temprano como 1917 fueron ejemplo para el mun- 
do y América Latina, pero también el sustento político de todos 
los gobiernos y prioridad, aunque fuese sólo en el discurso, de 
sus políticas públicas. 

La relación entre los sindicatos y el Estado pasó por diversas 
etapas. El andamiaje político y legal del Estado liberal porfi- 
riano negaba expresamente los derechos laborales. Ello fue 
transformado radicalmente por la Revolución y la Constitución 
de 1917. Sin embargo, el nuevo orden no se produjo de inme- 
diato. La inestabilidad de las relaciones laborales que primó en 
el país después del Constituyente llevó a que el gobierno oscila- 
ra entre la concesión, la represión y la indecisión. El callismo 
trató de superar los conflictos, pues todos, trabajadores, em- 
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presarios y gobierno, se mostraban insatisfechos, y optó por 
una relación facciosa y clientelar con la crom, pero los desórde- 
nes continuaron. La aprobación de la 1rr en 1931 puso las bases 
institucionales para que, fundamentalmente a través del inter- 
vencionismo estatal, se pudieran regular las relaciones labora- 
les, otorgando mayores garantías al capital y, al mismo tiempo, 
otorgando instrumentos coercitivos a los sindicatos que les 
permitieron fortalecer su capacidad de gestión de las relaciones 
laborales. 


Durante el cardenismo se estableció una alianza explícita en- 
tre el movimiento obrero y el gobierno en torno a un programa 
de reformas de gran aliento. Esta alianza culminó con la consti- 
tución del prm. Gracias a ello, tuvo lugar una coalición política 
que posteriormente abrió el camino para la subordinación del 
movimiento obrero al Estado. Durante la década de 1940 el go- 
bierno aprovechó estas fortalezas para otorgar mayores garan- 
tías al capital, dividió al movimiento obrero y pudo así, al mis- 
mo tiempo, debilitarlo y asegurar su lealtad política. Las oposi- 
ciones fueron reprimidas y excluidas. Un Estado sostenido por 
un partido que aspiraba y trabajaba por el monopolio de la re- 
presentación política y un sindicalismo corporativo que prohi- 
bía la disidencia no podían dar lugar más que a un sistema re- 
presivo y profundamente antidemocrático. 


En las décadas de 1950 y 1960 el país vivió un periodo de es- 
tabilidad económica y política, la producción creció, lo mismo 
que los salarios reales y la ocupación urbana, sobre todo indus- 
trial: la seguridad social se extendió a millones de mexicanos. 
Las condiciones de vida y de trabajo de los obreros y emplea- 
dos mexicanos, en general, mejoraban año con año. Sin embar- 
go, esta bonanza relativa ocultaba profundas desigualdades so- 
ciales. Los trabajadores agrícolas, jornaleros y campesinos ha- 
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bían sido sacrificados en aras de la industrialización del país. El 
campo subsidió a las ciudades y la agricultura a la industria y 
los servicios. 


A la desigualdad en el reparto de los beneficios se sumaron 
las respuestas cada vez más represivas y sangrientas del Estado 
frente a sus opositores. En el caso del movimiento obrero, las 
huelgas mineras, ferrocarrileras y magisteriales, ocurridas en- 
tre 1950 y 1959, nos muestran este endurecimiento progresivo. 
La intervención del Estado en la vida sindical, muchas veces 
con el ejército por delante, consolidó a un sistema laboral cor- 
porativo que resultó eficiente en un contexto de crecimiento 
económico. 


Sin embargo, no sería en el medio laboral, aunque sí en uno 
urbano, donde la relación entre el Estado y los movimientos 
sociales encontraría su clímax represivo. El movimiento estu- 
diantil de 1968 reflejó el descontento de amplias capas sociales. 


A pesar de su trágico final, abrió el camino para que en los 
primeros años de la década de 1970 se multiplicaran las expre- 
siones de inconformidad. En el movimiento obrero estas voces 
fueron muy diversas: trabajadores de pequeñas empresas, em- 
pleados públicos, maestros y obreros de la gran industria na- 
cional. Su manifestación más importante fue la ro del surerm, 
cuya demanda central era tan sencilla como emblemática: el re- 
conocimiento a participar en la negociación de su contrato co- 
lectivo y en la elección de sus representantes sindicales. Junto a 
ellos, un nuevo movimiento obrero se abría paso buscando 
construir un sindicalismo independiente. 


El gobierno respondió, en 1976, como en otros momentos 
de la historia, con el uso del ejército y la represión contra los 
electricistas del surerm. Otras disidencias también fueron com- 


batidas, pero algunas sobrevivieron: los universitarios, los tele- 
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fonistas, algunos núcleos magisteriales y obreros dispersos en 
la ancha geografía laboral del país. 


En la década de 1980 México destacó a nivel continental por 
la crisis de la deuda, inaugurando la llamada década perdida de 
América Latina. La devaluación, la inflación y la fuga de capita- 
les cambiaron radicalmente las condiciones del desarrollo y 
abrieron el camino para el vuelco neoliberal. El sindicalismo 
corporativo respondió tibiamente con un intento de huelga ge- 
neral por aumento de salarios en 1983 que no prosperó. Perdió 
la batalla, pues no pudo impedir que el peso de la crisis se car- 
gara sobre los hombros de los trabajadores, pero también per- 
dió la guerra: su lealtad al sistema y al presidente bajo el nuevo 
contexto hicieron que su subordinación al Estado se volviera 
ineficaz. Dejó de influir en la gestión de los beneficios y en la 
definición de las políticas públicas. 

Salinas de Gortari profundizó el viraje neoliberal hasta el ex- 
tremo. El sindicalismo corporativo lo apoyó, entrando en lo 
que podríamos llamar su fase decadente. Dentro del eri, su re- 
presentación política disminuyó y se le consideró, dentro de la 
élite tecnocrática de su propio partido, un estorbo para la mo- 
dernización; en términos electorales, parecía restar más que su- 
mar votos. En el ámbito laboral dejó de ser, en muchos lugares, 
el gestor autoritario de los viejos buenos tiempos y se convirtió 
en administrador de contratos de protección que, por el pago 
de una renta, ofrece sus servicios a los patrones. Dirige sindica- 
tos de membrete que cuentan con registro legal y personalidad 
jurídica pero que en realidad no representan a nadie. 

Con la alternancia en el poder y el triunfo del ran en las elec- 
ciones de julio del 2000 se abrió una interrogante sobre el futu- 
ro del sindicalismo corporativo. El gobierno anunció su volun- 
tad de lograr una reforma laboral por consenso y abrió una 
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mesa de trabajo con la participación del cr, la unr y los repre- 
sentantes patronales. Al final, la uwr fue excluida de la redacción 
del proyecto que se entregó al Congreso de la Unión. Sin em- 
bargo, la iniciativa no prosperó y no fue hasta el año 2012, con 
el regreso del eri a la presidencia de la República, cuando por 


fin se impuso una reforma laboral. 


A lo largo de este ciclo, el movimiento obrero conoció una 
etapa inicial de expansión creativa que hemos fijado entre 1907 
y 1938 y otra de estabilidad y madurez autoritaria que abarca- 
ría de 1940 a 1983. A partir de entonces, pero sobre todo en la 
década de 1990, se consolidó la última fase, la decadente, carac- 
terizada por una servidumbre con baja retribución frente al Es- 
tado. 

Frente a esta decadencia, las movilizaciones y frentes unita- 
rios encabezados por la unr y el sme, a veces por separado pero 
en otras unitariamente, expresaron y recogieron la tradición de 
lucha del sindicalismo mexicano y abrieron la posibilidad de 
construir un nuevo movimiento laboral en México. Sin embar- 
go, la ofensiva contra el sms, ya en el siglo xxi, fue un punto de 


inflexión en esta perspectiva. 


Durante el siglo xx los trabajadores mexicanos, mediante sus 
organizaciones y sus luchas de resistencia, tuvieron una pre- 
sencia determinante, pero en el último tramo fueron despoja- 
dos bruscamente. En unos cuantos años se desplomó su salario 
y perdieron otros beneficios sociales; los empleos se volvieron 
escasos, inestables y precarios. 


La Gran Recesión 
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Desde fines del siglo pasado el paradigma del libre comercio y 
los acuerdos multilaterales habían sido ampliamente recomen- 
dados como la vía hacia la prosperidad. Sin embargo, la Gran 
Recesión que estalló en 2008 potenció un descontento que ya 
se había manifestado antes contra la globalización. La recesión 
afectó particularmente a los Estados Unidos, Europa y América 
Latina y duró, según el rm:, hasta 2017. 


Las afectaciones no fueron parejas. Hubo regiones del mun- 
do en las que el daño fue mayor, e incluso en cada país hubo 
zonas que sintieron con mayor impacto sus efectos adversos. 
La desigualdad, reflejada en una aguda concentración de la ri- 
queza y en una tendencia declinante de los salarios en el ingre- 
so nacional, se acentuó y se hizo más evidente. El empleo, pre- 
carizado durante muchos años, se deterioró aún más. No sólo 
se observó un aumento en el número de desempleados a nivel 
mundial; además, los puestos de trabajo se volvieron más inse- 
guros y vulnerables. 


Las oposiciones de distinto signo al libre comercio y a la in- 
tegración económica global se fortalecieron. Los sindicatos 
empezaron a endurecer sus críticas y a presionar a sus gobier- 
nos para evitar uno de los efectos más nocivos de la globaliza- 
ción dominante: el outsourcing, la salida de empleos de una re- 
gión a otra del planeta, atraídos por una fuerza de trabajo más 
barata. 


El malestar con la globalización se reflejó en descontento so- 
cial y luego llegó al plano de la política. Nuevas opciones sur- 
gieron para resistir las políticas neoliberales. El fenómeno ha 
sido, sin embargo, muy complejo. Si bien surgieron colectivos y 
movimientos como Podemos en España, opciones más progre- 
sistas dentro del partido Demócrata de los Estados Unidos y el 
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liderazgo de Corbyn en el Laborista inglés, por otro lado, la 
crisis económica afectó a los gobiernos de izquierda de Améri- 
ca Latina, sobre todo en Brasil, Argentina y Venezuela. Al mis- 
mo tiempo surgieron opciones de extrema derecha, con posi- 
ciones divergentes al consenso dominante. El Brexit y la elec- 
ción de Trump fueron dos ejemplos notables. 


En México, durante las últimas décadas del siglo pasado y las 
primeras del xxi, la política laboral y, en particular, la existencia 
de los contratos de protección fueron congruentes con el es- 
quema neoliberal basado en la contención salarial, el debilita- 
miento de los sindicatos y la subcontratación. El modelo fue 
relativamente exitoso: logró atraer inversiones extranjeras a las 
industrias manufactureras de exportación y fue por lo tanto un 
factor, no muy explícito, que alentó la apertura comercial bajo 


el TLCAN. 


Como en otras partes del mundo, la Gran Recesión golpeó 
severamente las estructuras económicas. En el caso de México, 
además de la caída del ri3, la estructura salarial se vio seriamen- 
te afectada. Durante los primeros años del siglo xx1 los salarios 
medios parecían recuperarse poco a poco, después de casi dos 
décadas de caída permanente. Los salarios mínimos, por su 
parte, permanecieron estancados y se han mantenido como los 
más bajos, en términos reales, de América Latina. Sin embargo, 
después de la crisis los puestos de trabajo que proporcionaban 
más de cinco salarios mínimos diarios (smb) disminuyeron en 
términos absolutos y relativos y en cambio crecieron aquellos 
que ofrecían hasta dos o tres smb. La precariedad de las ocupa- 
ciones también se agudizó, acentuando fenómenos como la in- 
termediación, los contratos a tiempo parcial o por honorarios, 
y, más recientemente, los puestos informales basados en plata- 
formas digitales o economía gig. Se acentuó la desregulación 
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del mercado laboral que se inició, sobre todo, desde la década 
de 1980 sin límites institucionales o políticos. 


El caso de México, sin embargo, ha sido excepcional frente al 
resto del mundo. Su particularidad: los contratos de protec- 
ción, los cuales de manera clandestina permiten la violación de 
los derechos humanos, fenómeno que llamó la atención de los 
organismos internacionales como la Organización Internacio- 
nal del Trabajo (orr) y el sindicalismo mundial. 


DeL TPP an NAFTA 2.0 


A mediados de la segunda década del siglo xxi, los efectos de la 
Gran Recesión aún no se disipaban, sobre todo en Europa. Por 
su parte, en los Estados Unidos se observaba alguna mejoría. El 
gobierno de Barak Obama decidió entonces emprender dos 
grandes proyectos para acelerar el crecimiento y tratar de recu- 
perar el terreno perdido frente a China. 

El primero fue el Transpacífico (rrr) y el segundo el Tran- 
satlántico. Este último proyecto quedó olvidado pronto, pero el 
Ter avanzó relativamente rápido y en 2016 se concluyó un texto 
que fue aprobado por los gobiernos de los países integrantes. 

Sin embargo, el descontento contra la globalización forzó a 
los gobiernos a poner una atención especial en los asuntos la- 
borales. 

La preocupación sobre el outsourcing y, en particular, el caso 
mexicano de los contratos de protección fueron una de las ma- 
terias de negociación más recalcadas por los países firmantes 
del rrr. Se pactó así un capítulo laboral cuya redacción fue más 
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enfática y detallada, si lo comparamos con otros tratados co- 
merciales similares. La preocupación estaba dirigida sobre todo 
a México, Vietnam y, en menor medida, Perú y Malasia, pues se 
consideraba que los bajos salarios y las malas condiciones de 
trabajo que imperaban en estos países representaban una com- 
petencia desleal para el resto de los socios. 


El presidente Peña Nieto decidió entonces enviar al Congre- 
so un conjunto de reformas legales acordes con el contenido 
del capítulo laboral del rrr. De esta manera, en febrero de 2017 
el Congreso aprobaba varias enmiendas al artículo 123 consti- 
tucional, mismas que fueron definidas como las más radicales 
desde 1917. Recogían, de manera sorprendente, una parte sus- 
tancial de las propuestas del sindicalismo independiente y la iz- 
quierda planteadas desde 1997.' En síntesis, se suprimían las 
Juntas de Conciliación y Arbitraje para dar paso a tribunales la- 
borales del Poder Judicial; se creaba un centro de conciliación y 
registro de sindicatos y contratos independiente del gobierno, 
y se establecía la garantía del voto secreto y directo de los tra- 
bajadores para elegir a sus dirigentes. 

Sin embargo, pocos meses después en los Estados Unidos el 
partido político que había impulsado el rrr perdió las elecciones 
presidenciales en 2016 y triunfó un personaje que había cues- 
tionado las bondades del libre comercio. Así, tan pronto asu- 
mió el cargo, el presidente Trump decidió salirse del rrr y rene- 
gociar el rican. Con ello daba un giro notable al consenso domi- 
nante en torno al libre comercio y la globalización. Ante este 
nuevo panorama, cundió el desconcierto. Los cambios a la le- 
gislación secundaria, indispensables para poner en práctica los 
nuevos lineamientos constitucionales, se congelaron. El go- 
bierno de Peña Nieto acudió a las negociaciones del Tican in- 


tentando mantener tanto como fuera posible el esquema ante- 
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rior. Sin embargo, las elecciones presidenciales mexicanas, en 
julio de 2018, cambiaron esa ruta: el equipo del presidente elec- 
to intervino en la discusión y permitió destrabar algunos pun- 
tos en conflicto. Entre ellos, el tema laboral. 


De esta manera, entre septiembre y octubre de 2018 el Sena- 
do de la República aprobó la ratificación del Convenio 98 de la 
orr. Y poco después, a principios de octubre, se anunció la firma 
por parte de los gobiernos del acuerdo final entre Canadá, los 
Estados Unidos y México en materia de comercio que incluye 
un capítulo laboral y un anexo, ambos muy importantes. 


El convenio sobre derechos a sindicalización y negociación 
colectiva data de 1949 y ha sido firmado por 165 países del 
mundo, incluyendo los de América Latina. Su ratificación tuvo 
una especial relevancia, pues con ello se habían derrotado al fin 
las resistencias de los representantes de los gobiernos del pri y 
del pan, del sindicalismo corporativo y de algunos dirigentes 
empresariales que durante muchos años se habían opuesto por 
razones estrictamente políticas: defender un modelo sindical 
corrupto, antidemocrático y servil. 


La nueva composición del órgano legislativo (con mayoría 
del Movimiento Regeneración Nacional, Morena) sirvió sin 
duda para apresurar esta decisión, largamente pospuesta, ya 
que coincidía con su plataforma electoral y su programa. Pero 
quizás también porque ya se tenía información de que el capí- 
tulo laboral del nuevo acuerdo comercial estadunidense se 
ajustaba plenamente con el Convenio 98. 

De acuerdo con el texto del “United States-Mexico-Canada 
Agreement”, publicado en el portal de la oficina del represen- 
tante comercial de Washington,? el capítulo laboral es una ver- 
sión mejorada de su similar en el llamado rrr y responde a las 
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mismas preocupaciones sobre el outsourcing y el llamado “dum- 
ping social”. 

En razón de lo anterior, se incluyó el llamado anexo 23-A, 
que tiene como título, para no dejar ninguna duda, “La repre- 
sentación de los trabajadores en la negociación colectiva en 
México”. Para ello, nuestro país se comprometió a reformar su 
legislación laboral para, entre otras cuestiones, establecer y 
mantener órganos imparciales para el registro de los sindicatos 
y contratos colectivos, y un sistema efectivo que verifique que 
las elecciones de los dirigentes sindicales y la opción por adhe- 
rirse a un contrato colectivo sean llevadas a cabo mediante el 
voto libre, personal y secreto de los trabajadores. 


No hay duda de que dicho anexo busca impedir que en Mé- 
xico se sigan aplicando los contratos de protección. Dichas 
prácticas son bien conocidas por los representantes sindicales 
de los Estados Unidos y Canadá, los cuales decidieron ejercer 
mayor presión en la redacción del capítulo laboral. Así lo de- 
muestra un documento elaborado por el Comité Consultivo 
del Sindicato Metalúrgico (United Steelworkers): “Report on 
the Impacts of the Renegotiated North American Free Trade 
Agreement”? El análisis presentado en este estudio coincide 
con diversas investigaciones y pronunciamientos que han ela- 
borado desde hace décadas, en México, los sindicatos indepen- 
dientes (particularmente los que se agruparon en la unn), los 
abogados democráticos y los académicos. En síntesis, se sostie- 
ne que la existencia de agrupaciones y contratos ficticios, pero 
legalmente registrados, ha servido para imponer una política 
de bajos salarios y malas condiciones de trabajo. 


La reapertura de las negociaciones del rican dio lugar a que 
el modelo laboral mexicano, basado en los contratos de protec- 
ción, fuera cuestionado por sus principales socios comerciales. 
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Diversos protagonistas e intereses coincidieron excepcional- 
mente en esta condena: las representaciones obreras de nues- 
tros dos vecinos norteños, los gobiernos de estos países y la fu- 
tura administración de AMLO. Los primeros, porque conside- 
ran que los contratos de protección son una manera deshones- 
ta de quitarles plazas de trabajo; los segundos, en particular 
Trump, creen que combatiendo los bajos salarios en México 
quedarán protegidas sus industrias, y el gobierno de López 
Obrador confía en que es posible construir un esquema de de- 
sarrollo menos dependiente de las exportaciones manufacture- 
ras y mejorar los ingresos laborales y las condiciones de vida de 
los trabajadores mexicanos. 


LA REFORMA LABORAL DE 2019 


El 29 de abril de 2019 el Senado de la República aprobaba las 
reformas a la 1rr que le había enviado la Cámara de Diputados. 
Concluía así el proceso de reglamentación del apartado A del 
artículo 123 que había comenzado en febrero de 2017. Como 
han señalado diversos analistas y representantes de los sindica- 
tos y organizaciones patronales, se trata de las enmiendas más 
importantes y trascendentes que se hayan efectuado en muchos 
años y que recogían varias propuestas del sindicalismo inde- 
pendiente. Dan luz a un nuevo modelo laboral. El que estuvo 
vigente durante más de 100 años se basaba en la justicia tripar- 
tita (gobierno, empresarios y trabajadores); éste se apoya ahora 
en tribunales judiciales. El viejo orden daba al gobierno la fa- 
cultad de reconocimiento y control de los sindicatos; el nuevo 
se funda en una muy amplia libertad sindical. El esquema ante- 
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rior construyó un sistema de negociación colectiva manejado 
discrecionalmente por los empleadores y a veces por el go- 
bierno en turno: el que se inaugura dejará a los trabajadores el 
poder de decisión sobre las condiciones en que se llevará a ca- 


bo. 


La reforma laboral de 2019 puede resumirse en los siguien- 
tes puntos:* 


1. Justicia. Se suprimen las Juntas de Conciliación y Arbitraje 
y se establece que la resolución de las diferencias o los conflic- 
tos entre trabajadores y patrones estará a cargo de los tribuna- 
les del Poder Judicial de la Federación o de las entidades fede- 
rativas. 


2. Conciliación. Se estipula que antes de acudir a los tribuna- 
les, los trabajadores y patrones deberán asistir a la instancia 
conciliatoria correspondiente. En el orden local, la función 
conciliatoria estará a cargo de los Centros de Conciliación que 
se instituyan en las entidades federativas. En el orden federal, la 
función conciliatoria estará a cargo de un organismo descen- 
tralizado, al cual le corresponderá, además, el registro de todos 
los contratos colectivos de trabajo y las organizaciones sindica- 
les, así como todos los procesos administrativos relacionados. 


3. Libertad sindical. La ley incorporó los derechos de sindi- 
cación, libertad sindical y negociación colectiva reconocidos en 
los Convenios 87 y 98 de la orr. En este sentido, se establece el 
derecho de los trabajadores y patrones de constituir las organi- 
zaciones que estimen convenientes, así como el de afiliarse a 
éstas, con la sola condición de observar los estatutos de las mis- 
mas. En el mismo sentido, se establece que los patrones o sus 
representantes tienen prohibido obligar a los trabajadores por 
coacción o por cualquier otro medio a afiliarse o retirarse del 
sindicato o agrupación a que pertenezcan, o a que voten por 
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determinada candidatura, así como cualquier acto u omisión 
que atente contra su derecho a decidir quién debe representar- 
los en la negociación colectiva. La ley reconoce el derecho de 
los trabajadores a elegir libremente a sus representantes; for- 
mular su programa de acción; constituir las organizaciones que 
estimen convenientes, y la garantía de que no estarán sujetos a 
disolución, suspensión o cancelación por vía administrativa. Se 
establece que nadie puede ser obligado a formar o no parte de 
un sindicato, federación o confederación. 


4, Democracia sindical. Para los procedimientos de elección 
de directivas sindicales, se insertó una cláusula para garantizar 
la salvaguarda del voto personal, libre, directo y secreto de los 
miembros en dichos procesos. Para tal efecto, se establecen 
normas mínimas, incluyendo la certeza en la definición de la 
convocatoria y su publicidad; la determinación de un lugar se- 
guro y accesible para realizar la consulta; la integración de un 
patrón confiable, y la identificación de los afiliados que tengan 
derecho a votar. 


5, Contratación colectiva. En materia de negociación colecti- 
va, se establece el principio democrático de que el apoyo de los 
trabajadores mediante el voto personal, libre, directo y secreto 
constituye una garantía para la protección de la libertad de ne- 
gociación colectiva y sus legítimos intereses. Para dar cumpli- 
miento a los principios de representatividad en las organiza- 
ciones sindicales y de certeza en la firma, registro y depósito de 
los contratos colectivos de trabajo, se establece que el sindicato 
solicitante deberá contar con la constancia de representativi- 
dad expedida por el Centro Federal de Conciliación y Registro 
Laboral antes de iniciar la negociación colectiva y emplazar a 
huelga. En caso de que dos o más sindicatos contiendan por el 
derecho a negociar y celebrar el contrato colectivo, éste corres- 
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ponderá al que obtenga el mayor número de votos conforme a 
un procedimiento de consulta a los trabajadores cubiertos por 
el contrato mediante voto personal, libre, directo y secreto so- 
bre el sindicato que deberá representarlos. Adicionalmente, se 
señala que toda solicitud de registro de un contrato inicial o un 
convenio de revisión debe contar previamente con la aproba- 
ción del acuerdo colectivo por la mayoría de los trabajadores 
cubiertos por el mismo a través del voto personal, libre y secre- 
to. 


6. Conflictos sindicales. Se estableció que los conflictos de ti- 
tularidad entre sindicatos se resolverán únicamente a través de 
la consulta de los trabajadores, quienes manifestarán su volun- 
tad a través del voto personal, libre, directo y secreto. 


7, Rendición de cuentas. Se obliga a la directiva sindical a 
rendir cuentas sobre la administración del patrimonio de la or- 
ganización mediante un informe semestral que se presentará a 
cada miembro del sindicato. En el mismo sentido, la ley esta- 
blece sanciones en caso de que no se entregue la información 
sobre la administración del patrimonio sindical, o bien, existan 
irregularidades en la gestión de los fondos sindicales. 


Sin duda, las reformas a la 1rr de 2019 buscan fortalecer la 
democracia sindical y la negociación colectiva. Se trata de un 
vuelco histórico que pone fin al modelo impuesto a lo largo del 
siglo xx. Por primera vez en mucho tiempo, los trabajadores 
tendrán la posibilidad de decidir. Podrán elegir mediante voto 
secreto, personal y directo a sus dirigentes y representantes; 
adherirse a la organización que prefieran; decidir quién y bajo 
qué condiciones se pactan los contratos colectivos, y tener ga- 
rantías legales efectivas en caso de que los empleadores o los 
funcionarios públicos ejerzan coerción contra ellos. 


2,12 


Desde el punto de vista social y político, el cambio enfrenta- 
rá muchas resistencias, tanto de algunos empleadores como de 
las viejas organizaciones corporativas y, sobre todo, de la mafia 
que hoy se beneficia de los contratos de protección. 


El proceso apenas empieza, pero sin duda se ha abierto una 
brecha en un momento singular de la historia de México y del 
mundo. 


Nuevos problemas surgirán en el horizonte inmediato en la 
medida en que el nuevo esquema laboral se vaya adoptando: 
¿podrán elevarse los salarios contractuales sin que ello provo- 
que conflictos serios con los empleadores? En las industrias 
manufactureras, sobre todo de exportación como la automo- 
triz, ya castigada en el nuevo acuerdo comercial por el cambio 
en las reglas de origen, un sindicalismo más representativo que 
pugne por mejores ingresos y condiciones de trabajo ¿será im- 
pugnado por las empresas?, ¿podrá llegarse a acuerdos satisfac- 
torios para las partes en un ambiente de diálogo?, y en el caso 
del sector público y en particular en industrias como Pemex y 
cre, el gobierno entrante ¿dará cauce a un recambio de las diri- 
gencias y con ello aceptará el compromiso de mejorar los in- 
gresos y las condiciones de trabajo en dichas empresas? 


Éstas son algunas preguntas, entre muchas otras. Pero en el 
fondo, todo se reduce a una sola interrogante: ¿cuál será el pa- 
pel de las organizaciones sindicales, como representación legí- 
tima de los trabajadores, en las decisiones vitales que les con- 
ciernen directamente buscando un mejor equilibrio en las rela- 
ciones obrero-patronales? La historia diría que estos derechos 
se conquistaron en el mundo desde finales del siglo xix y se han 
ejercido, con altas y bajas, en todo el siglo xx. El consenso do- 
minante, sin embargo, sostiene que deben ser los mercados (la 
productividad, los ciclos económicos, las condiciones particu- 
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lares de las empresas) los que se impongan para definir esas re- 
laciones. Cambiar el modelo laboral significaría entonces abrir 
la oportunidad de adoptar un esquema de crecimiento apoyado 
en un pacto social distinto. Los próximos años dirán si esto es 
posible. 
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y Una versión anterior de este texto fue publicada bajo el título: Los trabajadores en el siglo XX. Sindicato, 
Estado y sociedad en México: 1907-2004 UNAM /STUNAM, México, 2006. Esta versión no sólo amplía el pe- 
riodo de estudio; también se modificaron sustancialmente algunas partes y se incluyeron nuevos capítulos. 


215 


4 Cf. Eric Hobsbawn, Historia del siglo XX, Grijalbo Mondadori, Buenos Aires, 1998. 


Sobre el origen común de las dos corrientes más importantes a nivel mundial, partidarias del socialismo, 
que después de 1917 se dividieron en socialdemócrata o reformistas, de un lado, y comunista o revolucionaria, de 
otro, así como del curso de estas corrientes en el siglo XX, cf. Octavio Rodríguez Araujo, Izquierdas e izquier- 
dismo, Siglo XXI Editores, México, 2002, especialmente p. 116 y caps. 3 y 4. 


El concepto marxista de proletariado es distinto al de trabajador, principalmente porque el primero se re- 
fiere al trabajador asalariado que labora bajo un régimen típicamente capitalista. Por ello se le identifica, co- 
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y San Luis Potosí, una en cada entidad”, ibid., p. 59. 


11 á 52 : alas 
En Puebla y Atlixco también se realizaron asambleas obreras, pero no se acordó iniciar un nuevo paro 
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e ] : : x 
“En torno a la Casa del Obrero Mundial se reunieron numerosos gremios, se creó un centro cultural 
donde se dictaban conferencias, se editaron varios periódicos y se promovió la creación de una escuela racio- 
nalista”; Ribera Carbó, op. cit., p. 19. 
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ste libro recupera la memoria de acontecimientos de- 
cisivos para los trabajadores mexicanos. Parte de las 
huelgas obreras de 1906-1907, pasa por el surgimien- 
to del sindicalismo y la conquista de la seguridad 
social en los años cuarenta, revisa lo sucedido du- 
rante la segunda posguerra y hasta la crisis de 1982, 
y da cuenta de la consolidación del corporativismo y 
de las luchas por la democracia sindical. Finalmente, 
explora la tercera fase de esta historia: el repliegue 
del movimiento obrero. La obra se detiene en epi- 
sodios como la fundación y el papel de la Casa del 
Obrero Mundial a principios del siglo xx y la funda- 
ción de la Confederación de Trabajadores de México 
durante el cardenismo; la caravana de los mineros de 
INNER INACIO LEO nO EN 
magisteriales de 1950-1959, así como en la insurgen- 
cia obrera de la década de 1960 y la resistencia sindi- 
cal bajo el neoliberalismo. Reflexiona, además, sobre 
temas centrales del sindicalismo mexicano, como el 
charrismo sindical, la evolución de los salarios míni- 


mos y las reformas a la Ley Federal del Trabajo del 


siglo xx1, sobre todo las posteriores a 2012. 





